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El deterioro medioambiental actual es un problema que amenaza nuestro bienes-

tar como individuos y como especie en una variedad de frentes. El agua que bebemos y 

el aire que respiramos están contaminados; los recursos naturales disponibles son cada 

vez más escasos; los daños a la fauna y a la flora alcanzan proporciones epidémicas; y el 

deterioro de la capa de ozono expone al planeta a peligrosos niveles de radiación ultra-

violeta. Esta situación es el resultado de años de negligencia por parte no sólo de los 

organismos gubernamentales sino de la sociedad como un todo, ya que las personas 

hemos contribuido activamente con comportamientos anti-ecológicos o bien hemos sido 

testigos pasivos de las acciones de otros. 

En los último tiempos los organismos responsables de la política internacional se 

han propuesto que los individuos, los grupos y los colectivos más amplios desarrollen 

comportamientos responsables con el medio ambiente desde niveles micro (comprar 

electrodomésticos de bajo consumo) a niveles macro como los grandes acuerdos inter-

nacionales (la firma del Protocolo de Kioto). El medio ambiente se ha convertido en un 

tema de interés político, o al menos electoralista, y los fondos públicos han promovido 

investigación con el fin de identificar las variables que predigan el comportamiento res-

petuoso con el medio ambiente (Hernández, Tabernero y Suárez, 2009). Desde la Psico-

logía se han estudiado las características psicosociales que llevan a las personas a 

adoptar estilos de vida más sostenibles y cómo los comportamientos respetuosos con el 

medio ambiente pueden promover el bienestar psicológico. Esto es así en la medida en 

que nuestro bienestar físico y psicológico, así como nuestro futuro como especie, 

depende de la calidad de nuestro medio ambiente. 

Muchos atentados contra el medio ambiente como el calentamiento global, las 

amenazas a la biodiversidad, la escasez de recursos y la contaminación han estado rela-

cionados con fenómenos sociales como la pobreza, el hambre, las desigualdades 



 

sociales y económicas y la violencia. Sin embargo, reducir el origen de estos problemas 

a procesos sociales y no reconocer el papel que el ser humano ha desempeñado en la 

aparición y mantenimiento de los mismos, supondría ignorar la evidencia acumulada 

por la Psicología Ambiental durante al menos tres décadas (Corral-Verdugo, García-

Cadena y Frías-Armenta, 2010). El ciudadano medio está en condiciones de realizar una 

gran variedad de comportamientos tanto positivos (reciclado) como negativos (basura) 

que considerados aisladamente no parecen significativos en relación al deterioro o la 

conservación medioambiental, pero cuyo efecto aditivo y acumulativo tiene un gran 

impacto. La Psicología Ambiental también ha puesto de manifiesto que la solución de 

muchos de los problemas del medio ambiente pasa por modificar variables psicosociales 

como las creencias, las actitudes, los motivos o las emociones vinculadas a un estilo de 

vida sostenible. De este modo, la sostenibilidad requiere de la participación conjunta de 

ciencias naturales y sociales, incluyendo la psicología y el derecho. 

El delito ecológico ha sido definido como una acción u omisión, que viola las 

leyes de protección del medio ambiente (LPMA) y que por tanto está sujeta a 

persecución y sanción penal (Situ y Emmons, 2000). Implica actos que no todo el 

mundo considera reprensibles, ni en la misma medida, ya que su maldad no es siempre 

obvia ni aparente (Mårald, 2001). La legislación medioambiental, aun siendo amplia 

(Parejo-Alfonso 2011), no ha contribuido significativamente a la conceptualización 

social del delito ecológico como un acto reprobable, hablando en ocasiones de “sopesar 

intereses competitivos y de proteger el entorno siempre que las soluciones sean 

económicamente razonables” (Du Rées, 2001, pág. 116). 

El quebrantamiento de las LPMA es una forma peculiar de comportamiento ile-

gal, tanto por razones jurídicas como psicosociales. Sin embargo, la investigación sobre 

el delito ecológico ha sido llevada a cabo desde el ámbito jurídico y criminológico, sin 



 

apenas estudios desde la Psicología. Esta tesis pretende contribuir a reducir este vacío 

aportando tres estudios entre cuyos objetivos se encuentra averiguar cómo perciben el 

comportamiento anti-ecológico ilegal las personas legas y los profesionales encargados 

de aplicar las LPMA, y cómo influyen las variables perceptivas y normativas en su 

cumplimiento. Asimismo, se abordan por primera vez las características del trabajo de 

los agentes de medio ambiente, las condiciones en las que se lleva a cabo y la influencia 

de variables psicológicas individuales y grupales en el mismo. 

El texto que se presenta a continuación se estructura en dos partes. La primera, 

incluye los antecedentes teóricos que sustentan el problema de investigación, los 

objetivos e hipótesis específicos y la metodología a seguir en cada uno de los tres 

estudios propuestos en la segunda parte. Estos antecedentes teóricos son, 

fundamentalmente, los desarrollos llevados a cabo a partir de la investigación sobre 

juicios morales y explicaciones causales sobre el comportamiento, la teoría focal de la 

conducta normativa, la teoría de la activación de la norma, la teoría de la 

autodeterminación y la teoría social cognitiva. Antes de abordar en qué medida estas 

teorías resultan de utilidad en la investigación del delito ecológico se describen las 

características del comportamiento anti-ecológico ilegal, enfatizando aquellos aspectos 

que lo convierten en una forma de conducta peculiar. 
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Stern (2000) define la “conducta ambientalmente significativa” como aquella 

que “cambia la disponibilidad de materiales o energía en el medio ambiente o altera la 

estructura y dinámicas de los ecosistemas o de la biosfera en sí misma” y/o “es llevada a 

cabo con la intención de cambiar el medio ambiente” (p. 408). Tanto una como otra 

definición podría aplicarse perfectamente al comportamiento anti-ecológico ilegal. 

Asimismo, Stern (2000) establece que la conducta ambientalmente significativa pueden 

ser de cuatro tipos: activismo, conductas no activistas en la esfera pública, conductas en 

la esfera privada y conductas organizacionales. Estas conductas vienen determinadas 

por factores actitudinales, en los que se incluyen normas, creencias y valores; factores 

contextuales, como costos y recompensas materiales y disponibilidad de tecnología; las 

capacidades personales, tales como recursos económicos y destrezas y conocimientos 

conductuales específicos; y los hábitos y rutinas pre-existentes. Sabemos ya que la 

importancia de estas variables varía en función de la conducta concreta (Gardner y 

Stern, 1996; Stern, 2000). Es por ello que, antes de seguir adelante es preciso 

determinar la naturaleza del comportamiento anti-ecológico ilegal en cuanto a conducta 

ambientalmente significativa. 

Sería simplista considerar el delito ecológico como un tipo de delito económico 

más, aunque comparte con éste características como que sus víctimas son difusas y que 

es cometido por empresas o individuos que no son delincuentes en el sentido que 

habitualmente se da al término (Korsell, 2001). Si aplicamos de un modo estricto la 

distinción clásica de Sutherland, (1940) entre delitos comunes y "delitos de cuello 

blanco", éstos últimos en su doble vertiente de delitos ocupacionales y organizacionales, 

podríamos hablar de hasta cinco tipos de delitos ecológicos, en la medida en que pueden 

ser llevados a cabo por individuos: (a) a título particular, (b) amparándose en el 

desempeño de un trabajo legítimo, (c) en beneficio de una empresa u organización 
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orientada a fines legítimos, (d) como integrantes de organizaciones criminales, o (e) al 

servicio de organismos oficiales. Los delitos ecológicos cometidos por individuos a 

título particular no son delitos económicos. Situ y Emmons (2000) al describir estos 

delitos distinguen a su vez entre delitos relacionados con el hogar y delitos 

recreacionales. Es importante llamar la atención en este punto sobre el hecho de que, 

aunque los motivos para los delitos ecológicos cometidos por individuos a título 

particular puedan ser una cuestión de comodidad o de ahorro de pequeñas cantidades de 

dinero en ámbitos personales de la vida cotidiana, su conceptualización como “delitos 

populares” (Ross, 1983) es cuestionable. 

Ross (1983) define los “delitos populares” como conductas ilegales llevadas a 

cabo de vez en cuando por personas normales y corrientes sin que haya un reproche 

social significativo, ya que la ley que se infringe tiene poca legitimidad percibida. Se 

han denominado también “delitos recreacionales” o “delitos mundanos” y normalmente 

se refieren a incidentes casuales cometidos por delincuentes ocasionales que no son 

objeto de atención de la administración de justicia ni de los medios de comunicación 

social. Entre estos delitos se suelen incluir infracciones de tráfico, fraude fiscal, no 

pagar facturas, copias sin autorización de libros, cintas de audio, vídeos, etc. (Gabor 

1994). Aunque Gabor (1994), Situ (1998), Forsyth y Marckese (1993a) y Forsyth, 

Gramling, y Wooddell (1998)  han vinculado los conceptos de delito ecológico y delito 

popular, no está claro que este último pueda añadir algo al constructo de legitimidad 

percibida de la ley (Tyler 1990, 2006) a la hora de entender el delito ecológico. Sin 

embargo, el énfasis que desde esta perspectiva se ha puesto en que los autores de delitos 

ecológicos cometidos por particulares son personas corrientes y que la ley quebrantada 

tiene escasa legitimidad social, es una contribución al campo que no debería quedar sin 

reconocimiento. 
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Dada la amplitud del campo, la diversidad de las variables implicadas y nuestro 

interés por el nivel de análisis interpersonal y grupal, frente a los niveles 

organizacionales y societales, en este trabajo nos centraremos en los dos primeros tipos 

de delitos ecológicos, aquellos cometidos por individuos con fines personales, ya sean 

domésticos o recreacionales, y aquellos derivados del desempeño de un trabajo legítimo 

cuyo beneficio repercute en el propio individuo. El impacto ambiental de las conductas 

incluidas en estas categorías de delito ecológico podrían no considerarse importantes 

cuando se las valora individualmente, pero el efecto acumulado de varias acciones del 

mismo tipo suele tener importantes consecuencias (Situ y Emmons, 2000). Somos 

conscientes que, aún así, el impacto ambiental de los delitos ecológicos 

organizacionales y gubernamentales no es comparable al de los delitos cometidos por 

individuos, pero pensamos que es preferible aplazar la tarea de abordarlos hasta que 

podamos disponer de las herramientas conceptuales y metodológicas, amén de los 

recursos materiales, necesarios para ello. 

1. Las leyes de protección del medio ambiente. 

España, como miembro de la Comunidad Europea tiene una legislación 

medioambiental muy moderna pero compleja, que se aplica a nivel nacional, 

autonómico, insular y municipal (ver Parejo-Alfonso, (2011) y 

http://www.magrama.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/legislacion/, para una 

información detalla al respecto). La Figura 1, esquematiza la estructura de dicha 

legislación con el fin de ayudar a la comprensión de la descripción que se hace de la 

misma a continuación. 

http://www.magrama.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/legislacion/
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Figura 1. Esquema de la legislación medioambiental vigente en el contexto de la 

investigación. 

 

A nivel estatal, el documento legal más importante es la Constitución española, 

ya que es el documento a partir del cual se han desarrollado las leyes civiles, penales y 

administrativas. El Artículo 45 de la Constitución establece: a) el derecho del ciudadano 

a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y la obligación de ayudar a protegerlo, 

b) la obligación de las autoridades a garantizar el uso racional de los recursos naturales, 

para mejorar la vida de los ciudadanos y proteger y mejorar el medio natural, y c) 

sanciones administrativas y penales para las violaciones de las leyes medioambientales 

y la obligación de los transgresores de reparar el daño causado. 
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De acuerdo con la Constitución, las leyes civiles y administrativas para la 

protección del medio ambiente aprobadas posteriormente se relacionan con: 

contaminación; actividades molestas, insalubres, dañinas y peligrosas; impacto 

ambiental; control de riesgos y accidentes; etiquetado ecológico; participación 

voluntaria de las compañías industriales en el control ambiental; acceso a la información 

ambiental; contaminación del aire; contaminación acústica; uso y contaminación del 

agua y de las áreas húmedas; costas; espacios naturales protegidos; flora y fauna; 

bosques y áreas montañosas; patrimonio histórico y cultural; contaminación del suelo; 

agricultura ecológica; carreteras y transportes; puertos; trenes; electricidad; 

telecomunicaciones; ordenación urbana y rústica; minas, sustancias nuevas y peligrosas; 

biotecnología; energía nuclear y control de residuos. La revisión realizada por Parejo 

Alfonso (2011) incluye 53 leyes de este tipo. (Para más información sobre estas leyes 

ver http://www.magrama.gob.es/app/normativa_web/norma/busquedan.aspx). 

En relación a la aplicación de estas leyes, aunque existe un ministerio específico, 

el Ministerio de Agricultura, alimentación y medio ambiente, otros ministerios como el 

de Industria, energía y turismo, el de Economía y competitividad o el de Fomento 

incluyen administraciones con competencias en cuestiones medioambientales 

específicas (transportes, energía, etc.). En el ámbito judicial, los juzgados de primera 

instancia son los órganos con competencia en este orden jurídico, siempre a instancias 

de un demandante. En caso de apelación, estos casos serían juzgados por los distintos 

órganos civiles de nivel superior, como cualquier otro caso civil. 

Las leyes penales españolas en relación al medio ambiente están incluidas en el 

Código Penal (Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal vigente, 

(ver http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.html), BOE nº 281, de 24 

de Noviembre de 1995). Este documento establece claramente seis tipos de delitos  

http://www.magrama.gob.es/app/normativa_web/norma/busquedan.aspx
http://www.magrama.gob.es/app/normativa_web/norma/busquedan.aspx
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.html
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medioambientales susceptibles de ser castigados con penas de prisión: a) Delitos sobre 

la ordenación del territorio (Arts., 319 y 320); b) Delitos sobre el patrimonio histórico 

(Arts., 321 al 324); c) Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente (Arts., 

325 al 331); d) Delitos relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos 

(Arts., 332 al 337); e) Disposiciones comunes (Arts., 338 al 340); f) Delitos relativos a 

la energía nuclear y a las radiaciones ionizantes (Arts., 341 al 345); g) Delitos de riesgo 

provocados por otros agentes (Arts., 348 al 350); y h) Incendios forestales (Arts., 352 al 

355). Es interesante llamar la atención sobre el hecho de que el último tipo de delito 

medioambiental listado, los incendios forestales, se encuentran entre los pocos delitos 

que son juzgados por el tribunal del jurado español. Las penas de prisión asociadas a los 

delitos ecológicos normalmente oscilan entre los seis meses a cinco años, dependiendo 

de la naturaleza del delito. Sin embargo, en el caso de los delitos asociados a la 

exposición a radiaciones ionizantes van de 6 a 12 años, y para los delitos relativos a la 

energía nuclear el castigo oscilan entre los 15 y los 20 años. 

La aplicación de las leyes medioambientales incluidas en el Código Penal es 

competencia de la Policía Nacional, que depende del Ministerio de Interior, y del 

Servicio de Protección a la Naturaleza (SEPRONA) de la Guardia Civil. La Guardia 

Civil es un cuerpo del ejército y, como tal, depende del Ministerio de Defensa, aunque 

desempeñe funciones semejantes a la Policía Nacional en las zonas rurales. De hecho, 

SEPRONA cuenta con patrullas y equipos de investigación específicos, mientras que la 

Policía Nacional no. La instrucción de los casos medioambientales detectados por los 

cuerpos de seguridad o denunciados por los ciudadanos es llevada a cabo en los 

juzgados de instrucción junto con el resto de los casos penales. Excepcionalmente 

existen fiscalías vinculadas a los juzgados de instrucción que se ocupan sólo de delitos 

medioambientales. Cuando los jueces de instrucción consideran que hay pruebas  
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suficientes para iniciar un proceso penal derivan el caso a un juzgado de lo penal o a la 

Audiencia Provincial, dependiendo de la posible condena superior a cinco años de 

prisión. 

La legislación medioambiental de rango autonómico está recogida 

fundamentalmente en el Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, por el que se 

aprueba el Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de 

Espacios Naturales de Canarias (ver BOC núm. 60, de 15 de mayo de 2000, 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/ic-dleg1-2000.html). Este decreto 

proporciona un marco legal integrado para las actividades relacionadas con el medio 

ambiente, incluyendo los recursos naturales, el territorio, las costas y el patrimonio 

histórico de las islas. Este decreto no incluye penas de prisión porque sólo el gobierno 

de la nación tiene competencias en materia penal, pero permite imponer multas y otras 

sanciones (demolición de viviendas) de considerable cuantía económica. El texto 

establece tres niveles de gravedad de la infracción (leves, graves y muy graves), y tres 

tipos de sanción relacionadas con dicha gravedad, que oscilan entre 60 y 600.000 €. Es 

interesante llamar la atención en este punto sobre el hecho de que muchas de las 

conductas que figuran susceptibles de ser perseguidas por la vía administrativa, lo son 

también por la vía penal. El que sean objeto de una vía u otra depende, según el Código 

Penal del grado en que “Perjudica gravemente el equilibrio de los sistemas naturales” 

(Art., 325), (ver Figura 1). 

Las infracciones medioambientales se agrupan según el Decreto 1/2000 en 

cuatro categorías específicas, de acuerdo con su naturaleza: a) Infracciones en materia 

de parcelación urbana y rústica contraria a la ordenación urbanística; b) Infracciones en 

materia de ejecución que implica la urbanización o implantación de servicios sin 

autorización; c) Infracciones en materia de edificación; y d) Infracciones en materia de 

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/ic-dleg1-2000.html
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medio ambiente y del patrimonio histórico y natural, incluyendo flora, fauna y sus 

hábitats naturales, así como otras actividades no autorizadas como extracción de áridos, 

movimientos de tierras y abancalamientos, vertidos de residuos, depósito o abandono de 

materiales, instalaciones de telecomunicación y conducción de energía, carteles y otros 

soportes de publicidad y propaganda. Estas actividades son  especialmente sancionadas 

cuando se producen dentro de los espacios protegidos naturales o en sus zonas 

periféricas (ver http://www.gobcan.es/cmayot/normativa/medioambiente.html). 

El Decreto incluye un apéndice con una detallada descripción de todas las áreas 

incluidas dentro de los Espacios Naturales de Canarias (para más información ver 

http://www.gobiernodecanarias.org/cmayot/espaciosnaturales/index.html). 

La administración pública con competencias en la ejecución de esta ley es la 

Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural, que depende de la Consejería de 

Educación, Universidades y Sostenibilidad del Gobierno de Canarias. Además del 

personal de administración, esta agencia cuenta con sus propios agentes de medio 

ambiente (ver http://www.gobiernodecanarias.org/organizacion/estructura.jsf). 

A nivel local, tanto las islas como los municipios pueden tener también 

regulaciones específicas en materia medioambiental. Los cabildos insulares desempeñan 

un papel muy importante en la protección medioambiental de las islas, dada la clara 

delimitación geográfica por islas del archipiélago y la idiosincrasia de cada una en 

términos físicos, climáticos y paisajísticos. Por esta razón el Gobierno de Canarias 

delega en los cabildos insulares los servicios forestales, así como la protección y gestión 

de los espacios naturales, incluyendo los parques nacionales. Las particularidades de las 

islas y de los municipios de cada una de ellas han favorecido una gran diversidad de 

regulaciones en materia medioambiental. Sin embargo, desde la aprobación del Decreto 

1/2000, se han llevado a cabo considerables esfuerzos para evitar contradicciones entre 

http://www.gobcan.es/cmayot/normativa/medioambiente.html
http://www.gobiernodecanarias.org/cmayot/espaciosnaturales/index.html
http://www.gobiernodecanarias.org/organizacion/estructura.jsf
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las distintas jurisdicciones. En relación a la ejecución de la ley, los cabildos insulares 

cuentan también no sólo con personal de administración sino también con agentes de 

medio ambiente. En los ayuntamientos es la policía local la que se ocupa de las 

transgresiones medioambientales, junto con el resto de transgresiones que son 

responsabilidad municipal. Sólo los municipios más grandes cuentan con una unidad de 

Policía ecológica específica. 

2. Características del comportamiento anti-ecológico ilegal. 

Las peculiaridades del comportamiento anti-ecológico ilegal son de carácter ju-

rídico y psicosocial. Desde un punto de vista jurídico, la legislación para la protección 

del medio ambiente se caracteriza por ser un campo fragmentado y difícil de coordinar 

que incluye leyes administrativas, civiles y penales, aplicables a nivel estatal, autonómi-

co, insular y municipal (Parejo-Alfonso, 2011; Situ y Emmons, 2000; Tomkins, 2005). 

Asimismo, en la práctica es difícil diferenciar entre un comportamiento anti-ecológico 

legal e ilegal porque muchas conductas antiecológicas se convierten en ilegales sólo 

cuando exceden los límites establecidos por la ley o cuando no se dispone de la 

oportuna licencia para realizarlas (Korsell, 2001). Tampoco es fácil determinar cuándo 

un comportamiento anti-ecológico ilegal constituye un delito ecológico o una infracción 

administrativa, ya que ambos suponen la realización del mismo tipo de acciones y el 

criterio diferenciador es sólo la gravedad del resultado, el grado en que el comporta-

miento concreto “perjudica gravemente el equilibrio de los sistemas naturales” (Art., 

325 del Código Penal). 

Desde un punto de vista psicosocial, el quebrantamiento de las LPMA también 

constituye una forma peculiar de comportamiento ilegal. Las transgresiones medioam-

bientales implican acciones que causan daño tanto al medio ambiente como a las perso-

nas, pero no todo el mundo percibe estas transgresiones como ilegales, ya que su “mal-
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dad” no siempre es obvia (Korsell, 2001). Se trataría de un mala prohibitum, frente a un 

mala in se, siguiendo la terminología legal (Sanderson y Darley, 2002). Esta puede ser 

la razón de por qué, en muchos casos, la sociedad prefiere referirse a estas ilegalidades 

como “accidentes” o “errores humanos”, en lugar de como “delitos” (Mårald, 2001). 

Esta falta de reproche social parece estar relacionada con las consecuencias, sanciones, 

víctimas y responsables de las transgresiones medioambientales (Martín y Hernández, 

2010). 

En primer lugar, las consecuencias de las transgresiones medioambientales no 

son siempre inmediatas ni evidentes. En algunos casos incluso los expertos se muestran 

en desacuerdo en relación al daño causado, dependiendo de su vinculación con los in-

tereses de las partes implicadas en el conflicto (Mårald, 2001). Además, como muchos 

de los desastres medioambientales ocurren por primera vez, con frecuencia no hay pre-

cedentes que permitan evaluar la situación actual ni predecir las consecuencias a medio 

o a largo plazo. Esta situación empeora cuando lo que se castiga no es el daño en sí 

mismo, sino el riesgo de que ese daño se produzca. 

En segundo lugar, las sanciones de las transgresiones medioambientales suelen 

ser muy duras pero raramente se imponen (Du Rées, 2001; Mårald, 2001; Watson, 

2005). Esto se debe a que las LPMA son relativamente recientes y generalmente han 

sido elaboradas en respuesta a sucesos puntuales, extremos y catastróficos que, por lo 

tanto, son poco frecuentes (Korsell, 2001). Esta escasa ocurrencia hace que estos inci-

dentes se perciban como excepcionales, que se subestime el riesgo de repetición y que 

no se produzca un incremento en la alerta y supervisión posteriores. Por lo tanto, 

aunque las sanciones para aquellos que son declarados culpables de causar desastres 

ecológicos  son importantes, la frecuencia con la que se dan tales condenas es muy baja. 

Como resultado, las penas de prisión son muy raras, y las multas constituyen las 
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sanciones que se aplican con más frecuencia (Du Rées, 2001; Korsell, 2001; Watson, 

2005). El panorama se vuelve aún más desalentador cuando el transgresor es una 

empresa, porque incluso las multas de gran cuantía suelen suponer una inversión menor 

que el gasto que habría que hacer para desarrollar legalmente su actividad cotidiana, de 

modo que transgredir la ley compensa económicamente (Wilson, 1986). 

En tercer lugar, las víctimas de las transgresiones medioambientales, cuando se 

comparan con las de los delitos comunes, no son personas específicas, sino un largo e 

indeterminado grupo de individuos que pueden verse afectados a corto, medio o largo 

plazo. En algunos casos, este tipo de transgresiones puede perjudicar incluso a 

generaciones presentes y futuras de toda una región. Como resultado, a primera vista los 

delitos ecológicos parecen no tener víctimas, al menos víctimas concretas e 

identificables, ya que se trata de víctimas dispersas e indeterminadas o conceptos 

abstractos como la supervivencia de las especies que compartimos el planeta o la 

responsabilidad global por el mismo. Una consecuencia de este hecho es que el reproche 

social de los delitos ecológicos se ve reducido frente a otro tipos de delitos más 

sangrientos, ya que la valoración moral de los delitos en nuestra sociedad está 

mediatizada por la compasión y la responsabilidad hacia la víctima (Boutellier, 2000; 

Korsell, 2001). Asimismo, como no suele haber una sola víctima que se sienta impelida 

a denunciar el incidente, la detención de los transgresores medioambientales depende 

casi exclusivamente de los esfuerzos de la Administración para encontrarlos y castigar 

las transgresiones medioambientales (Martín, Salazar-Laplace et al., 2008). 

En cuarto y último lugar, el perfil del transgresor medioambiental también con-

tribuye a hacer de las transgresiones medioambientales una forma peculiar de 

comportamiento ilegal ya que normalmente son llevadas a cabo por personas 

“radicalmente diferentes a los delincuentes habituales” (Mårald, 2001, pág. 158), 
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independientemente de que el transgresor sea las grandes empresas, el ejército, las 

organizaciones criminales, algunas agencias gubernamentales o individuos particulares 

(Situ, 1998; Situ y Emmons, 2000). Normalmente se considera que los principales 

responsables del daño ecológico son organismos u organizaciones (Situ y Emmons, 

2000), pero también los individuos particulares pueden actuar ilegalmente contra el 

medio ambiente (Situ, 1998). 

La investigación empírica disponible muestra que el delito ecológico, en relación 

al que intervienen las administraciones públicas, es llevado a cabo principalmente por 

individuos con perfiles no delictivos, que actúan solos. Suelen estar motivados por la 

comodidad y, a veces, por algún tipo de ahorro económico a pequeña escala. Muchas 

personas totalmente ajenas al sistema penal reconocen llevar a cabo este tipo de 

comportamiento o conocer a alguien que lo hace. La investigación a la que hacemos 

referencia (Situ, 1998), fue llevada a cabo en Nueva Jersey y se basó en la revisión de 

154 expedientes de casos y de 150 informes de sospechosos, en un cuestionario al que 

respondieron 100 ciudadanos, y en entrevistas semi-estructuradas a 20 funcionarios 

vinculados al control del delito ecológico. 

Según estos datos, el tipo de transgresión más frecuente es el vertido 

incontrolado de basuras (materiales tóxicos, escombros, electrodomésticos, etc.) en 

lugares no autorizados (bosques, carreteras secundarias, edificios y solares 

abandonados, etc.). La autora constató que raramente el procedimiento va más allá de la 

apertura del expediente, porque es difícil probar que el comportamiento ha tenido un 

impacto importante y que ha sido intencional. El procesamiento se lleva a cabo sólo 

cuando hay daños muy grandes y cuando existen otros delitos relacionados como robo, 

incendio o posesión ilegal de armas. 
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Asimismo, en un estudio llevado a cabo por Gonçalves, Soeiro, Viegas y 

Carvalho (2003) en Portugal se compararon personas condenadas por incendios 

forestales y por incendios en el medio urbano. Se encontró que los infractores 

medioambientales tenían una mayor estabilidad laboral y un menor grado de psicopatía 

y de adicción a drogas pero más dificultades de aprendizaje. Asimismo, tendían a 

perpetrar el delito con ayuda de otros, tenían un menor número de delitos asociados al 

incendio y habían cometido el delito más cerca de su lugar de trabajo. 

Por último, Martín, Salazar-Laplace et al. (2008) analizaron 1500 expedientes 

tramitados por cuatro administraciones públicas con competencia estatal, autonómica, 

insular y municipal en la aplicación de las LPMA en un territorio de alta protección 

medioambiental. Sus resultados indican que las transgresiones incluidas con más 

frecuencia en dichos expedientes fueron las construcciones y los vertidos ilegales. Los 

vertidos fueron en su mayoría escombros, desechos de talleres de coches y aguas 

fecales. Los transgresores fueron fundamentalmente individuos particulares o al frente 

de pequeñas empresas locales, que actuaban sobre todo en contextos rurales o urbanos. 

A diferencia del estudio de Situ (1998), en este caso las transgresiones en los contextos 

forestales/naturales fueron las menos frecuentes, tal vez por la alta protección me-

dioambiental de estos espacios en el entorno de los participantes. 

La conceptualización de las transgresiones medioambientales mediante estas 

cuatro características (consecuencias, sanciones, víctimas y perfil del transgresor) ha 

sido llevada a cabo fundamentalmente a nivel teórico y desde el ámbito jurídico. En la 

práctica judicial los delitos ecológicos no se han tomado en serio, ya que se consideran 

acciones poco graves, a pesar de lo que se especifica en la ley. En el estudio de Martín, 

Salazar-Laplace et al. (2008) de los 1500 expedientes de transgresiones medioambien-

tales analizadas sólo 1 fue remitido a la vía penal. Datos como éste y el que los trans-
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gresores medioambientales no sean delincuentes comunes sino personas integradas so-

cialmente y que desempeñan trabajos dignos, transmiten a la opinión pública el mensaje 

de que los delitos ecológicos son triviales. Parece existir pues una gran diferencia entre 

la visión formal de la sociedad acerca del delito ecológico y el modo en que se ha res-

pondido a este tipo de transgresión en la práctica. Por ello, la primera cuestión que se 

plantea en este punto es cuál es la naturaleza de las LPMA y en qué medida las personas 

perciben el delito ecológico tal y cómo ha sido definido en términos jurídicos. 

3. La percepción social del comportamiento anti-ecológico ilegal. 

Existen pocos trabajos empíricos acerca de cómo los individuos perciben 

espontáneamente las transgresiones de las leyes medioambientales. Estos trabajos 

pueden dividirse en, por un lado, aquellos en los que se analiza cómo las personas 

valoran moralmente los comportamientos anti-ecológicos ilegales en el contexto de la 

vida cotidiana y, por otro lado, aquellos que se refieren a cómo estas mismas personas 

explican el comportamiento transgresor propio o ajeno. 

3.1. Juicios morales sobre el comportamiento anti-ecológico ilegal. 

Existen estudios que demuestran que algunas formas de comportamiento anti-

ecológico, como contaminar el agua de los ríos, son percibidas como violaciones de las 

obligaciones morales desde edades muy tempranas (Kahn y Friedman, 1995; Kahn y 

Lourenço, 2002; Howe, Kahn y Friedman, 1996). Para establecer la existencia de una 

obligación moral utilizan los criterios de permisibilidad, convencionalidad y 

generalidad. Las razones aducidas para considerar que un comportamiento anti-

ecológico estaba mal se relacionaron sobre todo con el bienestar antropométrico, la 

justicia antropocéntrica, el razonamiento biocéntrico y el daño a la naturaleza. En 

términos generales, los participantes en estos estudios consideraron que los animales 

domésticos, los salvajes, las plantas y las zonas verdes eran importantes para ellos. 
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Valoraron que los problemas medioambientales más importantes eran la contaminación 

del aire, el agua, la basura y el ruido y, en menor medida, los animales, el ozono, el 

desarrollo urbano y la energía nuclear. Dijeron que hablaban con sus familiares y 

amigos sobre estos temas y que actuaban de algún modo para resolver problemas 

medioambientales. Estos resultados se repitieron en tres rangos de edad, en dos culturas 

y en tres países. Estos estudios fueron llevados a cabo desde la perspectiva del 

desarrollo moral utilizando los dilemas morales de Kohlberg como procedimiento de 

medida. Sin embargo, no está claro que se pueda conocer el comportamiento moral de 

una persona exclusivamente a partir de su razonamiento moral, ignorando el impacto de 

otros factores como las normas morales, los sentimientos de culpa y la identidad 

(Aquino y Reed, 2002). William y Bybee (1994), por ejemplo, constaron una relación 

entre sentimientos de culpa y daños a la naturaleza en niños, mientras que Etxebarria y 

Pérez (2003) comprobaron que los daños a la naturaleza aparecen como una de las 

causas de la culpa habitual. En este segundo estudio sin embargo sólo el dos por ciento 

de las respuestas pudo atribuirse a esta causa, principalmente cuando se trataba de 

adolescentes varones y sólo en relación a daños causados a animales y a la naturaleza. 

Del mismo modo, en ninguno de estos trabajos se tuvo en cuenta la ilegalidad de los 

comportamientos anti-ecológicos analizados. 

Algunas investigaciones centradas específicamente en comportamientos anti-

ecológicos ilegales muestran que los transgresores medioambientales manifiestan 

dificultades para distinguir qué comportamientos anti-ecológicos son legales y cuáles no 

y que, incluso en aquellos casos en que tienen certeza de la ilegalidad de sus actos, no 

suelen estar de acuerdo con la reprobación de los mismos (Situ, 1998). 

Los profesionales encargados de aplicar las LPMA se ven influidos en sus 

valoraciones de las transgresiones medioambientales por la gravedad del hecho, los 
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antecedentes del transgresor y su disposición a colaborar con la autoridad. Este último 

factor es tan importante que puede reducir el impacto de la gravedad del hecho en la 

decisión de imponer una sanción administrativa formal en lugar de una simple 

amonestación verbal, en casos de contaminación del agua (Hawkins, 1984a y b). Taylor 

y Mason (2002) mostraron que la cooperación del transgresor con la autoridad es 

también el factor más importante en la determinación de la duración de las penas de 

prisión impuesta en un delito de contaminación, junto la gravedad del hecho y la 

magnitud del daño causado. En este mismo estudio se puso de que la visión que tienen 

de los delitos de contaminación los profesionales entrevistados es muy negativa, ya que 

alrededor de dos tercios de los mismos enviarían a prisión al responsable de un delito de 

este tipo y casi la mitad consideró adecuada una pena de 20 años de cárcel. En España, 

tanto legos como expertos sitúan los delitos de contaminación y de incendio forestal en 

los rangos medios de la escala de gravedad, posición que en términos generales resulta 

acorde con el ordenamiento de delitos en función de las condenas de prisión asignadas 

por el Código Penal (De la Fuente, García-Cueto, San Luis, García, y de la Fuente, 

2002; García-Cueto y cols., 2003). 

Pero cuando se trata de comparar entre sí las transgresiones de las LPMA que 

ocurren en el entorno inmediato, se tienen en cuenta otros factores además de la 

gravedad y/o la condena penal. Hernández y cols. (2005) y Martín, Hess, Alonso y Frías 

(2011) mostraron que los estudiantes universitarios evalúan las transgresiones 

medioambientales que ocurren en su entorno inmediato en función de tres dimensiones 

cuando valoran distintos tipos de infracciones de las LPMA ocurridas en su entorno 

inmediato. Estas dimensiones tienen que ver con si las transgresiones implican acciones 

constructivas, suponen un impacto ambiental primario vs. secundario y en qué medida 

generan beneficio económico. Todas las transgresiones evaluadas recibieron 
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puntuaciones extremas y negativas en la mayoría de las escalas de valoración, excepto 

las construcciones ilegales, consideradas como más justificables, menos graves, menos 

dañinas para el medio ambiente y para las personas y menos merecedoras de castigo. 

Martín et al. (2011) comprobaron la existencia de dos funciones discriminantes, 

definidas por las dimensiones del estudio anterior, que reflejan claramente cómo las 

personas diferencian espontáneamente entre las construcciones ilegales, las 

transgresiones contra el medio natural y la contaminación. La primera función 

discriminante, viene definida por las dos primeras dimensiones y contrapone las 

actividades constructivas a las de contaminación y medio natural. Las actividades 

constructivas son la que se consideran menos dañinas, provocan menos rechazo y 

menos desaprobación social. Este resultado es coherente con las investigaciones previas 

en las que las actividades constructivas son evaluadas por las personas como menos 

negativas y menos reprensibles (Hernández  y cols., 2005; Salazar-Laplace, Hernández, 

Martín y Hess, 2006) que las restantes. La segunda función discriminante viene definida 

por la tercera función y contrapone las actividades contaminantes a las que afectan al 

medio natural, en la medida en que las primeras se relacionan con actividades 

económicas de impacto mantenido y las segundas con actividades más personales de 

carácter puntual. Esta distinción no implica necesariamente una valoración más o menos 

negativa. La investigación clásica sobre comportamiento agresivo apunta que el daño 

justificado en términos instrumentales es valorado de modo diferente al puramente 

hostil (Ferguson y Rule, 1983). Pero la justificación instrumental puede llevar tanto a 

juicios más suaves como a más severos, en la medida en que se considere un atenuante 

o un agravante. Lo que sí está más claro es que la contaminación (vertidos) parece tener 

una continuidad temporal, mientras que los atentados contra el medio natural son 

percibidos como más puntuales. 
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3.2. Explicaciones causales  del comportamiento anti-ecológico ilegal. 

El estudio de las explicaciones que las personas utilizan ante el comportamiento 

anti-ecológico ilegal resulta especialmente útil por dos razones. Por un lado, las 

explicaciones utilizadas por las personas en relación a un hecho reprensible concreto 

reflejan los factores que estas mismas personas consideran importantes para asignar 

culpa a quien lo lleve a cabo (Walton, 1985). Por otro lado, el estudio de las 

explicaciones de las transgresiones medioambientales es útil para analizar el apoyo 

social que reciben las leyes medioambientales, la mayoría de las cuales son de reciente 

creación, y su consolidación como normas sociales y/o personales. 

Los estudios sobre las explicaciones a por qué se transgreden las LPMA pueden 

agruparse en dos categorías: aquellos sobre técnicas de neutralización y aquellos sobre 

explicaciones en situaciones conflictivas. 

3.2.1. Las técnicas de neutralización del comportamiento anti-

ecológico ilegal. 

En esta categoría se incluyen los trabajos basados en las formulaciones de Sykes 

y Matza (1957) para explicar por qué las personas que transgreden determinadas normas 

pueden actuar normativamente en otros contextos. Su teoría de la neutralización plantea 

que la culpa que se siente al transgredir una norma se anula modificando la visión del 

comportamiento transgresor a través de reinterpretaciones, excusas y justificaciones que 

denominaron “técnicas de neutralización”. Esta teoría asume que no existen personas 

antisociales por naturaleza que se opongan a todo tipo de normas sociales. Las personas 

violan las normas, sean o no leyes, no porque no las compartan, sino porque son 

capaces de neutralizar los efectos negativos que genera la transgresión en una situación 

determinada. Lo normal es que incluso las personas antisociales mantengan vínculos de 

compromiso social en determinados contextos, de modo que el incumplimiento de 
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algunas de las normas sociales les produce sentimientos de culpa que necesitan ser 

neutralizados para proteger su bienestar personal y su autoestima. Esta neutralización la 

logran utilizando distorsiones cognitivas, las técnicas de neutralización, que les 

permiten reinterpretar sus comportamientos en términos socialmente aceptables, 

disminuyendo su responsabilidad personal. La función fundamental de las técnicas de 

neutralización es, por tanto, la auto-protección, en la medida en que minimizan los 

sentimientos de culpa y preservar la imagen positiva de uno mismo. 

Sykes y Matza (1957) identificaron cinco técnicas de neutralización: negar la 

responsabilidad, negar el daño, negar a la víctima, condenar a los que condenan, y 

apelar a lealtades superiores. Posteriormente, a estas cinco técnicas se han añadido 

otras cinco, constituyendo las 10 técnicas presentes en la literatura sobre el tema 

(Collins, 1995). Las cinco técnicas añadidas fueron: La metáfora del contable (Minor, 

1981), la defensa de la necesidad (Glover y Baskett, 1984; Minor, 1981), la negación 

de la necesidad de la ley (Coleman, 1994), la tenencia de derecho o autorización para 

hacerlo (Collins, 1995) y la creencia de que todo el mundo hace lo mismo (Collins, 

1995; Minor, 1984) o la referencia a “los pecados de otros”. 

Las técnicas de neutralización han sido identificadas y aplicadas a una amplia 

variedad de delitos (Maruna y Copes, 2005; Walters, 2002): delitos de cuello blanco, 

violencia hacia extraños, asesinato por dinero, violencia doméstica, pequeños robos y 

caza furtiva. Se sabe que la técnicas de neutralización son sensibles al contexto en el 

que se producen, que hay estrategias que se utilizan sólo en algunas circunstancias o 

cuya frecuencia de uso depende de éstas, y también que son utilizadas en la vida 

cotidiana por ciudadanos ordinarios cuando se enfrentan a sus errores o transgresiones 

(Maruna y Copes, 2005; Walters, 2000). 



20   Isabel Alonso Rodríguez 

La mayor parte de los estudios realizados en el ámbito del delito ecológico han 

sido llevados a cabo desde la perspectiva de las técnicas de neutralización. En el 

primero de estos trabajos, Situ (1998) entrevistó a cinco delincuentes medioambientales 

para averiguar qué tipo de explicaciones daban sobre sus transgresiones. Según la 

autora, la mayoría de los transgresores sabían que habían cometido un acto ilegal, pero 

no entendían por qué era ilegal. Negaban haber causado daño alguno y consideraban 

que no habían perjudicado a nadie, que no había víctimas. Desde su perspectiva, su 

conducta no estaba mal, y la percibían como un error banal a los que la ley daba más 

importancia de la debida. Sin embargo, la mayor parte de los vertidos ilegales objeto de 

investigación fueron realizados en secreto y durante la noche, de modo que el 90% de 

los autores fueron detenidos varios días después de cometida la infracción. Las técnicas 

de neutralización más frecuentemente utilizadas por estos transgresores a la hora de 

justificar su conducta fueron negar el daño y negar a la víctima. 

Situ (1998) realizó también una entrevista semi-estructurada a 20 trabajadores de 

organismos con competencias en protección medioambiental, que incluían oficiales de 

la policía ecológica, guardas de parques del estado y funcionarios del departamento de 

salud pública. Entre otras cuestiones, la entrevista recogía información sobre por qué 

muchas transgresiones medioambientales no reciben sanción penal. La mayor parte de 

los entrevistados coincidió en que, en el caso del vertido de basuras y de aguas 

residuales, los transgresores lo hicieron intencionalmente. Sin embargo, esta 

intencionalidad, que era un requerimiento para considerar el hecho como delito, según 

las leyes del estado de Nueva Jersey donde se realizó el estudio, resultaba difícil de 

probar. Desde el punto de vista de los policías, la dificultad para demostrar la 

intencionalidad, junto con la ausencia de consecuencias serias e inminentes, eran las dos 

razones fundamentales por las que no se presentaban cargos contra los infractores 
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medioambientales. Al igual que los transgresores, los profesionales encargados de llevar 

a cabo las denuncias, creían que las infracciones medioambientales eran errores triviales 

que la ley criminalizaba innecesariamente. Afirmaban además que el gobierno debía 

centrar su atención en “delitos reales”, aquellos que dañan a las personas y la salud 

pública, y que combatir el crimen en las calles constituía la verdadera prioridad. 

El uso de las técnicas de neutralización en el contexto de la caza furtiva también 

ha sido objeto de atención en una serie de estudios. En el primero de ellos, Forsyth 

(1993a) entrevistó a 31 guardabosques y constató que en su conducta influyeron las 

razones que los cazadores les dan para justificar por qué han transgredido la ley. 

Cuando es por supervivencia (comer, alimentar a la familia, etc.) son más benévolos que 

cuando es por cualquier otra razón (dinero, codicia, poder, etc.). En un estudio posterior 

Forsyth y Marckese (1993b) entrevistaron a 36 cazadores furtivos que llevaban 

residiendo durante varias generaciones en grupos aislados, considerados colectivos 

segregados, en zonas rurales del suroeste de Luisiana. Estos cazadores compartían 

sistemas de creencias y costumbres respecto a la caza que se habían perpetuado en el 

tiempo y que les permitían justificar su comportamiento ilegal en el presente con 

circunstancias pasadas. Así, por ejemplo, todos ellos decían que habían empezado a 

cazar por necesidad, para alimentar a su familia, pero seguían haciéndolo aunque su 

situación económica ya no lo requería. Esta explicación les permitía considerarse 

buenas personas y afirmaban que había gente que hacía cosas peores, ya que “su propio 

código” les guiaba. Posteriormente, Forsyth, Gramling y Wooddell (1998) entrevistaron 

a 41 cazadores furtivos y 32 guardabosques y ratificaron los resultados anteriores, en el 

sentido de que las explicaciones que dan los cazadores se centran en obtener alimento, 

dinero, placer y mantener la tradición. Como en el estudio previo (Forsyth, 1993a), los 

guardabosques se mostraron más benevolentes con aquellos que cazaban por 
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supervivencia y más estrictos con los restantes, especialmente cuando se habían cazado 

especies en peligro de extinción. Los autores explican este resultado diciendo que las 

poblaciones rurales han disminuido respecto a las urbanas y que, en éstas, defender los 

derechos de los animales se ha convertido en una cruzada moral, de modo que la 

valoración de los cazadores furtivos se ha vuelto más negativa. 

Un último estudio con cazadores furtivos es el llevado a cabo por Eliason y 

Dodder (1999), esta vez en el estado de Colorado. En él participaron 42 personas con 

expedientes por caza furtiva que contestaron un cuestionario enviado por correo. 

También se llevó a cabo una entrevista en profundidad con 20 cazadores furtivos y 5 

guardas forestales. A partir de la información recogida, los autores concluyeron que los 

cazadores furtivos creían en el sistema normativo dominante en la sociedad y en los 

principios morales que condenan la caza furtiva pero que, al mismo tiempo, buscaban 

excusas y justificaciones para sus transgresiones como estrategia de reducción de la 

disonancia cognitiva. Los cazadores furtivos que participaron en este estudio se 

consideraban a sí mismos individuos respetuosos con la ley en general y reconocían que 

lo que habían hecho no era correcto, pero en todos los casos encontraban alguna forma 

de justificar su transgresión. Las tres técnicas de neutralización más utilizadas por este 

colectivo fueron negar la responsabilidad (“fue un error” o “un accidente”), la metáfora 

del contable (son buenas personas y ciudadanos honestos que no merecen una sanción 

por haber quebrantado la ley “esa vez”) y apelar a la necesidad (los cazadores dicen 

haberlo hecho para conseguir carne para alimentar a su familia y no para conseguir un 

trofeo). También se utilizó una cuarta técnica de neutralización, condenar a los que 

condenan, que implicaba la manifestación de actitudes negativas hacia la autoridad que 

les había denunciado, los guardas forestales, a quienes consideran corruptos, culpables 

de lo ocurrido y responsables últimos de la situación. 
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Las técnicas de neutralización en relación a las leyes medioambientales también 

han sido estudiadas en Suecia, en el contexto de los problemas encontrados por varias 

administraciones responsables de su aplicación. Du Rées (2001) entrevistó a una 

muestra de 152 profesionales vinculados al control del delito ecológico, que incluía 

policías, fiscales, miembros de las juntas administrativas de los condados y miembros 

de las agencias supervisoras locales. Entre otras cuestiones, preguntó a estos 

profesionales por qué no siempre denunciaban a las empresas sospechosas de cometer 

delitos medioambientales. Las respuestas fueron categorizadas según las técnicas de 

neutralización tal como había ocurrido con los infractores en el trabajo de Situ (1998), 

la justificación empleada con más frecuencia fue una combinación negar la víctima y 

negar el daño. Los entrevistados manifestaban que no denunciaban en algunos casos 

porque creían que no había personas directamente afectadas por el hecho (negar a la 

víctima), o porque no se había producido daño o éste era mínimo (negar el daño). 

La segunda justificación más frecuente fue denominada cambiar la culpa por la 

autora, quien consideró que se trataba de una variante de condenar a los que condenan. 

En este caso, los argumentos indicaban una falta de confianza de los profesionales en 

que el delito llegara a ser sancionado, ya que era difícil de probar, que denunciarlo era 

por gusto y que la culpa de que no se procesasen esos casos no la tenía la agencia de 

protección del medio ambiente. En tercer lugar, los profesionales declaraban que no 

denunciaban porque consideraban que la empresa investigada no era responsable (negar 

la responsabilidad), ya que creían que el hecho no había sido cometido 

intencionalmente sino por ignorancia. 

Por último, también se justificaban con la técnica de apelar a lealtades 

superiores, haciendo referencia a los efectos potenciales que la denuncia de un delito 

ecológico podría tener sobre el atractivo turístico del área, o al interés de mantener 
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relaciones de cooperación con las empresas, porque consideraban que las buenas 

relaciones eran más eficaces que la denuncia a la hora de solucionar los problemas. 

Según la autora, esta última justificación se explica por la estrecha relación que tienen 

las agencias de protección del medio ambiente con las empresas y con las autoridades 

políticas. De esta manera el rol colaborador tradicional de las agencias de protección 

medioambiental, encargadas de asesorar a las empresas en la normativa medioambiental 

además de velar por su cumplimiento, entraría en conflicto con la utilización de medidas 

sancionadoras. 

Por último, también Schahn, Dinger y Bohner (1995) y Fritsche y Mayrhofer 

(2001) estudiaron el uso de las técnicas de neutralización en relación a comportamientos 

que dañan el medio ambiente en la vida cotidiana, esta vez en Alemania. Sin embargo, 

su interés fue fundamentalmente instrumental, ya que se centraron en adaptar y ampliar 

un sistema de categorías, basado en las técnicas de neutralización, al ámbito del 

comportamiento anti-ecológico, pero no informaron de la naturaleza y/o dinámica de las 

explicaciones en sí mismas. 

3.2.2. Las explicaciones en interacciones sociales conflictivas. 

Los estudios sobre las explicaciones a por qué se transgreden las LPMA también 

han sido llevados a cabo en el ámbito de investigación sobre situaciones conflictivas en 

las que se ha violado una norma y se les pregunta a los transgresores por las razones de 

su comportamiento. La investigación previa con normas sociales en general había 

puesto de manifiesto que los transgresores usan las explicaciones en el curso de las 

interacciones sociales para reducir el conflicto (Schönbach, 1990), con fines de auto-

presentación (McLaughlin, Cody, Dickson, y Manusov, 1992), y como una forma de 

evitar el castigo (Itoi, Ohbuchi, y Fukuno, 1996). Esta perspectiva añade así a la función 

de auto-protección de las técnicas de neutralización, las funciones de auto-presentación, 
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de gestión del conflicto, de protección de las interacciones sociales y de búsqueda de 

una definición compartida de la norma y de la situación (Frietsche, 2002). 

La mayor parte de esta investigación se basa en la taxonomía clásica de Scott y 

Lyman (1968) de justificaciones y excusas como instrumentos de reducir la 

responsabilidad por el comportamiento disruptivo. Más tarde, Schönbach (1990) añadió 

las concesiones y las negaciones a los tipos de explicaciones, aumentando el continuo 

de intensificación-reducción del conflicto. Walton (1985) propuso las mismas cuatro 

categorías incluyendo y especificando los tipos de justificaciones y excusas. Las 

justificaciones incluyeron negar la norma, apelar a objetivos superiores, negar el daño 

y apelar a la reciprocidad. Las excusas incluyeron negar el conocimiento, negar el 

control y negar la intención. El resultado fue un modelo comprehensivo útil en la 

clasificación de las explicaciones causales en contextos naturales.  

Por último, Fritsche (2002) añadió a las formulaciones de Schönbach (1990) y 

Walton (1985) la categoría de referencialización, entendida como un tipo de explicación 

que funciona como una estrategia intermedia entre justificaciones y excusas en el 

control del conflicto interpersonal. En este caso, el acusado ni niega que la norma ha 

sido violada, como en el caso de las justificaciones, ni tampoco su implicación en el 

hecho, como en el caso de las excusas. Lo que hace es invalidar el reproche del 

oponente sin cuestionar su definición de la situación. Añade información, haciendo 

referencia a la conducta de otros, a otras normas o a otras personas, y desvía la atención 

desde sí mismo o su comportamiento hacia el de los demás. Los tipos de explicación 

concretos que el citado autor incluye en esta nueva categoría son algunas de las técnicas 

de neutralización descritas en el apartado anterior: la defensa de la necesidad, apelar a 

lealtades superiores, la referencia a la pereza, la referencia a la indefensión del 

individuo, la referencia al “pecado” de los otros, la metáfora del contable y la promesa 
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de reforma. Las referencializaciones se utilizan, en detrimento de justificaciones y 

negaciones, cuando se han violado normas de peso, cuando el oponente es importante 

para el actor, cuando el actor percibe que depende del oponente, cuando hay 

expectativas de interacción futura o cuando el oponente tiene la capacidad de castigar al 

actor (Fritsche, 2002). 

En lo que a las normas medioambientales se refiere, hasta el momento se han 

llevado a cabo dos investigaciones sobre explicaciones dadas por los transgresores ante 

su comportamiento anti-ecológico ilegal. En la primera de ellas, Martín, Salazar-

Laplace et al. (2008) estudiaron las explicaciones que los transgresores 

medioambientales habían incluido en las alegaciones presentadas ante cuatro 

administraciones públicas durante el proceso encaminado a sancionarles por haber 

quebrantado alguna LPMA en un contexto de alta protección medioambiental. Los 

resultados pusieron de manifiesto que las explicaciones más utilizadas por los 

transgresores fueron negar la norma, medidas reparadoras, redefinir el hecho, negar la 

intención/responsabilidad, y apelar a objetivos emocionales/relacionales. 

Aunque hubo algunas diferencias en la frecuencia de uso de las categorías en 

función del tipo de actividad y la gravedad de la transgresión, estos datos muestran una 

vez más que los transgresores medioambientales consideran que lo que han hecho no 

está mal. Estos resultados son acordes con el contexto de sanción en el que se producen, 

pero en este caso, además, resulta interesante que el transgresor se justifique 

refiriéndose a la no existencia de leyes relativas a su conducta, la no aplicabilidad de las 

leyes existentes, la existencia de errores en el expediente o en la presentación del caso, 

la existencia de normas administrativas incongruentes y, sobre todo, la existencia de una 

norma social que contradice la norma legal. La expresión más usada es “todo el mundo 

lo hace”, sugiriendo la falta de legitimidad social de las LPMA. 
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En un trabajo posterior, Martín, Salazar-Laplace y Ruiz (2008) pusieron de 

manifiesto, mediante el uso del análisis secuencial (Bakeman y Quera, 1995), que 

cuando los transgresores medioambientales inician su argumentación con una 

explicación de una categoría específica (aceptación, justificación, excusa o negación), 

continúan con el mismo tipo de explicación durante toda su argumentación. De este 

modo, utilizan secuencias argumentales que son más defensivas o más conciliadoras. 

Esto ocurre siempre excepto en lo que se refiere a la categoría apelar a objetivos 

emocionales/relacionales, que funciona como una referencialización, tal como ha sido 

definida por Fristche (2002). Cuando se usa esta categoría el transgresor proporciona 

información que no aparece en las acusaciones de las autoridades y que le permite 

reducir la culpa refiriéndose a otras normas, personas o conductas. Por ejemplo, para 

eludir la sanción por construir ilegalmente, un hombre dice que construyó la casa para 

que su hija pudiera tener su propio hogar. Al hacerlo, intenta redirigir la atención de la 

autoridad desde sí mismo realizando una conducta ilegal, hacia su hija procurándose un 

hogar donde vivir. En la misma explicación ha cambiado simultáneamente la persona, la 

conducta y la norma. 

4. Las normas que rigen la conducta anti-ecológica ilegal. 

El impacto de las normas sobre la conducta ambientalmente significativa ha sido 

objeto de atención durante años, especialmente en lo que se refiere a las normas 

internalizadas por el individuo (Thøgersen, 2006). Para describir el tipo de normas y los 

procesos normativos que rigen la conducta ecológica responsable, Thøgersen (2006) 

elaboró una taxonomía que integra la teoría focal de la conducta normativa de Cialdini, 

Reno y Kallgren (1990) y Cialdini, Kallgren y Reno (1991), la teoría de la norma 

personal de Schwartz (1977) y la teoría de la autodeterminación de Ryan y Deci (2000). 
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A continuación vamos a describir cada una de estas teorías comentando en qué 

medida son relevantes para entender las normas que regulan la conducta anti-ecológica 

ilegal. 

4.1. La teoría focal de da conducta normativa y la teoría de la activación de 

la norma. 

La teoría focal de la conducta normativa (Cialdini et al.,1990; Cialdini et al., 

1991) establece (a) que las normas sólo tienen probabilidad de influir en la conducta 

cuando son foco de atención y, por lo tanto, salientes para la consciencia (Kallgren, 

Reno, y Cialdini, 2000); y (b) que hay dos tipos de normas sociales que afectan de un 

modo distinto a la conducta porque se basan en una fuente de motivación humana 

distinta: las normas descriptivas y las normas prescriptivas. 

Las normas descriptivas se refieren a lo que las personas hacen normalmente y 

motivan la conducta proporcionando información sobre lo que es más normal o típico. 

El perceptor considera que lo que todo el mundo hace es lo más efectivo y adaptativo. 

De este modo, la información sobre cómo otras personas se comportan lleva a pensar 

que esa es la forma de actuar en una situación concreta y a optar por imitar las acciones 

de los demás cuando se ha de tomar decisiones sobre la propia conducta (Cialdini, 

1988). Las normas prescriptivas son aquellas que se refieren a lo que normalmente se 

aprueba o desaprueba dentro de una cultura y vienen motivadas por la promesa de 

premios o de castigos. En contraste con las normas descriptivas, que especifican lo que 

se hace, las normas prescriptivas especifican lo que se debe hacer. La activación de uno 

u otro tipo de normas produce respuestas distintas (Reno, Cialdini y Kallgren, 1993), 

sobre todo en situaciones en las que ambas actúan simultáneamente, ya que se basan en 

fuentes de motivación distintas (Deutsch y Gerard, 1955). Desde esta perspectiva se ha 

puesto de manifiesto que las experiencias que hacen que los individuos se focalicen en 
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la frecuencia con que se produce una transgresión incrementa la ocurrencia de esta 

transgresión. Para demostrar esta afirmación Cialdini et al. (1990) estudiaron la 

conducta de tirar basura al suelo en lugares públicos. La elección de esta conducta 

resulta acertada para problema de investigación ya que, aún estando prohibida por 

normas tanto sociales como legales, es relativamente frecuente y fácil de observar. Estos 

autores realizaron tres estudios en los que comprobaron que las normas descriptivas 

tienen un efecto importante sobre las personas, ya que se tiran más papeles en un lugar 

en cuyo suelo ya hay papeles que en un lugar donde el suelo está limpio. La conducta 

disruptiva aumenta si se ve a alguien tirando un papel a un suelo que ya está sucio y 

disminuye cuando el suelo al que se tira el papel está limpio. Corral-Verdugo, Frías-

Armenta, Pérez-Urías, Orduña-Cabrera y Espinoza-Gallego (2002) replicaron estos 

resultados al comprobar que cuanto más se percibe que los demás están gastando agua, 

menores son los motivos para ahorrarla y mayor su consumo irresponsable. 

Cialdini et al. (2006) constataron que los mensajes que hacen referencia a las 

normas prescriptivas (“Por favor, no se lleve…") son más eficaces para prevenir las 

conductas anti-normativas que aquellos relativos a las norma descriptivas (“Muchos 

visitantes se han llevado…”). En este caso, la conducta objeto de estudio fue llevarse 

madera petrificada del Petrified Forest National Park en Arizona. De este modo, las 

normas prescriptivas pueden aumentar las conductas prosociales en entornos donde el 

comportamiento antisocial es frecuente. Aún así, la activación de la norma descriptiva 

no es negativa en todos los casos. Cuando se trata de fomentar un comportamiento 

positivo en lugar de erradicar uno negativo que es el dominante, es la activación de la 

norma descriptiva la que resulta más útil, tal como se ha demostrado en campañas 

publicitarias dirigidas a promover el reciclado (descrito en Cialdini, 2003). No obstante, 

en estos estudios también queda claro que hay otras variables como la actitud previa, la 
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información que se proporciona o el humor con el que se presenta dicha información, 

que influyen conjuntamente con las normas. 

En un estudio posterior Kallgren et al. (2000) comprobaron que los participantes 

acataban las normas prescriptivas, nuevamente en el contexto de tirar papeles al suelo, 

siempre que éstas fueran salientes. Este efecto era independiente de que fueran 

activadas de forma fisiológica, por modelado o por atención auto-dirigida; del contexto 

público o privado; y del carácter social o personal de la norma. Los factores que sí 

influyeron en la conducta normativa fueron el grado en que  la conducta violaba la 

norma saliente y el grado en que el individuo se adhería a dicha norma. Es interesante 

comprobar cómo en este estudio Cialdini et al. (1991) introducen el concepto de norma 

personal para referirse al grado en que una persona aprueba/desaprueba su propia 

conducta. Cialdini et al. (1990) habían planteado en un trabajo anterior que las normas 

funcionan no sólo a nivel cultural/social y a nivel situacional, sino también a nivel 

individual. Aunque su teoría focal de la conducta normativa se centra fundamentalmente 

en las normas sociales, reconocen que los individuos poseen normas internas de 

conductas particulares, tal como describe la teoría de Schwartz (1977). 

Schwartz (1977) define la norma personal como las expectativas que tiene la 

persona sobre su conducta en una situación particular y son experimentadas como 

sentimientos de obligación moral. Las normas personales se siguen por razones internas 

ya que son consistentes con los valores o normas interiorizadas o, en términos morales, 

con lo que es bueno o malo, o con lo que está bien o está mal. Las expectativas acerca 

de los refuerzos pueden influir en la obediencia de estas normas, pero se trataría de 

refuerzos auto-administrados como la culpa, la auto-devaluación, la pérdida de la 

autoestima, en el caso del quebrantamiento, y del orgullo, el aumento de la autoestima, 

o la seguridad en el caso de la conformidad. La teoría de la activación de la norma de 
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Schwartz sostiene que el comportamiento altruista se produce en respuesta a las normas 

morales personales que se activan en las personas que creen que unas condiciones 

particulares representan una amenaza para los demás y que las acciones que puedan 

llevar a cabo  podrían evitar esas consecuencias (Stern, 2000). Las normas personales 

adoptan una posición central en el modelo de Schwartz, convirtiéndose en un 

moderador de la influencia de los factores situacionales y de rasgos de personalidad 

sobre el comportamiento. Estos factores influyen en el comportamiento sólo si se 

activan previamente las normas personales (Schwartz, 1977, p. 226, 250). 

Las normas sociales se basan en las expectativas del grupo, y las recompensas y 

castigos que las sustentan son definidos e impuestos externamente, de modo que la base 

motivacional de su cumplimiento viene dada por la presión social (Thøgersen, 2006). 

Las normas personales, por el contrario, implican procesos tanto cognitivos (Kohlberg, 

1984) como emocionales (Hoffman, 2000), por lo que su contenido motivacional es más 

complejo. Por un lado, la teoría del desarrollo moral cognitivo sugiere que la moralidad 

es función del desarrollo cognitivo y la habilidad para razonar permite comprender y 

anticipar las consecuencias de la conducta. Por otro lado, la teoría de la socialización 

moral sugiere que la empatía es el proceso afectivo básico que subyace a la conducta 

moral, de modo que es la anticipación de la culpa, modulada por el sentimiento de 

obligación que es el que lleva a comportarse adecuadamente. Para resolver esta 

dualidad, Thøgersen, (2006) distingue en términos de normas personales introyectadas y 

normas personales integradas, siguiendo el continuo de regulación motivacional de 

Ryan y Deci (2000) que describimos en el apartado siguiente. La Figura 2 representa la 

taxonomía de normas elaborada por Thøgersen (2006). 
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Figura 2. Taxonomía de normas de Thøgersen (2006, pág. 250). 
 

Desde la teoría de la categorización social (Turner, 1991) se asume que la 

identificación del individuo con el grupo contribuye al proceso de interiorización de las 

normas sociales como normas personales. La interiorización se produce a través del 

proceso de auto-categorización, mediante la identificación con el grupo al que la 

persona atribuye las normas. Cuando una persona se identifica con ese grupo, interioriza 

dichas normas en su auto-concepto, convirtiéndolas en su propia visión ética de la 

situación. Los estudios de Wenzel (2004a y b) y Wenzel y Jobling, (2006) con evasión 

de impuestos, ponen de manifiesto que las normas sociales influyen en la conducta 

cuando son internalizadas como normas personales por los participantes que se 

identifican con el grupo. 
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relacionó con tres formas de ambientalismo no activista, cuando las otras variables se 

mantuvieron constantes. Asimismo, Corral-Verdugo y Frías-Armenta (2006) mostraron 

que las normas personales tenían un efecto positivo en el uso racional del agua y que 

covariaban con la percepción de la eficacia de las leyes sobre ahorro del agua. 

Posteriormente, Frías-Armenta, Martín y Corral-Verdugo (2009), Hernández, Martín, 

Ruiz e Hidalgo (2010) y Martín, Hernández, Frías-Armenta y Hess (2012) han llevado a 

cabo una serie de estudios con conductas anti-ecológicas ilegales en los que los normas 

personales, entendidas como juicios morales, son el antecedente más importante de la 

conducta. Las actitudes hacia la sostenibilidad como el ecocentrismo (Thompson y 

Barton, 1994) y la orientación al futuro (Zimbardo y Boyd, 1999) influyen directamente 

la conducta anti-ecológica ilegal, pero sobre todo a través de las normas personales. 

Estos resultados son coherentes con investigaciones previas en la medida en que el 

ecocentrismo se relaciona con una mayor preocupación y concienciación acerca de los 

problemas medioambientales, una obligación moral más intensa para actuar en defensa 

del medio ambiente (Stern y Dietz, 1994; Norlund y Garvill, 2002) y una motivación 

pro-ambiental más intrínseca (Suárez, Salazar-Laplace, Hernández y Martín, 2007). 

Asimismo, la orientación al futuro se relaciona con la preocupación personal por el 

medio ambiente, otro de los constructos que, junto a las creencias y los valores 

medioambientales determinan los sentimientos de obligación moral (Stern, 2000; 

Norlund y Garvill, 2002). En los estudios sobre comportamiento anti-ecológico ilegal 

citados también se replica que las normas sociales prescriptivas ejercen su impacto a 

través de las normas personales, mientras que las normas descriptivas lo hacen 

directamente sobre la conducta, ratificando las afirmaciones de Reno et al. (1993) de 

que cada tipo de norma social tiene una dinámica propia. 
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Por último, es interesante llamar la atención sobre el hecho de que, aun cuando 

las normas personales incluían elementos de legitimidad de la ley, el juicio moral 

entendido como la medida en que se estaba convencido de que estaba mal realizar las 

conductas anti-ecológicas ilegales, fue el índice con más peso en el constructo de norma 

personal. La desaprobación de los otros significativos no funcionó como índice ni de las 

normas sociales ni de las normas personales cuando ambos constructos entraban 

simultáneamente en el modelo, ya que esta variable se situaba entre las normas sociales 

descriptivas y las normas personales, sugiriendo la existencia de una auto-regulación 

introyectada, en términos de Ryan yDeci (2000). 

Para entender la dinámica de las normas sociales y personales sobre la conducta 

anti-ecológica ilegal es pues imprescindible hacer uso de la teoría de la 

autodeterminación de Ryan y Deci que se describe a continuación. 

4.2. La teoría de la autodeterminación. 

La teoría de la autodeterminación de Ryan y Deci (2000), en la que directamente 

se basa Thøgersen (2006), se centra en las condiciones sociales y contextuales que 

facilitan o impiden los procesos de motivación intrínseca, auto-regulación y bienestar 

personal. Es una macro-teoría de la motivación humana que aborda cuestiones que van 

desde el desarrollo de la personalidad, la auto-regulación, las necesidades psicológicas 

universales, las metas y aspiraciones, la energía y la vitalidad, los procesos no 

conscientes y las relaciones de la cultura con la motivación, hasta el impacto de 

entornos sociales en la motivación, el afecto, la conducta y el bienestar (Deci y Ryan, 

2008). La teoría postula la existencia de tres motivos básicos -competencia, autonomía 

y relación con los demás- que regulan el comportamiento de las personas, y explica 

cómo el contexto social potencia o reduce los efectos de dichos motivos. 
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Esta macro-teoría está formada por cuatro mini-teorías que han ido 

desarrollándose progresivamente, a partir de los resultados de sucesivas investigaciones 

empíricas. La teoría de la evaluación cognitiva, la teoría de la integración organísmica, 

la teoría de las orientaciones de causalidad y la teoría de las necesidades básicas. De 

ellas, la teoría de la integración organísmica es la que más directamente se relaciona con 

los objetivos de esta investigación, ya que detalla las diferentes formas de la motivación 

extrínseca y los factores contextuales que o bien promueven o impiden la 

internalización y la integración de la regulación de las conductas intencionales (Ryan, 

Kuhl y Deci, 1997). 

Según esta teoría, existen diferentes tipos de motivación que pueden distinguirse 

con respecto al nivel de autodeterminación subyacente al comportamiento. Estos 

subtipos motivacionales se pueden clasificar en tres grandes categorías: motivación 

extrínseca, motivación intrínseca y amotivación. El término motivación extrínseca se 

refiere al desempeño de una actividad con el fin de obtener algún resultado esperable y, 

por lo tanto, contrasta con el de motivación intrínseca, que se refiere a realizar una 

actividad por la satisfacción que produce esta actividad en sí misma. A diferencia de las 

perspectivas que perciben la conducta motivada extrínsecamente como invariablemente 

no autónoma, la teoría de la autodeterminación propone que la motivación extrínseca 

puede variar ampliamente en su autonomía relativa y detalla los procesos mediante los 

cuales la motivación extrínseca puede llegar a ser autónoma (Ryan y Connell, 1989; 

Vallerand, 1997). La investigación realizada al respecto sugiere que la motivación 

extrínseca autónoma, al igual que la motivación intrínseca, se relaciona con el 

rendimiento, la satisfacción, la confianza y el bienestar (Gagne y Deci, 2005). 

Hay que tener en cuenta que mucho de lo que las personas hacemos no está 

intrínsecamente motivado. A medida que nos volvemos adultos la capacidad para estar 
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intrínsecamente motivados se reduce considerablemente debido a las presiones sociales 

que nos llevan a asumir responsabilidades y actividades que no son interesantes en sí 

mismas (Ryan y La Guardia, 2000). Por ello es importante determinar cómo las 

personas se motivan para realizarlas y cómo esa motivación afecta a la persistencia, 

calidad de la conducta y al bienestar personal. Esta motivación va desde la amotivación 

o reticencia y la conformidad pasiva, hasta el compromiso activo. El modelo de la 

autodeterminación establece que los distintos tipos de motivación reflejan diferentes 

grados en que el valor de la conducta se han internalizado e integrado. La 

internalización implica una simple interiorización, mientras que la integración supone la 

transformación posterior de la regulación hasta convertirla en parte de uno mismo. 

Ambos procesos son fundamentales durante la socialización, pero siguen siendo 

importantes a lo largo del ciclo vital, ya que los comportamientos auto-determinados 

pueden mantenerse en ausencia de incentivos externos como refuerzos, generando 

compromiso, esfuerzo, y un desempeño de más calidad. Por eso la teoría de la 

autodeterminación dedica especial atención a cómo las condiciones sociales influyen 

sobre estos procesos. Los contextos que favorecen la autonomía, la competencia y las 

relaciones interpersonales son los que fomentan una mayor internalización e 

integración. Bandura (1997) afirma que la creación de contextos y experiencias de 

aprendizaje genera interés y nuevas sensaciones en las que la auto-eficacia y las 

reacciones afectivas desempeñan un papel importante. La percepción de auto-eficacia 

promueve el interés por tareas hacia las que no existía ninguna motivación auto-

reguladora inicial. Locke y Latham (2002) argumentan que cualquier actividad puede 

generar un interés implícito en los ciudadanos si la actividad supone un reto y 

proporciona retroalimentación directa sobre logros y consecución de metas. Las 

implicaciones de estos estudios se basan en la necesidad de crear programas de 
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educación ambiental con el objetivo de que las personas interioricen y se identifiquen 

con los valores relacionados con el medio ambiente, y al mismo tiempo impulsar sus 

creencias acerca de sus capacidades para llevar a cabo dichas actividades. 

En síntesis, Ryan y Deci (2000) proponen una taxonomía de tipos motivacionales 

que van desde el motivo totalmente auto-determinado hasta la amotivación total, tal 

como se refleja en la Figura 3. La no-regulación es el estado de ausencia total de 

motivación para actuar intencionalmente: la amotivación. Cuando las personas no están 

motivadas no actúan, o actúan sin intención; simplemente se mueven. La amotivación 

es el resultado de no otorgarle valor a una actividad (Ryan, 1995), de no sentirse 

competente para hacerla (Bandura, 1975), o de no esperar que esta produzca el resultado 

deseado (Seligman, 1975). A continuación vendrían cinco tipos de motivación 

extrínseca que se describen teóricamente y funcionalmente. 

Las conductas extrínsecamente motivadas, cubren el continuo entre la 

amotivación y la motivación intrínseca, y aunque son menos autónomas que las 

intrínsecas varían en el grado de esta autonomía. El primer tipo sería la regulada 

externamente que hace referencia a premios y castigos externos, vinculados a procesos 

de conformidad. Tales conductas son ejecutadas para satisfacer una demanda externa o 

una recompensa contingente. Los individuos experimentan típicamente la conducta 

regulada externamente como controlada o alienada, y sus acciones tienen un locus de 

causalidad percibido externo (DeCharms, 1968). La regulación externa es el tipo de 

motivación en que se centran los teóricos del condicionamiento operante (p.e., Skinner, 

1953), y es la regulación externa que se contrapone a la motivación intrínseca en los 

estudios clásicos tanto de laboratorio como de campo. 

El segundo tipo de motivación extrínseca es la regulación introyectada. Tal como 

vimos anteriormente, la introyección implica interiorizar la regulación extrínseca pero 
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sin llegar a aceptarla como algo propio. Está vinculada con procesos de auto-control y 

de implicación del yo a través de premios y castigos auto-administrados. La conducta 

resultante de este tipo de regulación se lleva a cabo para evitar sentimientos de culpa o 

ansiedad o para potenciar el ego a través de sentimientos de orgullo y autoestima. Se 

trata por tanto de una regulación contingente a la autoestima (Deci y Ryan, 1995). Una 

forma clásica de introyección es la implicación del yo (DeCharms, 1968; Nicholls, 

1984; Ryan, 1982), en la cual las personas se sienten motivadas a hacer demostraciones 

de su capacidad (o a evitar el fracaso) a fin de mantener los sentimientos de autoestima. 

Aunque tienen un origen  interno, las conductas introyectadas mantienen un locus de 

causalidad percibido externo y no son experimentadas como parte del yo. Por ello, en 

algunos estudios la regulación externa y la regulación introyectada se combinan para 

formar una motivación auto-determinada compuesta (Williams, Grow, Freedman, Ryan, 

y Deci, 1996). 

La regulación identificada, que Thøgersen (2006) ignora en su estudio, es una 

forma más auto-determinada o autónoma de motivación extrínseca que la regulación 

introyectada. La identificación refleja un proceso mediante el que se le otorga 

conscientemente valor a una meta comportamental o de regulación, aceptándola como 

propia y personalmente importante. Finalmente, la forma más autónoma de motivación 

extrínseca es la motivación integrada. La integración ocurre cuando las regulaciones de 

identificación son asimiladas totalmente por el yo, lo que significa que han sido 

evaluadas y hechas congruentes con otros valores y necesidades propias. Cuando las 

personas internalizan las regulaciones y las asimilan al yo, experimentan una mayor 

autonomía en la acción. Esta forma de regulación comparte muchas características con 

la motivación intrínseca, pero se sigue considerando extrínseca porque se dirige a 

obtener objetivos distintos y no el placer inherente a la propia conducta. (Ver Figura 3). 
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Figura 3. El continuo de la autodeterminación mostrando los tipos de motivación con 

sus estilos de regulación, locus de causalidad y respectivos procesos  (tomado 

de Ryan y Deci, 2000, pág.72). 
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Pelletier, Tuson, Green-Demers, Noels y Beaton (1998) aplicaron la teoría de 

Ryan y Deci (2000) a la conducta ambientalmente relevante. Para ello elaboraron la 

Escala de motivación hacia el medio ambiente que mide el grado de autonomía de las 

conductas que los individuos realizan en relación al medio ambiente (Villacorta, 

Koestner y Lekes, 2003). Esta escala contiene seis sub-escalas que miden motivación 

intrínseca, motivación integrada, motivación identificada, motivación introyectada, 

motivación externa y amotivación. 

El estudio de Pelletier, Tuson, Green-Demers, Noels y Beaton, (1998) con la 

Escala de Motivación hacia el Medio ambiente (EMM) demostró que los seres humanos 

son pro-ambientales por diferentes razones. Algunas personas lo realizan por el placer y 

la satisfacción de hacerlo, mientras que a otros le mueven razones instrumentales, como 

obtener recompensas tales como el reconocimiento de los demás, o para evitar castigos 

auto-impuestos tales como los sentimientos de culpa. Tabernero y Hernández (2006) 

también mostraron que la mayoría de las conductas pro-ambientales son llevadas a cabo 

por motivos intrínsecos y por el deseo de satisfacer metas auto-trascendentes. Estos 

motivos fueron el deseo de contribuir al bien colectivo, el haber incorporado la conducta 

al sistema de valores propios y el disfrutar llevando a cabo la conducta en cuestión. 

Estos resultados concuerdan con los de De Young (2000) quien llevó a cabo una 

revisión en la que concluyó que la motivación que promueve la conducta pro-ambiental, 

que denominó satisfacción intrínseca, es de tres tipos: a) la satisfacción de tener ciertas 

competencias para llevar a cabo determinadas conductas; b) la satisfacción de 

implicarse en el consumo responsable y c) la satisfacción de mantener el sentido de 

comunidad ayudando a mantener el medio ambiente. 

Las razones por las que llevan a cabo las conductas pro-ambientales en el estudio 

de Pelletier et al. (1998) se relacionaron con otras creencias. Las personas más auto-
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determinadas indicaron con más frecuencia que no estaban satisfechas con el estado del 

medio ambiente, que el problema medioambiental era importante para ellas, que se 

sentían capaces de hacer algo al respecto, y que participarían en más actividades para 

ayudar a resolver el problema. Las personas menos auto-determinadas, por el contrario, 

consideraron con más frecuencia que el medio ambiente no era importante y que la 

situación ambiental era satisfactoria. Asimismo, se sentían menos competentes en 

términos medioambientales y fueron menos propensas a realizar conductas a favor del 

medio ambiente. 

La satisfacción medioambiental fue evaluada en el estudio de Pelletier et al. 

(1998) mediante la Escala de Satisfacción con el Medio ambiente (ESM) de Pelletier, 

Legault y Tuson (1996). Esta escala consta de dos sub-escalas: la satisfacción con el 

medio ambiente en términos generales y la satisfacción con las políticas 

medioambientales gubernamentales. Los resultados obtenidos por sus autores indican 

que la insatisfacción tanto con las condiciones medioambientales como con las políticas 

gubernamentales se relaciona con afectos negativos y con la percepción de que el medio 

ambiente es un tema importante, con motivos más auto-regulados respecto a las 

conductas pro-ambientales y con una mayor frecuencia de dichas conductas. La 

insatisfacción también se relacionó con conductas pro-ambientales de la esfera privada 

como reciclar, conductas de ahorro, y hábitos de consumo ecológicos, así como con los 

tipos de activismo menos demandantes como el apoyo económico a grupos pro-

ambientales y votar a un partido político pro-ambiental. 

No obstante, también se constataron diferencias en relación a las dos dimensiones 

de insatisfacción. Así, la insatisfacción con las condiciones medioambientales se 

relacionó con niveles más altos de autodeterminación, con sentimientos de culpa y con 

conductas de ahorro y hábitos de consumo ecológicos. La insatisfacción con las 
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políticas medioambientales se relacionó por el contrario con sentimientos de 

indefensión y con conductas de reciclado. Pelletier et al. (1996) concluyen que la 

relación entre la insatisfacción medioambiental y la frecuencia de conducta pro-

ambiental está mediada por otras variables como la importancia de los temas 

medioambientales para el individuo y su nivel de autodeterminación. Pelletier et al. 

(1998) llaman la atención sobre el hecho de que esta relación entre la insatisfacción 

medioambiental y la motivación auto-regulada, que replican en este estudio, se da en 

sentido inverso a la encontrada en ámbitos educativos (Vallerand et al., 1992) o 

deportivos (Pelletier, Fortier et al., 1996). Pelletier y cols. (1998) explican esta 

diferencia argumentando que las personas se sienten insatisfechas cuando evalúan 

negativamente el estado de su entorno y es entonces cuando identifican metas acordes 

con los cambios deseados; son estas metas las que los motivan para tratar de mejorar las 

condiciones medioambientales. 

Al igual que las personas pueden actuar de forma pro-ambiental por varios 

motivos, Pelletier, Dion, Tuson y Green-Demers (1999) consideran que pueden carecer 

de dicha motivación también por razones diversas. Estas razones incluyen la creencia de 

que las estrategias de intervención disponibles son ineficaces para producir los 

resultados deseados, que no se es capaz de ejecutar con éxito la conducta, que no se 

puede mantener el esfuerzo e integrar el comportamiento en el estilo de vida personal, y 

que la situación ambiental no tiene remedio. 

Villacorta, Koestner y Lekes (2003) confirmaron la validez convergente y 

discriminante de la EMM en una muestra de estudiantes universitarios, poniendo de 

manifiesto que existe una relación entre la motivación auto-regulada medida por la 

escala y la conducta pro-ambiental auto-informada, pero no con la conducta en otros 

ámbitos como el académico o el político. La motivación pro-ambiental auto-regulada se 
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relacionó con el interés de los padres de los estudiantes hacia el comportamiento pro-

ambiental de sus hijos; con el respeto de los compañeros en relación a sus decisiones 

respecto al medio ambiente; y con el desarrollo de aspiraciones personales como la 

preocupación por la comunidad. Los estudiantes más auto-regulados mostraron 

actitudes pro-ambientales más duraderas, un mayor número de conductas pro-

ambientales y un nivel superior de bienestar personal. 

En síntesis, la investigación realizada con la Escala de Motivación hacia el Medio 

ambiente es coherente con la teoría de Ryan y Deci (2000) (ver p.e., Pelletier, 2002) y 

pone de manifiesto que la motivación auto-regulada se relaciona con la frecuencia de la 

conducta pro-ambiental (Green-Demers, Pelletier y Menard, 1997; Pelletier et al., 

1998); la realización de conductas pro-ambientales difíciles (Green-Demers et al., 1997; 

Pelletier y Bellier, 1999); y las críticas bien argumentadas sobre el valor del reciclado 

(Koestner, Houlfort, Paquet y Knight, 2001). Green-Demers et al., (1997) han sugerido 

que la frecuencia de los comportamientos ambientales varía con el grado de dificultad 

del comportamiento, de modo que las personas pueden necesitar más autodeterminación 

para llevar a cabo las conductas que resulten más difíciles. 

4.3. La teoría social cognitiva y el concepto de auto-eficacia. 

En su trabajo del 1977 Bandura (1977b) establece la necesidad de una teoría 

unificadora para el cambio conductual y afirma que los procesos psicológicos, sea cual 

sea su naturaleza, se pueden modificar mediante la percepción de auto-eficacia. La 

importancia que este autor da a la auto-eficacia le anima a reformular el marco teórico 

en el que hasta ahora había estructurado sus investigaciones, la teoría del aprendizaje 

social, y plantear uno nuevo que denomina la teoría social cognitiva (Bandura, 2001). 

La teoría social cognitiva representa una síntesis creativa entre los planteamientos de las 

teorías clásicas del aprendizaje y los desarrollos posteriores procedentes de la psicología 
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cognitiva y evolutiva (McGuire, 2006). Como resultado, a los conceptos de aprendizaje 

vicario y determinismo recíproco persona-ambiente, se incorpora una visión del 

comportamiento humano,  no como mero producto de los sistemas sociales, sino como 

conducta agente. Por conducta agente se entiende aquella que es capaz de influir 

intencionalmente en el funcionamiento y en el curso de los hechos que se dan en nuestro 

entorno (Bandura, 2006a). Las personas son consideradas como agentes que funcionan 

con intención y anticipación, regulando de forma proactiva su motivación y sus 

acciones (Bandura, 2001). La naturaleza humana que subyace a esta teoría es, por lo 

tanto, auto-reguladora, auto-reflexiva y auto-eficaz, en la que el sujeto tiene auto-control 

y dirige su propio cambio de conducta (O’Leary y Wilson, 1987). 

Bandura (2001) postula tres pasos vinculados a los procesos de auto-regulación: la 

auto-observación, el juicio y la auto-respuesta. Con la auto-observación, también 

llamada auto-monitorización el sujeto se ve a sí mismo, a su propio comportamiento y 

obtiene información de ello. Con el juicio, el sujeto observa sus realizaciones actuales y 

las compara con el estándar y sus propias metas preestablecidas. Existen dos tipos de 

metas, las absolutas y las normativas; las primeras tienen que ver con un criterio de 

referencia fijo, mientras que las segundas están fundamentadas en comparaciones con la 

ejecución de otras personas. Por último, los procesos de auto-respuesta, también 

llamados de auto-reacción, están relacionados con los criterios evaluativos propios 

derivados del nivel de ejecución de otros individuos. Bandura establece tres tipos de 

auto-reacciones: la ausencia de auto-respuesta, en la que no se produce ningún tipo de 

reacción; en segundo lugar las reacciones auto-valorativas, que pueden ser positivas o 

negativas; y finalmente, la auto-aplicación de recompensa o castigo (Garrido, 2004). 

Los tres pasos del proceso de auto-regulación son importantes porque si la persona 

confía en que está haciendo progresos en la dirección adecuada para conseguir sus 
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objetivos, se fortalece su auto-eficacia y se contribuye a mantener su motivación hacia 

la acción. Además, la expectativa de alcanzar los objetivos produce satisfacción en sí 

misma (Schunk y Zimmerman, 1998). 

Bandura (1977a y b) partió de la distinción conceptual entre las expectativas de 

eficacia o auto-eficacia, entendida como la capacidad percibida para ejecutar con éxito 

un determinado comportamiento, y las expectativas de resultados o acción-resultados, 

entendidas como la probabilidad percibida de que un comportamiento produzca 

determinadas consecuencias. Propone que ambos tipos de expectativas actúan, en gran 

medida, como determinantes de la elección de actividades, del esfuerzo y de la 

persistencia en las actividades elegidas, de los patrones de pensamiento y de las 

respuestas emocionales. Las expectativas tanto de eficacia como de resultados se 

conciben no como variables globales y estables sino como cogniciones específicas y 

cambiantes, que se forman y reelaboran constantemente a partir del procesamiento y la 

integración de la información procedente de diferentes orígenes: los propios logros en el 

pasado, la observación del comportamiento de los demás, la persuasión verbal y la auto-

percepción del estado fisiológico del organismo. En este sentido, las expectativas 

vendrían a ser creencias actuales, que reflejan la historia individual y que se proyectan 

hacia el futuro. De las fuentes de información citadas, la más influyente es la procedente 

de la propia conducta en el pasado, y la menos la transmitida por los demás a través del 

lenguaje (Balaguer, Escartí y Villamarín, 1995). 

La auto-eficacia es el mediador cognitivo más importante de la conducta humana 

y el proceso unificador de cualquier estrategia de cambio psicológico. Ha sido definida 

por Bandura como las “creencias de las personas acerca de sus propias capacidades para 

organizar y ejecutar las secuencias de acción necesaria para hacer frente a posibles 

situaciones” (Bandura, 1997), pág. 2). Mediante la auto-eficacia la persona que sí es 
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eficaz se deberá a sí misma. La auto-eficacia es, pues, una creencia interna que posee el 

sujeto respecto a su capacidad, ante una situación determinada, de ejecutar conductas 

aprendidas por observación y consideradas o valoradas por él mismo como eficaces para 

conseguir resultados valiosos en determinadas situaciones (Bandura, 1977a y b). 

La auto-eficacia es el mecanismo motivacional más importante de la acción 

humana, de modo que cualquier otra motivación se basa en la creencia de que uno 

puede producir los efectos deseados. Sin la percepción de auto-eficacia se tiene poco 

incentivo para actuar o para perseverar ante las dificultades (Bandura y Locke, 2003). 

La auto-eficacia regula la conducta a través de los procesos cognitivos, motivacionales 

y afectivos, determinando qué comportamientos se inician, el esfuerzo que se hace y 

cuánto tiempo se mantendrán frente a los obstáculos y experiencias negativas. La 

percepción de auto-eficacia es pues un buen predictor de la puesta en marcha de la 

conducta y de su rendimiento en un determinado curso de acción (Bandura, 1997). 

La percepción de auto-eficacia se sustenta en predisposiciones genéticas y en las 

capacidades y habilidades de la persona (Lent, Brown y Hackett, 1994), pero se forma a 

partir los logros anteriores, la experiencia vicaria, la persuasión verbal de otros que 

opinan sobre nosotros y los estados fisiológicos. La fuente más importante y la que 

genera mayor variabilidad en auto-eficacia es la experiencia personal en logros de 

ejecución. El éxito en la solución de determinada tarea o grupo de tareas repercute en un 

aumento de la auto-eficacia, mientras que la experiencia de fracaso produce una 

tendencia a disminuir la auto-eficacia y las expectativas de éxito posterior. 

La auto-eficacia está influida, en segundo lugar, por el aprendizaje vicario u 

observacional ya que, en parte, la persona apoya la evaluación de sus propias 

capacidades en la ejecución de otras semejantes. La tercera fuente de influencia sobre la 

auto-eficacia es la persuasión social, ya que las personas, con mayor o menor 
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frecuencia, intentan inculcar creencias de eficacia percibida persuadiendo a otros de su 

eficacia. Por último, los estados fisiológicos afectivos y emocionales pueden propiciar 

información acerca de la propia eficacia (Bandura, 1986). 

En síntesis, la teoría social cognitiva retoma la formulación original de Bandura 

(1977a y b) sobre la auto-eficacia y enfatiza la importancia de la interrelación de tres 

variables: la auto-eficacia, las expectativas de resultado y las metas (Bandura, 1986). 

Las creencias de auto-eficacia, que ya hemos descrito en detalle, son fundamentales 

para comprender las competencias emocionales de las personas y la adecuación de sus 

relaciones interpersonales (Bandura, 2006a). Las creencias de un individuo sobre su 

auto-eficacia en el ámbito social favorecen la interrelación social, la amistad, la 

solidaridad y la conducta prosocial (Bandura, Caprara, Barbaranelli, Gerbino y 

Pastorelli, 2003; Caprara y Steca, 2005). 

El siguiente concepto de interés dentro de la teoría social cognitiva es el de 

expectativas de resultados, que alude a las creencias del sujeto acerca de qué ocurrirá de 

modo contingente al esfuerzo realizado y cuáles serán las consecuencias de los 

esfuerzos comportamentales (Bandura, 2006b). Si la auto-eficacia se relaciona con los 

juicios del sujeto sobre sus capacidades personales de respuesta, las expectativas de 

resultado se refieren a las consecuencias imaginadas en el caso de que el sujeto lleve a 

cabo determinadas tareas (Lent et al., 1994). Bandura (1987) distingue diferentes clases 

de expectativas según el tipo de resultados. Así, va desde la anticipación de resultados 

físicos, como el dinero, hasta la anticipación de los resultados sociales, como la 

aprobación, pasando por la anticipación de los resultados auto-evaluativos, como la 

satisfacción personal. El constructo de expectativas de resultados permite incorporar 

también el concepto de valor a la teoría banduriana, ya que Bandura considera que el 

interés en una determinada actividad depende, no sólo de los resultados anticipados por 
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el sujeto, sino también del valor relativo o la importancia que el sujeto otorgue a dichos 

resultados. 

Las expectativas de resultados están relacionadas con las creencias de auto-

eficacia precisamente porque estas creencias determinan en gran medida tales 

expectativas. El sujeto que se cree capaz de realizar una actividad concreta anticipará 

resultados de éxito. La teoría social cognitiva realiza una clara distinción entre 

diferentes formas de expectativas de resultados (Bandura, 2006b) y especifica las 

condiciones en las que están, o no, total o parcialmente determinadas, por las creencias 

de auto-eficacia. Algunas de las situaciones en las cuales las creencias de auto-eficacia y 

las expectativas de resultados no están directamente relacionadas son aquellas en las 

cuales los resultados anticipados no dependen totalmente del rendimiento del sujeto o 

aquellas en las que los resultados son totalmente independientes del rendimiento del 

sujeto. Este tipo de situaciones se dan muy a menudo en sistemas sociales rígidos, con 

escasa movilidad social y altamente estructurados (Garrido, 2004). 

Junto con la auto-eficacia y las expectativas de resultados, un tercer constructo 

que la teoría social cognitiva aporta es el de las metas. Éstas han sido definidas como la 

determinación de involucrarse en una o varias actividades o de conseguir cierto 

resultado en el futuro (Bandura, 1987). Las metas ejercen su cualidad motivadora a 

través de la capacidad del individuo de representar de manera simbólica resultados 

deseados y de autoevaluarse a partir de criterios internos de rendimiento, haciendo 

depender la satisfacción personal del logro de los resultados esperados. Si esta auto-

evaluación es positiva, el individuo decidirá involucrarse en una o varias actividades 

para conseguir cierto resultado en el futuro (Bandura, 1987). 

Hernández et al. (2009) han aplicado la teoría social cognitiva a la conducta pro-

ambiental, utilizando la adaptación realizada por Wood y Tabernero (2000) del modelo 
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de Mischel y Shoda (1995). Su intención es establecer cuáles son los determinantes más 

importantes de los procesos auto-reguladores capaces de promover la conducta pro-

ambiental. Tal como afirma Bandura (2002), consideran que la auto-eficacia es el mejor 

predictor de la conducta, ya que influyen en los objetivos que las personas se fijan por sí 

mismas y en sus reacciones afectivas vinculadas al nivel de ejecución alcanzado 

(Hysong y Quiñone, 1997; Stajkovic y Luthan, 1997). Sin embargo, la auto-eficacia no 

actúa aisladamente sino conjuntamente con el estado emocional y características de 

personalidad como el auto-control, tal como postula el modelo de Mischel y Shoda 

(1995) que aparece representado en la Figura 4. 
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Figura 4. Adaptación del modelo de Mischel y Shoda (1995) de Wood y Tabernero 

(2000) (tomado de Hernández y cols., 2009, pág. 10).  
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Según este modelo, “la situación activa el proceso dinámico mediante el cual la 

persona se siente capaz de llevar a cabo la acción, se siente satisfecha, percibe que la 

acción puede mejorar el medio ambiente, establece metas importantes o desarrolla 

estrategias analíticas que le permitan mantener su conducta y evaluar sus efectos 

(Hernández et al., 2009, pág. 9). En este sentido, la investigación ha puesto de 

manifiesto que las metas tienen mayor poder predictivo que la auto-eficacia si la tarea es 

fácil. Pero si la tarea requiere esfuerzo, habilidades y compromiso, la auto-eficacia 

resulta más predictiva que las metas. De este modo, como los mecanismos auto-

reguladores son dinámicos, sólo se activan en determinadas situaciones. Según Wood y 

Tabernero (2000) la interacción entre los elementos personales y contextuales activan 

los procesos de auto-regulación que determinan las estrategias analíticas y la ejecución. 

Entre los factores personales incluyen los motivos pro-ambientales y entre los procesos 

auto-reguladores la auto-eficacia, las metas personales y el estado emocional. Entre los 

factores situacionales consideran la novedad, la dificultad y la complejidad de la tarea, 

así como que esta tarea constituya un reto para el individuo. 

Utilizando este modelo, Tabernero y Hernández (2011) encontraron que las 

metas, la satisfacción y la auto-eficacia predecían significativamente la conducta de 

reciclado y que la auto-eficacia era la variable que tenía mayor capacidad predictiva. En 

su estudio pusieron de manifiesto que los individuos con una mayor percepción de auto-

eficacia reciclaban más, se fijaban metas más ambiciosas, se sentían más satisfechos con 

su comportamiento y sentían una mayor motivación auto-regulada. Constaron que la 

motivación auto-regulada y la percepción de auto-eficacia eran las variables más 

importantes para predecir este comportamiento de reciclaje. Asimismo, demostraron 

que la auto-eficacia tenía tanto una influencia directa sobre la conducta como indirecta a 

través de la motivación auto-regulada. 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II. INVESTIGACIONES EMPÍRICAS 
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Tal como hemos planteado en la introducción, el comportamiento anti-ecológico 

ilegal ha sido objeto de estudio fundamentalmente desde el ámbito de la percepción 

social, las normas y la motivación. Los estudios sobre percepción social realizados en 

nuestro contexto inmediato incluyen aquellos sobre juicios morales llevados a cabo con 

estudiantes universitarios y aquellos referidos a explicaciones causales con 

transgresores. En ningún caso se han analizado las respuestas de la población general ni 

de los profesionales implicados en la aplicación de las LPMA, ni se ha establecido 

relación alguna entre los juicios morales y las explicaciones causales. 

En lo que a las normas se refiere, la investigación llevada a cabo hasta el 

momento, aunque ha clarificado el papel de las normas sociales en la conducta anti-

ecológica ilegal y su relación con las normas personales, ha dejado planteadas muchas 

incógnitas sobre la naturaleza de estas últimas, probablemente porque no se han tenido 

en cuenta los mecanismos auto-reguladores que subyacen a unas y otras, en la línea de 

la secuenciación propuesta por Thøgersen (2006) a partir de Deci y Ryan (2000). Los 

tres estudios incluidos en esta tesis fueron diseñados con el objetivo de cubrir estas 

lagunas. 

El primer estudio se centra en la valoración de las transgresiones 

medioambientales y su explicación espontánea en una muestra representativa de la 

población general, estratificada en función de la edad, el sexo y la zona de residencia. 

De este modo, se pretende comprobar si las dimensiones que subyacen a la percepción 

de las transgresiones medioambientales por parte de los estudiantes (Hernández et al., 

2005) son semejantes a las de la población general. Asimismo, se plantea en qué medida 

la explicación dada por los transgresores medioambientales ante el comportamiento 

anti-ecológico ilegal en estudios previos (Martín, Salazar-Laplace et al., 2008) responde 

simplemente a la evitación del castigo o refleja la valoración moral de sectores más 
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amplios de la población. Esta investigación pretende ser una manera de aproximarse a 

los principios que las personas consideran importantes para asignar/evitar los 

sentimientos de culpa en relación al delito ecológico, tanto cuando se imaginan a sí 

mismas como transgresoras (Walton, 1985) como cuando se imaginan que el 

transgresor es otra persona (Gonzáles, Manning y Haugen, 1992). Asimismo, se aspira a  

conocer la relación existente entre los juicios morales y las explicaciones causales para 

ahondar en el apoyo social a las LPMA y su consolidación como normas sociales y 

personales (Fritsche, 2002). 

En el segundo estudio se analizan las razones que las personas consideran que 

subyacen a la no realización de comportamientos anti-ecológicos ilegales, y su relación 

con la motivación pro-ambiental. El análisis de estas razones responde a dos objetivos. 

En primer lugar, proporciona un medio de acceder a la motivación que subyace a la 

conducta anti-ecológica ilegal ya que, según Ryan y Connell, (1989), las razones de la 

conducta proporcionan un medio para evaluar los motivos. En segundo lugar, en la base 

de la investigación está la duda de si el respeto a las leyes medioambientales es una 

conducta pro-ambiental al uso o responde a mecanismos psicológicos diferentes 

(conformidad, obediencia). En otras palabras, cuando las personas evitan la conducta 

anti-ecológica ilegal, ¿lo hacen por respeto a la ley, al medio ambiente o a ambas? Para 

contestar a esta pregunta se ha utilizado el continuo motivacional de Ryan y Deci (2000) 

como marco de referencia, si bien de un modo un tanto heterodoxo. Estos autores se 

centran en los motivos reales que rigen el comportamiento. Sin embargo, la escala de 

Pelletier et al. (1998) sobre motivación pro-ambiental, aún cuando reproduce los tipos 

de motivación propuestos por Ryan y Deci (2000), no valora motivos reales sino 

motivos atribuidos, es decir, razones. Y las razones que dan las personas para su 

conducta no necesariamente son sus causas o motivos (Maruna y Mann, 2006), pero en 
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cuanto cogniciones sí están en el origen y/o mantenimiento de esa conducta (Andrew y 

Bonta, 2006). Y es como cogniciones que se tienen en cuenta en este estudio que, si 

somos estrictos, no trata de motivaciones sino de atribuciones. 

A este interés por las explicaciones causales se le añade el interés por la 

naturaleza auto-reguladora de la norma personal. Thøgersen (2006) sitúa la norma 

personal en un extremo del continuo normativo que va de lo más interno a lo más 

externo. La norma personal estaría en el polo más interno, mientras que la norma social 

descriptiva estaría en el polo más externo. Entre ambas se situaría la norma social 

prescriptiva. Sin embargo, ni en su estudio, ni en los llevados a cabo por Frías-Armenta 

et al. (2009), Hernández et al. (2010) y Martín et al., (2012), queda clara la naturaleza 

de esta norma personal. Thøgersen (2006) adopta una solución de compromiso 

señalando que existen dos tipos de norma personal: la norma personal introyectada y la 

norma personal integrada. Hernández et al. (2011) sitúa la percepción de rechazo de los 

otros significativos entre la norma social prescriptiva y la norma personal y Martín et al. 

(2012) consideran que la norma personal es un juicio moral pero admiten que 

percepción de la necesidad de la ley y de la obligación moral a obedecerla forman parte 

del constructo. Estas dudas han llevado a estudiar más en profundidad la relación entre 

el juicio moral sobre la conducta anti-ecológica ilegal y los motivos que subyacen a la 

obediencia a las LPMA, sobre la base de la teoría de la autodeterminación de Ryan y 

Deci (2000). En este segundo estudio también se tiene en cuenta el impacto de la 

motivación y la satisfacción medioambiental sobre la conducta anti-ecológica ilegal. 

Para ello se han adaptado EMM de Pelletier et al. (1998) y la ESM de Pelletier et al. 

(1996), desarrolladas dentro del marco teórico de la autodeterminación. 

El tercer estudio es una investigación sobre la valoración que los profesionales 

encargados de aplicar las leyes de protección del medio ambiente hacen de las 
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transgresiones medioambientales y de su trabajo cotidiano. Se trata de un campo de 

investigación emergente en el que existen pocos trabajos empíricos, a pesar del papel 

que desempeñan estos profesionales no sólo en la sanción de quienes quebrantan las 

leyes medioambientales, sino en la prevención del comportamiento anti-ecológico ilegal 

(Du Rées, 2001; Carter, 2006). El estudio se centra, en primer lugar, en la percepción 

que los profesionales encargados de aplicar las LPMA tienen de las transgresiones 

medioambientales analizadas en estudios previos con estudiantes universitarios 

(Hernández et al., 2005) y/o población general (Estudio 1), así como en las razones de 

por qué no se interviene en muchos casos. Las razones para la no intervención han sido 

estudiadas por Situ (1998) y Du Rées (2001), en el contexto de la teoría de la 

neutralización de Sykes y Matza (1957), con fines puramente descriptivos, tal como se 

ha descrito en la introducción teórica. En este caso, se pretendía, además de replicar los 

resultados previos, relacionar estas variables con otras variables psicológicas cognitivas 

y, sobre todo, conductuales. 

En segundo lugar, se estudia la percepción que tienen estos profesionales de las 

características de su trabajo y de las condiciones específicas en las que lo desempeñan, 

así como la relación entre estas percepciones y su decisión de aplicar las LPMA a 

hechos concretos de la vida cotidiana. Las variables demográficas y descriptivas son las 

clásicas en los estudios previos, mientras que las variables psicológicas fueron 

seleccionadas a partir de los trabajos de Tabernero y Hernández (2006, 2011) y 

Hernández et al. (2009) en los que se aplica la teoría social cognitiva a la conducta pro-

ambiental, utilizando la adaptación realizada por Wood y Tabernero (2000) del modelo 

de Mischel y Shoda (1995). Por esta razón, se presta especial atención a las metas, la 

satisfacción y la auto-eficacia. 
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Por último, en este estudio se incluyó la variable discrecionalidad a raíz del 

paralelismo establecido por la literatura previa entre los policías y los guardas forestales 

(Carter, 2006; Forsyth, 1993a), ya que la mayoría de los participantes en este estudio 

pertenecen a este colectivo, aun cuando la caza furtiva no esté entre sus principales 

preocupaciones, dada la escasa relevancia de esta transgresión en nuestro contexto 

inmediato. De hecho, las demandas que se hacen a los profesionales que trabajan para la 

conservación del medio ambiente incluyen una amplia gama de tareas que, muchas 

veces, van más allá de lo estrictamente medioambiental (Shelley y Crow, 2009). Las 

dificultades con las que se encuentran parecen ser también de naturaleza diversa. 

Los participantes en este último estudio han sido seleccionados teniendo en 

cuenta su pertenencia a las distintas administraciones públicas con competencia en la 

aplicación de las LPMA en un territorio en alta protección medioambiental. Las ideas 

que subyacen a la selección de estos participantes son que la aplicación de las LPMA 

puede ser una herramienta útil en la protección del medio ambiente y en la reducción 

del daño medioambiental y que conociendo mejor las variables que influyen en esta 

aplicación es posible mejorarla. En la búsqueda de este conocimiento es necesario 

establecer similitudes y diferencias entre los profesionales que trabajan a un nivel 

jurisdiccional diferente (Tomkins, 2005). 
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5. Estudio 1. La valoración de las transgresiones medioambientales y su 

explicación espontánea. 

5.1. Objetivos. 

Teniendo como marco de referencia el problema de investigación formulado a 

partir de los enfoques teóricos descritos en la primera parte de esta tesis, en esta primera 

investigación se pretende estudiar la valoración de las transgresiones medioambientales 

y su explicación espontánea. Este objetivo general se desglosa en los siguientes 

objetivos específicos: 

1. Estudiar la percepción social de las transgresiones contra el medio ambiente 

para averiguar si las peculiaridades que les atribuyen los académicos son compartidas 

por las personas legas y los profesionales encargados de aplicar las LPMA. 

2. Conocer cómo las personas valoran y explican de forma espontánea las 

transgresiones contra las leyes medioambientales que se producen con más frecuencia 

en su entorno inmediato. 

3. Analizar los factores que las personas consideran importantes a la hora de 

asignar culpa/castigo a los transgresores medioambientales. 

4. Analizar las diferencias entre personas de distinta Edad, Sexo y Zona de 

residencia, a la hora de valorar y/o explicar las infracciones medioambientales. 

5. Relacionar la valoración de las transgresiones medioambientales con las 

explicaciones causales de las mismas. 

5.2. Hipótesis. 

Asimismo, a partir de los objetivos establecidos se han formulado las siguientes 

hipótesis: 

1. Existen diferencias significativas en la valoración que las personas hacen de 

distintos tipos de transgresiones medioambientales. 
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2. Las personas de la población general utilizan las mismas dimensiones que los 

estudiantes a la hora de valorar las transgresiones medioambientales. 

3. Existen diferencias significativas a la hora de valorar las transgresiones 

medioambientales en función de la Edad, el Sexo y la Zona de residencia. 

4. Existen diferencias significativas en las explicaciones causales que las 

personas dan sobre distintos tipos de transgresiones medioambientales. 

5. Las dimensiones del espacio perceptivo de las explicaciones causales sobre 

las transgresiones medioambientales son semejantes a las del espacio perceptivo de sus 

valoraciones. 

6. Existen diferencias significativas a la hora de explicar las transgresiones 

medioambientales en función de la Edad, el Sexo y la Zona de residencia. 

7. Existe una relación significativa entre las explicaciones causales de las 

transgresiones medioambientales y su valoración. 

5.3. Método. 

5.3.1. Participantes. 

En esta investigación participaron 573 personas de ambos géneros, residentes en 

la provincia de Santa Cruz de Tenerife y con edades comprendidas entre los 16 y los 78 

años (M = 37,34; DT= 13,94). Además del género y de la edad, en el muestreo se tuvo 

en cuenta la zona de residencia, de modo que hubiera un número proporcional de 

residentes en zonas urbanas, rurales y turísticas, tal como se refleja en la Tabla 1. 

Tabla 1 

Distribución de los participantes en función del Sexo, la Edad y la Zona de residencia 

 Zona de residencia 

 Rural  Urbana  Turística 

Edad Mujeres Hombres  Mujeres Hombres  Mujeres Hombres 

< 25 49 38  39 24  28 28 

25-45 35 33  27 30  34 28 

> 45 32 33  29 26  26 34 
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5.3.2. Instrumentos. 

Los participantes contestaron a un cuestionario que incluía siete enunciados que 

describían transgresiones a las leyes medioambientales y 17 escalas bipolares con las 

que valoraban cada una de estas transgresiones (ver Anexo A). 

5.3.2.1. Las transgresiones medioambientales. 

Los enunciados describiendo las transgresiones medioambientales fueron 

elaborados a partir de investigaciones previas. En estas investigaciones se analizaron, en 

primer lugar, 1505 expedientes sancionadores procedentes de cuatro administraciones 

con competencias medioambientales a nivel estatal, autonómico, insular y municipal, en 

el contexto de investigación. A continuación, se eligieron las 20 transgresiones 

consideradas más típicas en función del tipo de transgresión, la frecuencia, el tipo de 

infractor y el contexto donde tenían lugar. En tercer lugar, estas transgresiones fueron 

valoradas mediante 14 escalas y las puntuaciones obtenidas fueron analizadas mediante 

escalamiento multidimensional. Finalmente, de estas 20 transgresiones originales se 

seleccionaron siete atendiendo a su polaridad en las dimensiones resultantes (Hernández 

y cols., 2005; Martín, Hernández y cols., 2008; Martín, Salazar-Laplace y cols., 2008). 

Estas transgresiones son las utilizadas en este estudio y aparecen en la Tabla 2. 

Tabla 2 

Transgresiones medioambientales utilizadas en este estudio 

Un hombre pasea campo a través con su vehículo por una Reserva Natural 

Un grupo de personas monta sus tiendas de campaña y acampa en una playa sin 

autorización 

Un Ayuntamiento permite que las aguas fecales de una urbanización se viertan al mar  

Un cervecería, en una zona de ocio nocturno, pone la música a un volumen tan alto que 
se puede oír desde la calle 

Una mujer sustituye las ventanas de madera de su casa por otras nuevas de aluminio, en 

el casco histórico de una ciudad Patrimonio de la Humanidad  

Una empresa que se dedica a la fabricación de cemento extrae picón sin licencia en un 

terreno rústico de su propiedad 

Un cazador mata un cernícalo, que es una especie protegida, disparándole con su 

escopeta  
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5.4.1.4. Las escalas. 

Después de cada transgresión, en el cuestionario aparecían 17 escalas de 

medida que se contestaban sobre once anclajes, donde cero indicaba ausencia total de la 

característica evaluada y diez el grado máximo de presencia de la misma. Las siete 

primeras escalas de medida permitían valorar la trasgresión medioambiental en términos 

morales en relación a: Perjudica al Medio Ambiente, Beneficios Materiales, Gravedad 

de las Consecuencias, Castigo, Justificación, Indignación y Perjudica a las Personas. 

Estas escalas de juicio moral se seleccionaron de entre las 14 utilizadas originalmente 

por Hernández y cols. (2005), atendiendo a criterios de dispersión en las respuestas, baja 

redundancia semántica y tradición en la investigación psicosocial. 

Las escalas de medida de la ocho a la 17, hacían referencia a posibles 

explicaciones que, desde el punto de vista del participante, pudieron determinar el 

comportamiento del infractor. Estas posibles causas o razones atribuidas fueron 

seleccionadas a partir de alegaciones presentadas por personas acusadas de cometer 

alguna transgresión medioambiental. Estas alegaciones formaban parte de expedientes 

sancionadores tramitados por alguna administración pública con competencias 

medioambientales analizados en un estudio anterior (Martín, Salazar-Laplace et al., 

2008). Las explicaciones fueron seleccionadas en función de su frecuencia y de su 

relevancia en términos psico-sociales y psico-ambientales. Mediante estas diez 

explicaciones causales, los participantes indicaban en qué medida creían que el infractor 

había realizado el comportamiento en cuestión por el motivo descrito. Tanto los 

enunciados como las escalas de medida utilizadas aparecen reflejados en la Tabla 3. 

El cuestionario incluía además una serie de datos socio-demográficos (sexo, 

edad, lugar de residencia, nivel de estudios y ocupación) utilizados para determinar el 

perfil de la muestra. 
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Tabla 3 

Escalas de juicio moral y explicaciones causales utilizadas en la investigación 

______________________________________________________________________ 

Escalas de juicio moral: 

(...En qué medida cree que este hecho... (Valore de 0 a 10) 

1. Perjudica al medio ambiente. 

2. Genera beneficios materiales. 

3. Tiene consecuencias graves. 

4. Merece castigo. 

5. Está justificado. 

6. Le indigna o le enfada que ocurra. 

7. Perjudica a las personas. 

 

(Ahora piense en la persona que…¿Por qué cree usted que lo hizo?) (Valore de 0 a 10) 

 

1. Porque es una mala persona. 

2. Porque no le preocupa el medio ambiente. 

3. Porque piensa que son más importantes las personas que el medio ambiente. 

4. Porque siente que hace otras cosas buenas por el medio ambiente. 

5. Porque cree que todo el mundo lo hace. 

6. Porque desconoce que está prohibido. 

7. Porque piensa que con eso no hace daño a nadie. 

8. Porque le parece que las autoridades ponen tantas trabas que no dejan otro remedio. 

9. Porque piensa que los que ponen la ley hacen lo mismo. 

10. Por ganar o ahorrar dinero. 

______________________________________________________________________ 

 

5.3.3. Procedimiento. 

El cuestionario fue aplicado a modo de entrevista por encuestadores entrenados a 

los que se les pagó por su trabajo y que se desplazaron a las zonas de residencia de los 

participantes. Los encuestados fueron abordados de modo incidental en el contexto de 

su vida cotidiana, indicándoles que se trataba de una investigación realizada desde la 

Universidad, que su colaboración era voluntaria y anónima, y que los episodios 

descritos eran hechos reales ocurridos en las islas. Posteriormente, un supervisor realizó 

llamadas al azar al 30% de la muestra constatando que, en todos los casos, las encuestas 

habían sido llevadas a cabo correctamente. 
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5.3.3.1. Análisis estadísticos. 

Para identificar las dimensiones subyacentes a la percepción de las 

transgresiones medioambientales se realizó un Escalamiento Multidimensional 

mediante el módulo Proxscal v. 1.0., del paquete estadístico SPSS v. 12.0, siguiendo el 

procedimiento habitual, tal como hizo Hernández et al. (2005). 

En esta investigación también se llevó a cabo un segundo tipo de escalamiento 

multidimensional, menos habitual, en el que se utilizó como input las diferencias 

cuadráticas medias de las puntuaciones asignadas a cada par de transgresiones por todos 

los participantes en cada escala de medida (Forgas, Brown y Menyhart, 1980; Martín, 

1990). De este modo, cada matriz de entrada corresponde a una de las escalas de medida 

y en ella se reflejan las diferencias medias entre cada par de transgresiones.  

Siguiendo este procedimiento el programa proporciona los pesos de cada 

transgresión en las dimensiones del escalamiento, así como las ponderaciones de las 

escalas de medida en relación a dichas dimensiones. Estas ponderaciones aportan 

información adicional de gran utilidad en la interpretación de las dimensiones. También 

se llevaron a cabo varios MANOVAS y una correlación canónica mediante el mismo 

paquete estadístico. 

5.4. Resultados. 

Los datos obtenidos fueron analizados estadísticamente teniendo en cuenta los 

objetivos del estudio. Los resultados obtenidos se describen a continuación en tres 

apartados: 1) Las escalas de juicio moral, 2) Las explicaciones causales, y 3) La relación 

entre las escalas de juicio moral y las explicaciones causales. 

5.4.1. Las escalas de juicio moral. 

En este apartado se presenta el espacio perceptivo de las transgresiones 

medioambientales, obtenido mediante el escalamiento multidimensional de las 
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puntuaciones en las escalas de juicio moral, así como los resultados procedentes de los 

MANOVA y las ecuaciones de regresión llevadas a cabo con estas mismas 

puntuaciones. 

5.4.1.1. El espacio perceptivo de las transgresiones medioambientales  

a partir de las escalas de juicio moral. 

Utilizando como input las diferencias cuadráticas medias de las puntuaciones 

asignadas a cada par de episodios por todos los sujetos en cada escala de evaluación se 

realizó un Escalamiento Multidimensional mediante el módulo Proxscal v. 1.0., del 

paquete estadístico SPSS v. 12.0, tal como se ha descrito en el apartado anterior. La 

solución final retenida permitió identificar tres dimensiones, cuyo estrés normalizado de 

Kruskal fue de ,026. 
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Figura 5. Pesos de las siete transgresiones medioambientales en las dimensiones 1 y 2 

del escalamiento multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en 

las escalas de juicio moral. 
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Tal como muestra la Figura 5, la primera dimensión contrapone la sustitución 

inadecuada de ventanas en un casco histórico con la actitud permisiva de un 

ayuntamiento frente al vertido ilegal de aguas residuales. 

La segunda dimensión enfrenta la acampada ilegal y la contaminación acústica 

provocada por una cervecería con el incidente de las ventanas y el cazador que mata al 

cernícalo. En esta dimensión parece subyacer la idea de si el incidente responde a 

intereses de ocio frente a si el daño es una consecuencia directa del mismo. 

Si observamos las ponderaciones de las escalas en la primera dimensión, que 

aparecen reflejadas en la Tabla 4 y representadas en la Figura 5, vemos que la cantidad 

de Castigo que merece y la Gravedad de las Consecuencias aparecen como las escalas 

más polarizadas respecto a esta dimensión y, en menor medida, la escala Perjudica al 

Medio Ambiente. Las dos primeras escalas se sitúan muy próximas entre sí respecto a la 

primera dimensión. 

Tabla 4 

 

Ponderaciones de las siete escalas de juicio moral en las dimensiones del escalamiento 

multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en las escalas de juicio moral 

 

Escalas de juicio moral Dimensión 1 Dimensión 2 Dimensión 3 

Perjudica al Medio Ambiente ,55 ,30 ,12 

Beneficios Materiales ,19 ,11 ,61 

Gravedad Consecuencias ,57 ,26 ,17 

Castigo ,57 ,25 ,18 

Justificación ,49 ,32 ,27 

Indignación ,52 ,32 ,20 

Perjudica a las Personas ,52 ,30 ,21 
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Observando las ponderaciones de las escalas en esta segunda dimensión vemos 

cómo las escalas más polarizadas en este caso son Justificación e Indignación que, como 

ocurría en el caso anterior, se sitúan muy próximas en el espacio perceptivo reflejado en 

la Tabla 4 y la Figura 6. En esta ocasión, parece que la valoración que las personas 

hacen de las transgresiones tiene que ver con el grado de Indignación que el hecho les 

produce y el grado en que exista o no Justificación para el mismo. 
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Figura 6. Ponderaciones de las siete escalas en las dimensiones 1 y 2 del escalamiento 

multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en las escalas de 

juicio moral. 

 

Por último, tal como muestra la Figura 7, la extracción ilegal de picón y la 

contaminación acústica de la cervecería se sitúa en un extremo de la tercera dimensión, 

mientras que en el otro extremo aparecen conducir campo a través por una Reserva 

Natural, la acampada ilegal y cazar a una especie protegida. 
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Figura 7. Pesos de las siete transgresiones en las dimensiones 1 y 3 del escalamiento 

multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en las escalas de 

juicio moral. 

 

En esta ocasión, parece que la dimensión subyacente se relaciona sobre todo con 

el hecho de si la actividad genera beneficios materiales, de si el hecho se deriva de una 

actividad económica de carácter más estable, frente a incidentes puntuales. Esta 

interpretación es coherente con el hecho de que las transgresiones vinculadas a la 

extracción de picón y al ruido de la cervecería son las que puntúan más alto en la escala 

de Beneficios Materiales, mientras que los incidentes de la acampada, conducir campo a 

través y matar al cernícalo figuran en la Tabla 4 como los que menos Beneficios 

Materiales generan. Asimismo, la citada escala está claramente polarizada respecto a 

esta dimensión, tal como se refleja en las ponderaciones de la Tabla 3 y en la Figura 8. 

 



El impacto de las atribuciones y las normas   69 

 

Dimensión 3

0,700,600,500,400,300,200,10

D
im

en
si

ón
 1

0,60

0,50

0,40

0,30

0,20

0,10

¿Perjudica personas?
¿Indigna

¿Justificado?

¿Castigo? ¿Consecuencias graves?

¿Beneficios materiales?

¿Perjudica medio

 

 

¿Indigna?

¿Perjudica medio?

 

Figura 8. Ponderaciones de las siete escalas en las dimensiones 1 y 3 del escalamiento 

multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en las escalas de 

juicio moral. 

 

5.4.1.2. Valoración diferencial de las transgresiones 

medioambientales mediante las escalas de juicio moral. 

Con el propósito de comprobar si se asignaban puntuaciones diferentes en las 

distintas escalas a las distintas transgresiones, se llevó a cabo un MANOVA de medidas 

repetidas con las variables tipo de Transgresión y tipo de Escala. Los resultados indican 

que existe una interacción significativa entre ambas variables (λ = ,124; F (36, 530) = 

103,723; p < ,001; η
2
 = ,876) y los contrastes post hoc (Bonnferroni para p < ,05) 

permiten concluir que las diferencias por pares son estadísticamente significativas 

excepto en unos pocos casos. 
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Tabla 5 

Medias y desviaciones típicas de las siete transgresiones medioambientales en las siete 

escalas de juicio moral 

 

 Transgresiones medioambientales 

Escalas de 

juicio moral 

Campo 

a través 

Acampada 

ilegal 

Aguas 

fecales 
Cervecería Ventanas Picón Cernícalo 

Perjudica 

Medio 

Ambiente 

8,57a 

(1,99) 

6,44b 

(3,02) 

9,62c 

(1,36) 

6,95b 

(3,07) 

5,03d 

(3,56) 

8,13a  

(2,46) 

9,12e 

(1,53) 

Beneficios 

Materiales 

1,34a 

(2,27) 

1,90b 

(3,70) 

5,04c 

(4,05) 

7,13d 

(3,39) 

3,60e 

(3,53) 

8,11f 

(2,72) 

2,23b 

(3,13) 

Gravedad 

Consecuencias 

7,63ad  

(2,49) 

5,41b 

(3,02) 

9,42c 

(1,34) 

7,27a 

(2,55) 

5,01b 

(3,24) 

7,41a 

(2,40) 

8,01d 

(2,32) 

Castigo 
7,26a  

(2,72) 

4,85b 

(3,16) 

9,32c 

(1,56) 

7,37a 

(2,66) 

4,56b 

(3,35) 

7,28a 

(2,73) 

8,23d 

(2,27) 

Justificación 
1,84a  

(2,54) 

3,49b 

(2,98) 

0,95c 

(2,07) 

2,67d 

(2,79) 

3,98b 

(3,17) 

2,76d 

(2,86) 

1,24c 

(2,30) 

Indignación 
7,63a  

(2,66) 

5,09b 

(3,38) 

9,29c 

(1,64) 

7,36ad 

(2,86) 

5,24b 

(3,41) 

6,81d 

(2,94) 

8,31e 

(2,18) 

Perjudica 

Personas 

6,66a  

(3,04) 

5,09b 

(3,31) 

9,37c 

(1,46) 

8,50d 

(2,05) 

3,86e 

(3,41) 

6,00f 

(3,24) 

6,29af 

(3,27) 

Nota. Las medias que no comparten subíndices en cada fila son significativamente 

diferentes para p < ,05. 

 

En la Tabla 5 se reflejan las medias de las puntuaciones asignadas a las 

transgresiones en las siete escalas de juicio moral. Las transgresiones concernientes al 

ayuntamiento permisivo con el vertido de aguas fecales y al cazador que mata a una 

especie protegida son los peor considerados, tanto en lo que se refiere a si merece 

Castigo como en lo relativo al grado en que Perjudican al Medio Ambiente, la Gravedad 

de las Consecuencias, la Justificación y la Indignación que provocan. La transgresión 

del vertido de aguas fecales permitido por el ayuntamiento también se considera como 

la que más Perjudica a las Personas, junto a la contaminación acústica de la cervecería.  
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Las transgresiones valoradas menos negativamente en todas las escalas son la 

acampada ilegal y la sustitución ilegal de ventanas, excepto en la escala de genera 

Beneficios Materiales, ya que parece producir menos provecho el conducir campo a 

través que la citada sustitución. 

5.4.2.2. Criterios predictivos de la asignación de castigo a las 

distintas transgresiones medioambientales a partir de las 

escalas de juicio moral. 

Con el objeto de analizar la relación entre la asignación de castigo por parte de 

los participantes y el resto de las variables de juicio moral se llevaron a cabo siete 

análisis de regresión múltiple, uno para cada transgresión. En cada regresión la variable 

criterio fue la escala merece Castigo y las variables predictoras las restantes seis escalas. 

Los coeficientes de correlación entre el Castigo asignado por los participantes y las 

variables predictoras aparecen reflejadas en la Tabla 6. 

Tabla 6 

Coeficientes de correlación simple y semiparcial de cada escala con la escala de 

Castigo para cada transgresión 

 

   
Transgresiones medioambientales 

 
Campo 

a través 
 

Acampada 

ilegal 
 

Aguas 

fecales 
 Cervecería  Ventanas  Picón  Cernícalo 

Escalas de  

juicio moral 
rp rsp 

 
rp rsp 

 
rp rsp 

 
rp rsp 

 
rp rsp 

 
rp rsp 

 
rp rsp 

Perjudica Medio 

Ambiente 
,54 ,14 

 

55 ,07 

 

,64 ,16 

 

,35  

 

,50  

 

,54 ,14 

 

,46 ,12 

Beneficios 

Materiales 
-,07  

 
,09 ,05 

 
,07  

 
,14 ,05 

 
 ,06 

 
,11 ,07 

 
  

Gravedad 

Consecuencias 
,52 ,07 

 
,59 ,12 

 
,68 ,19 

 
,63 ,22 

 
,66 ,21 

 
,59 ,22 

 
,54 ,18 

Justificación -,25  
 

-,32  
 

-,31 -,07 
 

-,40 -,08 
 

-,40 -,09 
 

-,38 -,07 
 

-,29 -,08 

Indignación ,63 ,30  ,70 ,29  ,64 ,20  ,67 ,24  ,68 ,22  ,60 ,21  ,53 ,19 

Perjudica 

Personas 
,39 ,07 

 
,55 ,08 

 
,54  

 
,60 ,15 

 
,49 ,06 

 
,49  

 
,28 ,05 

R
2
 ,47 ,56 ,59 ,59 ,56 ,52 ,39 

Nota. * Significativo para p < ,05. 
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Las escalas Indignación, Gravedad de las Consecuencias, Perjudica al Medio 

Ambiente y Perjudica a las Personas presentan índices que oscilan en ,46 y ,70, excepto 

en el caso de la escala  Perjudica al Medio Ambiente en  la transgresión de la cervecería 

(,35), y en el de la escala Perjudica a las Personas en la transgresión de la conducción 

campo a través (,39) y en la transgresión de la muerte del cernícalo (,28). También es 

destacable que las correlaciones entre la variable criterio Castigo y la escala Beneficios 

Materiales son generalmente bajas, oscilando entre ,04 y ,14. Finalmente las 

correlaciones de la escala de Castigo con la escala Justificación, se encuentran entre -,25 

y -,40. Los valores de R
2 

oscilan entre ,39, en el caso de la muerte del cernícalo, y ,59, 

para el ruido de la cervecería y la actitud permisiva del ayuntamiento frente al vertido, 

de forma que las combinaciones lineales de las escalas permiten explicar buena parte de 

la varianza del Castigo asignado en cada transgresión.  

Aunque los porcentajes de varianza explicada del castigo asignado son 

considerables, los coeficientes de correlación semiparcial muestran que la contribución 

de cada una de las escalas de forma exclusiva, es decir, prescindiendo de la redundancia 

con otras escalas, es muy baja. Este dato indica que las escalas en general están muy 

relacionadas entre sí. Las correlaciones medias entre dichas escalas, calculadas 

promediando las correlaciones de las siete transgresiones mediante la z transformada de 

Fisher, aparecen reflejadas en la Tabla 7 y apuntan en esta misma dirección. Como 

puede observarse, estas correlaciones solamente son bajas en el caso de la escala. 

Beneficios Materiales con las restantes, y en el caso de la escala Justificación con las 

escalas Perjudica al Medio Ambiente y Perjudica a las Personas. 

Volviendo a los coeficientes de correlación semiparcial, las escalas que más 

explican la asignación de Castigo de forma no redundante son Indignación y Gravedad 

de las Consecuencias. 
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Tabla 7 

Coeficientes de correlación entre las siete escalas de juicio moral, promediados a lo 

largo de las siete transgresiones medioambientales mediante la z transformada de 

Fisher 

 

 
Perjudica 

Medio Ambiente 

Beneficios 

Materiales 

Gravedad 

Consecuencias 
Castigo Justificación Indignación 

Beneficios 

Materiales 
,02      

Gravedad 

Consecuencias 
,58 ,01     

Castigo ,52 ,05 ,61    

Justificación -,28 ,17 -,32 -,34   

Indignación ,50 ,00 ,59 ,64 -,37  

Perjudica a las 

Personas 
,43 ,08 ,47 ,49 -,20 ,56 

 

El incremento absoluto de R
2
 debido a la adición de la escala de Indignación 

oscila entre el 3% y el 9%, mientras que en el caso de la escala Gravedad de las 

Consecuencias varía entre el 1% y el 4%. En el episodio conducir campo a través, sin 

embargo, la escala que más explica la asignación de Castigo en segundo lugar Perjudica 

al Medio Ambiente (2%). 

Los coeficientes de regresión típicos correspondientes a las escalas Indignación 

y Gravedad de las Consecuencias son significativamente distintos de cero para todas las 

transgresiones medioambientales, tal como se observa en la Tabla 8. Perjudica al Medio 

Ambiente es significativa en todos los casos excepto para las transgresiones de la 

cervecería y de las ventanas. Las puntuaciones en Beneficios Materiales son 

significativas excepto en la conducción campo a través, el vertido de aguas fecales y la 

muerte del cernícalo. La escala Justificación es significativa excepto para la conducción 
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campo a través y la acampada ilegal. El grado en que Perjudica a las Personas es 

significativo excepto en el vertido de aguas fecales y la extracción ilegal de picón. 

Tabla 8  

Coeficientes típicos y significación de las siete escalas de juicio moral para cada una 

de las transgresiones medioambientales 

 

 
Transgresiones medioambientales 

Escalas de  

juicio moral 

Campo 

a través 

Acampada 

ilegal 

Aguas 

fecales 
Cervecería Ventanas Picón Cernícalo 

Perjudica Medio 

Ambiente 
,20* ,11* ,24* ,03 ,04 ,17* ,15* 

Beneficios 

Materiales  
,03 ,06* ,05 ,05* ,07* ,07* -,00 

Gravedad 

Consecuencias 
,11* ,18* ,29* ,29* ,31* ,29* ,25* 

Justificación -,06 -,02 -,08* -,09* -,11* -,08* -,09* 

Indignación ,41* ,44* ,28* ,33* ,35* ,30* ,25* 

Perjudica Personas ,08* ,11* ,04 ,20 ,08* ,06 ,06* 

R
2
 ,47 ,56 ,59 ,59 ,56 ,52 ,39 

Nota. * Significativa para p < ,05. 

 

El peso relativo de cada una de las escalas varía, como era de esperar, en función 

de la transgresión evaluada. Así, por ejemplo, en el caso de la conducción campo a 

través la puntuación en la escala Indignación es el doble de importante que en la escala 

Perjudica al Medio Ambiente, mientras que en la acampada ilegal el grado la 

Indignación es el doble que el de Gravedad de las Consecuencia. En el resto de las 

transgresiones, las puntuaciones en las escalas Indignación y en Gravedad de las 

Consecuencias contribuyen de forma semejante. 
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5.4.2.3. La relación de la edad, el sexo y la zona de residencia con la 

valoración de las transgresiones en las escalas de juicio 

moral. 

Con el propósito de analizar si existían diferencias marginales en la valoración 

que los participantes hacían de las transgresiones en las distintas escalas de juicio moral 

se llevó a cabo un segundo MANOVA con un diseño mixto 7 x 7 x 2 x 3 x 3, en el que 

se añadieron a las variables intra, Transgresión y Escala, las variables inter, Sexo, rango 

de Edad y Zona de residencia. Los resultados muestran que son significativas las 

interacciones entre: Transgresión x Escala x Zona de residencia (λ = ,771; F (72,1026) = 

1,98; p < ,001; η
2 
= ,122); Transgresión x Escala x Edad (λ = ,739; F (72,1026) = 2,32; p 

<,001; η
2
 = ,140); y Escala x Sexo (λ = ,963; F (6,543) = 3,43; p < ,005; η

2 
= ,037). Los 

contrastes post hoc (Bonnferroni para p < ,05) pusieron de manifiesto la significación de 

las comparaciones por pares que se reflejan en las Tablas 9 y 10. 

La Tabla 9 muestra la percepción diferencial de los participantes residentes en 

zonas rurales, urbanas y turísticas, constatada en todos los episodios excepto en el de la 

permisividad del ayuntamiento con el vertido de aguas fecales. Según estos resultados, 

los habitantes de las zonas urbanas se muestran más duros respecto a la acampada 

ilegal, el ruido de la cervecería, la sustitución de las ventanas y la muerte del cernícalo. 

Por el contrario, son los habitantes de las zonas rurales los que reaccionan más 

negativamente frente a la extracción de picón sin licencia. Los habitantes de las zonas 

turísticas se caracterizan por situarse entre ambos grupos y sólo destacan por ser los más 

benevolentes respecto al episodio del picón y la muerte del cernícalo. 
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Tabla 9 

Medias y desviaciones típicas de las puntuaciones asignadas a las transgresiones 

medioambientales por los participantes de cada Zona de residencia, según las escalas 

de juicio moral, cuando alguno de los contrastes por pares es significativo 

 

  Zona de residencia 

Transgresiones 

medioambientales 

Escalas de 

juicio moral 
Rural Urbana Turística 

Campo a través 
Beneficios 

Materiales 
1,72a (2,51) 1,07b (2,10) 1,13b(2,08) 

 Perjudica Personas 6,92a (2,77) 6,90a (3,13) 6,03b (3,20) 

Acampada Justificación 3,75a (2,79) 3,04b (3,16) 3,61ab (3,00) 

Cervecería Gravedad 6,91a (2,69) 7,65b (2,55) 7,29ab (2,35) 

 Castigo 6,97a (2,80) 7,84b (2,64) 7,37ab (2,40) 

 Justificación 3,02a (2,85) 2,09b (2,72) 2,78a (2,72) 

Ventanas Castigo 4,10a (3,34) 5,02b (3,53) 4,63ab (3,08) 

 Justificación 4,43a  (2,92) 3,67b (3,33) 3,73ab (3,26) 

Picón 
Beneficios 

Materiales 
8,28ab (2,36) 8,42a (2,71) 7,65b (3,02) 

 Indignación 7,21a (2,52) 6,69ab (3,44) 6,38b (2,84) 

 Perjudica Personas 6,84a (2,75) 5,83b (3,49) 5,10b (3,29) 

Cernícalo 
Perjudica Medio 

Ambiente 
8,92a (1,82) 9,42b (1,06) 9,05ab (1,49) 

 Gravedad 7,81a (2,55) 8,38b (2,00) 7,86ab (2,29) 

 Castigo 8,21ab (2,40) 8,59a (2,08) 7,89b (2,19) 

 Indignación 8,33ab (2,24) 8,65a (1,89) 7,92b (2,33) 

Nota. Las medias que no comparten subíndice en la misma fila son significativamente 

diferentes para p < ,05. 

 

En la Tabla 10 se reflejan las diferencias en la percepción de los tres grupos de 

Edad encontradas en cuatro de las siete transgresiones. En general los jóvenes se 

muestran más permisivos que los otros dos grupos en relación a la transgresión de la 

cervecería y la acampada ilegal, al tiempo que son los que menos Castigo asignan por el 

incidente de las ventanas y los que más Beneficios Materiales perciben en relación a la 

muerte del cernícalo. Los otros dos grupos, o bien no difieren entre sí, o bien los de más 

edad son los más duros en sus juicios. Sólo en el caso de la sustitución de las ventanas 

las personas de mediana edad se muestran como los más extremos. 
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Tabla 10 

Medias y desviaciones típicas de las puntuaciones asignadas a las transgresiones 

medioambientales por los participantes de cada grupo de Edad en las escalas de juicio 

moral, cuando alguno de los contrastes por pares es significativo 

 

  Edad 

Transgresiones 

medioambientales 

Escalas de 

juicio moral 
17-25 años 26-45 años > 45años 

Acampada Indignación 4,09a (3,15) 5,42b (3,49) 5,87b (3,26) 

Cervecería 
Gravedad 

Consecuencias 
6,61a (2,55) 7,38b (2,57) 7,85b (2,41) 

 Castigo 6,54a (2,81) 7,77b (2,53) 7,88b (2,37) 

 Justificación 3,49a (2,80) 2,68b (2,81) 1,70c (2,45) 

 Indignación 6,34a (3,08) 7,42b (2,75) 8,40c (2,29) 

Ventanas Castigo 4,04a (3,21) 4,95b (3,36) 4,72ab (3,41) 

Cernícalo 
Beneficios 

Materiales 
2,74a (3,27) 2,22ab (3,29) 1,62b (2,63) 

Nota. Las medias que no comparten subíndice en la misma fila son significativamente 

diferentes para p < ,05. 

 

Por último, en lo que a la interacción entre Sexo y Escala se refiere (λ = ,963; F 

(6,543) = 3,43; p < ,005; η
2 

= ,037), los contrastes post hoc ponen de manifiesto (p < 

,05) cómo las mujeres suelen puntuar más frente a los hombres en la percepción del 

grado en que las distintas transgresiones Perjudican al Medio Ambiente (M = 8,66; DT 

= 1,95 vs. M  = 8,45; DT = 2,03), tienen Consecuencias graves (M = 7,80; DT = 2,40 vs. 

M = 7,44; DT = 2,62) y les provocan Indignación (M = 7,72; DT = 2,65 vs. M = 7,50; 

DT = 2,70), independientemente de la transgresión de que se trate. 

5.4.2. Explicaciones causales. 

En este apartado se presenta el espacio perceptivo de las transgresiones 

medioambientales, obtenido mediante el escalamiento multidimensional de las 

puntuaciones de los participantes en las escalas de explicaciones causales, así como los 

resultados procedentes de los MANOVA y las ecuaciones de regresión llevados a cabo 

con estas mismas puntuaciones. 
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5.4.2.1. El espacio perceptivo obtenido a partir de las explicaciones 

causales. 

Utilizando como input las diferencias cuadráticas medias de las puntuaciones 

asignadas a cada par de episodios por todos los sujetos en cada escala de evaluación se 

realizó un escalamiento multidimensional mediante el módulo Proxscal v. 1.0., del 

paquete estadístico SPSS v. 12.0, tal como se ha descrito en el apartado anterior. La 

solución final retenida permitió identificar tres dimensiones, cuyo estrés normalizado de 

Kruskal fue ,035. Tal como muestra la Figura 9, la primera dimensión contrapone la 

actitud permisiva de un ayuntamiento frente al vertido ilegal de aguas residuales con la 

sustitución inadecuada de ventanas en un casco histórico y la acampada ilegal. 

Dimensión 2
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Figura 9. Pesos de las siete transgresiones en las dimensiones 1 y 2 del escalamiento 

multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en las explicaciones 

causales. 
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La segunda dimensión contrapone al cazador que mata al cernícalo y pasear 

campo a través con el ruido generado por la cervecería y la extracción de picón ilegal. 

En esta dimensión parece subyacer la idea de si el incidente responde a una actividad 

económica estable o está vinculada al ocio. 

Si observamos  las ponderaciones de las explicaciones en la primera dimensión, 

que aparecen reflejadas en la Tabla 11 y Figura 10, vemos que Es mala persona, No 

hace daño a nadie y No le preocupa el medio ambiente, aparecen como las escalas más 

polarizadas respecto a esta dimensión y, en menor medida, la escala Desconoce que está 

prohibido. 

Tabla 11 

Ponderaciones de las diez explicaciones causales en el espacio de las transgresiones 

medioambientales 

 

Explicaciones causales Dimensión 1 Dimensión 2 Dimensión 3 

Es mala persona ,53 ,28 ,24 

No le preocupa medio ambiente ,52 ,22 ,32 

Personas son más importantes ,45 ,32 ,34 

Hace otras cosas por medio ambiente ,46 ,28 ,36 

Todo el mundo lo hace ,43 ,32 ,36 

Desconoce que está prohibido ,47 ,27 ,33 

No hace daño a nadie ,52 ,29 ,25 

Las autoridades ponen muchas trabas ,40 ,36 ,35 

Los que hacen la ley, hacen la trampa ,38 ,38 ,36 

Por ganar o ahorrar dinero ,17 ,60 ,18 
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Si se observan las ponderaciones de las explicaciones causales en esta segunda 

dimensión que aparecen reflejadas en Figura 10 y la Tabla 11, se comprueba que la 

explicación más polarizada en este caso es Por ganar o ahorrar dinero, confrontándose 

con la escala No le preocupa el medio ambiente. 
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Figura 10. Ponderaciones de las diez explicaciones causales en las dimensiones 1 y 2 

del escalamiento multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en 

las explicaciones causales. 
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Por último, tal como muestra la Figura 11, en la tercera dimensión se sitúa en un 

extremo la extracción ilegal de picón, la sustitución inadecuada de las ventanas en un 

casco histórico y el cazador que mata al cernícalo, mientras que en el otro extremo 

figura la acampada ilegal y conducir campo a través por una Reserva Natural. En esta 

ocasión, parece que la dimensión subyacente se relaciona con el conocimiento de la 

legitimidad percibida de las leyes que hacen que estos hechos sean ilegales. 

 

Dimensión 3
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Figura 11. Pesos de las siete transgresiones medioambientales en las dimensiones 1 y 3 

del escalamiento multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en 

las explicaciones causales. 

 

 

Si observamos la Figura 12 y la Tabla 11, vemos en la tercera dimensión que las 

ponderaciones de las explicaciones más polarizadas son las justificaciones Los que 

hacen la ley, hacen la trampa, Todo el mundo lo hace y Hace otras cosas por el medio 

ambiente, contraponiéndose a Por ganar o ahorrar dinero. 
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Figura 12. Ponderaciones de las diez explicaciones causales en las dimensiones 1 y 3 

del escalamiento multidimensional realizado a partir de las puntuaciones en 

las explicaciones causales. 

 

5.4.2.4. La valoración diferencial de las transgresiones 

medioambientales  a partir de las explicaciones causales. 

Con el propósito de comprobar si se asignaban puntuaciones diferentes en las 

distintas explicaciones causales a las transgresiones estudiadas, se llevó a cabo un 

MANOVA de medidas repetidas con las variables tipo de Explicación y tipo de 

Transgresión. Los resultados indican que existe una interacción significativa entre 
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ambas variables (λ = ,13; F (54,510) = 59,71; p < ,001; η
2
 = ,86) y los contrastes post 

hoc (Bonnferroni para p > ,05) permiten concluir que las diferencias por pares son 

estadísticamente significativas excepto en unos pocos casos. En la Tabla 12 se reflejan 

las medias de las puntuaciones asignadas a las siete transgresiones en las 10 

explicaciones, así como la significación de los contrastes post hoc. 

Las transgresiones concernientes a la extracción de picón, el ruido generado por 

una cervecería y al ayuntamiento permisivo con el vertido de aguas fecales son las que 

más se explican haciendo referencia al hecho de Ganar o ahorrar dinero. El vertido de 

aguas fecales de un ayuntamiento, matar a un cernícalo y cruzar campo a través, son las  

transgresiones que más se explican diciendo que a su autor No le preocupa el medio 

ambiente. Las restantes explicaciones son utilizadas con menos frecuencia pero, en 

algunos casos, resultan interesantes. Por ejemplo, es coherente pensar que tanto al 

cazador como a la persona que conduce campo a través y al que extrae picón sin 

licencia, Le preocupan más las personas que el medio ambiente. La acampada ilegal se 

percibe relacionada con la creencia de que Todo el mundo lo hace y con el hecho de que 

Las autoridades ponen muchas pegas. También se vincula la percepción negativa de la 

autoridad con la extracción ilegal de picón, en la medida en que se atribuye a su autor la 

creencia de que Las autoridades ponen muchas pegas y de que Los que hacen la ley, 

hacen la trampa. Las transgresiones explicadas diciendo que No le hace daño a nadie 

son la acampada ilegal y la sustitución inadecuada de ventanas.  

Es de destacar que las transgresiones que se explican más diciendo que su autor 

Es mala persona son la de el ayuntamiento que permite el vertido de aguas fecales al 

mar y la del cazador que mata a un cernícalo. 
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Tabla 12 

 

Medias y desviaciones típicas de las diez explicaciones causales en las siete transgresiones 

medioambientales 

 

Nota. Las medias que no comparten subíndice en la misma fila son significativamente diferentes 

para p < ,05. 
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5.4.2.3. Criterios predictivos de la asignación de castigo a las 

distintas transgresiones a partir de las explicaciones 

causales. 

Con el objeto de analizar la relación entre el Castigo asignado a cada 

transgresión y las explicaciones preferidas por los participantes, se llevaron a cabo siete 

análisis de regresión múltiple paso a paso, uno para cada transgresión. En cada análisis 

de regresión la variable criterio fue la cantidad de Castigo asignada y las variables 

predictoras las diez explicaciones causales. 

Como se muestra en la Tabla 13, los coeficientes de correlación simple entre el 

Castigo asignado por los participantes y las explicaciones Es mala persona y No le 

preocupa el medio ambiente presentan índices que oscilan entre ,21 y ,48, mientras que 

con la explicación Hace otras cosas por el medio ambiente los valores oscilan entre -,18 

y ,06. 

Por otro lado, si observamos los coeficientes de correlación semiparcial que 

aparecen reflejados en la Tabla 13, las explicaciones causales que dan cuenta de más 

asignación de Castigo de forma no redundante son Es mala persona y No le preocupa el 

medio ambiente, con correlaciones que oscilan entre ,12 y ,30, excepto en el caso de la 

explicación Es mala persona para el ayuntamiento que permite el vertido de aguas 

fecales al mar (,07) y la explicación Hace otras cosas por el medio ambiente para la que 

oscilan entre -,12 y 0. Los valores de R
2 

oscilan ,32 y ,16, lo que indica que las 

explicaciones dan cuenta de un porcentaje de varianza del castigo asignado menor que 

en el caso de las escalas de evaluación que oscilaban entre ,59 y ,39. Los coeficientes de 

correlación semiparcial muestran que la contribución de cada una de las explicaciones 

de forma exclusiva es mayor que en el caso de las escalas de evaluación, indicando que 

las explicaciones se relacionan entre sí menos que las escalas de evaluación. 
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Tabla 13 

Coeficientes de correlación simple y semiparcial de las explicaciones causales 

incluidas en el modelo final para predecir el Castigo asignado en cada transgresión 

medioambiental 

 

  Transgresión medioambiental 

 
Campo a 

través 

Acampada 

ilegal 

Aguas 

fecales 
Cervecería Ventanas Picón Cernícalo 

Explicaciones causales rp rsp rp rsp rp rsp rp rsp rp rsp rp rsp rp rsp 

Es mala persona ,28 ,27 ,14 ,12 ,08 ,07 ,22 ,20 ,23 ,19 ,24 ,21 ,14 ,13 

No le preocupa el 

medio ambiente 
,19 ,17 ,33 ,30 ,16 ,14 ,24 ,22 ,28 ,24 ,22 ,19 ,26 ,24 

Son más importantes 

las personas 
        ,18 ,15     

Hace otras cosas por el 

medio ambiente 
-,13 -,11   -,11 -,10 -,12 -,11 -,13 -,10     

Todo el mundo lo hace           ,09 ,73   

Desconoce que está 

prohibido 
    -,12 -,11     -,13 ,81 -,08 -,08 

Piensa que no hace 

daño a nadie 
      -,10 ,09 -,09 -,07     

Las autoridades ponen 

trabas 
          -,09 -,08   

Los que hacen la ley 

hacen la trampa 
,09 ,08         -,13 -,11   

Por ganar o ahorrar 

dinero 
  ,11 ,10 ,26 ,24 ,19 ,17   ,24 ,21   

R
2
 ,19 ,26 ,22 ,22 ,32 ,32 ,16 

 

Las correlaciones medias entre dichas explicaciones, calculadas promediando las 

correlaciones de las siete transgresiones mediante la z transformada de Fisher, aparecen 

reflejadas en la Tabla 14. Como puede observarse, estas correlaciones no son muy altas 

en general, excepto en el caso de las explicaciones Las autoridades ponen trabas y Los 

que hacen la ley hacen la trampa que correlacionan ,42; y Es mala persona y No le 

preocupa el medio ambiente que correlacionan ,38. Las correlaciones más bajas se dan 

entre la explicación Por ganar o ahorrar dinero y las restantes. 
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Tabla 14 

Coeficientes de correlación entre las diez explicaciones causales promediadas a lo largo de las siete 

transgresiones medioambientales mediante la z transformada de Fisher 

 

 



88   Isabel Alonso Rodríguez 
 
 

La Tabla 15 recoge los coeficientes estandarizados de las explicaciones que 

predicen significativamente la variable Criterio, así como el porcentaje de varianza 

explicada para cada una de las transgresiones. 

Tabla 15 

Coeficientes típicos de las explicaciones causales incluidas en el modelo final para 

predecir el Castigo asignado en cada transgresión medioambiental 

 

 Transgresiones medioambientales 

Explicaciones 

causales 

Campo a 

través 

Acampada 

ilegal 

Aguas 

fecales 
Cervecería Ventanas Picón Cernícalo 

Mala persona ,30 ,14 ,08 ,22 ,23 ,23 ,15 

No preocupa m. a. ,19 ,37 ,16 ,24 ,29 ,21 ,28 

Son más 

importantes las 

personas 
    ,17   

Hace otras cosas 

por m. a. 
-,13  -,11 -,12 -,12   

Todo el mundo lo 

hace 
     ,11  

Desconoce que está 

prohibido 
  -,13   -,15 -,08 

Piensa que no hace 

daño a nadie    -,10 -,09   

Autoridades ponen 

trabas      -,09  

Los que hacen la 

ley hacen la trampa 
,10     -,13  

Por ganar o ahorrar 

dinero  ,10 ,25 ,18  ,22  

R
2
 ,19 ,26 ,22 ,22 ,32 ,32 ,16 

 

Como puede observarse, el peso relativo de cada una de las explicaciones varía 

en función de la transgresión explicada. Así por ejemplo, en el caso de la conducción 

campo a través la explicación que más peso tiene es: Es mala persona, seguida por No le 

preocupa el medio ambiente y, en sentido negativo, por Hace otras cosas por el medio 

ambiente. 
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Los coeficientes típicos que aparecen reflejados en la Tabla 15, oscilan entre ,14 

y ,33 para las explicaciones Es mala persona y No le preocupa el medio ambiente, 

excepto en el caso de la explicación Es mala persona en el vertido ilegal por parte del 

ayuntamiento (,08). Los coeficientes para la explicación Hace otras cosas por el medio 

presentan oscilan entre -,13 y ,00. Los valores de R
2 

oscilan entre ,16 en el caso de la 

muerte del cernícalo, y ,32 en la extracción ilegal de picón y en la sustitución 

inadecuada de ventanas. 

5.4.2.4. La relación de la edad, el sexo y la zona de residencia con las 

explicaciones causales de las transgresiones 

medioambientales. 

Con el propósito de analizar si existían diferencias marginales entre las 

explicaciones que los participantes daban a las distintas transgresiones se llevó a cabo 

un segundo MANOVA con un diseño mixto 7 x 10 x 2 x 3 x 3, en el que se añadieron a 

las variables intra-grupo, Transgresión y Explicaciones, las variables inter-grupo, Sexo, 

rango de Edad y Zona de residencia. Los resultados muestran que son significativas las 

interacciones Transgresión x Explicación x Zona de residencia (λ = ,67; F (108,986) = 

1,98; p < ,001; η
2
 = ,18) y Transgresión x Explicación x Edad (λ = ,73; F (108,986) = 

10,53; p < ,001; η
2
 = ,14). Los contrastes post hoc (Bonnferroni para p < ,05) pusieron 

de manifiesto la existencia de diferencias significativas en las comparaciones por pares 

que se reflejan en las Tablas 16 y 17. 

La Tabla 16 muestra la explicación diferencial de los participantes residentes en 

zonas rurales, urbanas y turísticas, constatada en todas las transgresiones. Según estos 

resultados, las personas de la zona urbana consideran más que las de la zona rural y 

turística que tanto conducir campo a través como la acampada ilegal y la extracción de 

picón sin licencia responden a la idea de que No hace daño a nadie. También piensan 
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más que los de zona rural y turística que el ruido de la cervecería se produce Por ganar o 

ahorrar dinero y que la extracción de picón es el resultado de que Las autoridades no le 

dejan otro remedio al transgresor. Las diferencias significativas entre la zona urbana y la 

turística se centran en que en la acampada ilegal los primeros creen que se debe más a la 

creencia de que Las personas son más importantes que el medio ambiente, que la 

sustitución de ventanas responde al hecho de que Todo el mundo lo hace y que Las 

autoridades no le dejan otro remedio al trasgresor. 

Tabla 16 

Medias y desviaciones típicas de las puntuaciones en explicaciones causales asignadas 

a las transgresiones medioambientales por los participantes de cada Zona de 

residencia, cuando los contrastes por pares son significativos 

 

  Zona de residencia 

Transgresiones 

medioambientales 
Explicación Rural Urbana Turística 

Campo a través No hace daño a nadie 5,04a 

(3,33) 

6,04b 

(3,27) 

5,45ab 

(3,07) 

Acampada ilegal Mala persona 

 

Personas más importantes 

 

Hace otras cosas por el 

medio 

 

No hace daño a nadie 

 

Autoridades hacen trampa 

2,45a 

(2,69) 

5,01ab 

(2,98) 

4,04a 

(2,79) 

6,40a 

(3,17) 

4,84a 

(3,25) 

1,96ab 

(2,87) 

5,20a 

(3,41) 

3,89a 

(3,21) 

7,47b 

(2,97) 

4,40ab 

(3,66) 

1,78b 

(2,56) 

4,36b 

(3,29) 

2,96b 

(2,74) 

7,12b 

(2,49) 

3,67b 

(3,41) 

Ayuntamiento  Mala persona 

 

Autoridades hacen trampa 

6,66a 

(3,35) 

5,38a 

(3,93) 

5,36b 

(3,84) 

4,17b 

(3,87) 

5,15b 

(3,22) 

3,54b 

(3,49) 

Cervecería 

 

 

No le preocupa el medio 

ambiente 

 

Autoridades hacen trampa 

 

Ganar o ahorrar dinero 

6,25a 

(2,92) 

4,93a 

(3,52) 

8,42a 

(2,58) 

6,01ab 

(3,53) 

4,60ab 

(3,51) 

9,01b 

(1,99) 

5,36b 

(3,44) 

3,72b 

(3,41) 

8,44ab 

(2,40) 
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Tabla 16 (Cont.) 

  Zona de residencia 

Transgresiones 

medioambientales 
Explicación Rural Urbana Turística 

Sustituir ventanas Hace otras cosas por el 

medio  

 

Todo el mundo lo hace 

 

Autoridades ponen pegas 

 

Autoridades hacen trampa 

 

Ganar o ahorrar dinero 

3,64a 

(2,97) 

4,72ab 

(3,56) 

3,99ab 

(3,23) 

4,94a 

(3,42) 

6,23a 

(3,44) 

3,67a 

(3,24) 

5,45a 

(3,30) 

4,49a 

(3,74) 

4,87a 

(3,79) 

5,74ab 

(3,87) 

2,62b 

(2,80) 

4,34b 

(3,52) 

3,41b 

(3,39) 

3,28b 

(3,32) 

5,02b 

(3,94) 

Extracción de 

picón 

Mala persona  

 

No le preocupa el medio 

ambiente 

 

No hace daño a nadie 

 

Autoridades ponen pegas 

 

Autoridades hacen trampa 

4,23a 

(2,96) 

7,52a 

(2,70) 

4,68a 

(3,06) 

4,92a 

(3,21) 

5,87a 

(3,50) 

3,48ab 

(3,50) 

6,77b 

(3,30) 

5,92b 

(3,42) 

5,93b 

(3,46) 

5,88a 

(3,63) 

3,30b 

(3,03) 

7,07ab 

(2,56) 

5,16ab 

(3,04) 

5,34ab 

(3,11) 

4,96b 

(3,29) 

Cazador  mata 

cernícalo 

Desconoce que está 

prohibido 

 

Autoridades hacen trampa 

2,16a 

(2,70) 

4,27a 

(3,43) 

2,32ab 

(3,07) 

3,76ab 

(3,55) 

2,98b 

(3,10) 

3,18b 

(3,24) 

Nota. Las medias que no comparten subíndice en la misma fila son significativamente 

diferentes para p < ,05. 

 

En la Tabla 17 se reflejan las diferencias en las explicaciones de los tres grupos 

de Edad en relación a las siete transgresiones. Las personas de más edad piensan en 

mayor medida que la acampada ilegal se debe a que No le preocupa el medio ambiente 

y que consideran que las Personas son más importantes que el medio ambiente. 

También aluden más que el resto a la falta de preocupación por el medio ambiente 

cuando se trata de explicar el ruido producido por la cervecería y la sustitución 

inadecuada de las ventanas en el casco histórico. Por el contrario, en el caso de la 

cervecería consideran en menor grado que Todo el mundo lo hace y que Los que hace la 
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ley, hacen la trampa. Las personas de mediana edad son las que menos creen que a las 

personas que practican la acampada ilegal No les preocupan el medio ambiente y que 

para ellas las Personas son más importantes que el medio ambiente. También son las 

que menos creen que todo el mundo vierte de forma ilegal aguas fecales. Asimismo, son 

las que evalúan en menor medida que poner música alta No hace daño a nadie. Los más 

jóvenes piensan más que son malas personas quienes permiten el vertido de aguas 

fecales al mar y que Todo el mundo lo hace. 

Tabla 17  

Medias y desviaciones típicas de las puntuaciones en explicaciones casuales asignadas 

a las transgresiones medioambientales por los participantes de cada grupo de Edad, 

cuando los contrastes por pares son significativos 

 

  Edad 

Transgresiones 

medioambientales 

Explicaciones 

causales 
17-25 años 26-45 años > 45 años 

Acampada Ilegal  No le preocupa 

medio ambiente 

Personas más 

importantes 

4,57a 

(3,10)  

4,58a 

(3,04) 

4,31a 

(3,32) 

 4,55a 

(3,24) 

5,49b 

(3,50)  

5,44b 

(3,38) 

Ayuntamiento Mala persona 

 

Todo el mundo lo 

hace 

6,14a 

(3,22) 

3,44a 

(3,42) 

5,78ab 

(3,52) 

2,59b 

(3,07) 

5,25b 

(3,83) 

2,64ab 

(3,10) 

Cervecería No le preocupa 

medio ambiente 

5,17a 

(3,16) 

5,73a 

(3,48) 

6,72b 

(3,10) 

 Todo el mundo lo 

hace  

6,38a 

(3,22) 

5,84ab 

(3,19) 

5,45b 

(3,29) 

 No hace daño a 

nadie 

4,53a 

(3,12) 

3,71b 

(3,35) 

3,74ab 

(3,27) 

 Autoridades 

hacen trampa 

4,86a 

(3,46) 

4,50ab 

(3,52) 

3,88b 

(3,51) 

Ventanas No le preocupa 

medio ambiente  

4,05a 

(3,32) 

4,27ab 

(3,45) 

5,06b 

(3,31) 

Cernícalo Todo el mundo lo 

hace 

Ganar o ahorrar 

dinero  

4,28a 

(3,27) 

3,42a 

(3,60) 

3,59ab 

(3,20) 

2,33b 

(3,27) 

3,26b 

(3,18) 

2,17b 

(3,07) 

Nota. Las medias que no comparten subíndice en la misma fila son significativamente 

diferentes para p < ,05. 
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5.4.3. La relación entre las escalas de juicio moral y las  explicaciones 

causales. 

Con el propósito de analizar la relación entre las escalas de juicio moral, por un 

lado, y las explicaciones causales, por el otro, se llevó a cabo un análisis de correlación 

canónica mediante el programa MANOVA del SPSS. 

Como variables del juicio moral se utilizaron las medias de las puntuaciones 

asignadas por los participantes a las siete transgresiones en cada una de las siete escalas 

de juicio moral, y como variables de las explicaciones causales, las medias de las 

puntuaciones asignadas por los participantes a las transgresiones en cada una de las diez 

explicaciones causales. A diferencia de análisis anteriores, en este caso se consideró que 

Es mala persona, funcionaba más como escala de juicio moral que como explicación 

causal. 

Antes de calcular las medias de las respuestas de los participantes en relación a 

las siete transgresiones en cada una de las escalas de juicio moral y explicaciones se 

procedió a calcular la consistencia interna de las mismas mediante el Alpha de 

Cronbach. Los resultados, que aparecen en la Tabla 17, mostraron valores entre ,60 y 

,80 en todos los casos. Los descriptivos de las puntuaciones promediadas también 

aparecen en la Tabla 18. 

Con los promedios obtenidos en cada escala se procedió a realizar el análisis de 

correlación canónica. Los resultados obtenidos mostraron una relación significativa 

entre ambos conjuntos de variables (λ = ,29; F (72, 3389,60) =10,53; p = ,001). Cinco 

parejas de funciones canónicas fueron significativas, de las cuales se retuvieron sólo 

dos, dada la magnitud de la varianza explicada y la significación sustantiva de la 

solución. 
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Tabla 18 

Descriptivos y valores del Alpha de Conbach para cada una de las escalas de juicio 

moral y de explicaciones causales utilizadas en este estudio 

 

Variables Mínimo Máximo Media 
Desviación 

típica 

Alpha de 

Cronbach 

Juicio moral      

Mala persona ,00 10,00 3,74 2,05 ,77 

Perjudica al medio 

ambiente 
1,25 10,00 8,86 1,26 ,60 

Beneficios materiales ,00 9,57 4,19 1,74 ,61 

Gravedad consecuencias 2,14 10,00 7,17 1,47 ,66 
Castigo 1,57 10,00 6,98 1,53 ,61 

Justificación ,00 8,00 2,42 1,52 ,64 

Indignación 1,86 10,00 7,10 1,60 ,66 

Explicaciones causales      

Perjudica personas 1,43 10,00 6,54 1,70 ,67 

No le preocupa medio 

ambiente 
,00 10,00 6,46 1,76 ,62 

Le preocupan más las 

personas 
,00 10,00 5,16 2,04 ,72 

Hace otras cosas ,00 9,43 2,95 1,98 ,80 

Todo el mundo lo hace ,00 10,00 4,72 2,07 ,74 

Desconoce prohibido ,00 9,00 2,61 1,67 ,67 

No hace daño a nadie ,00 10,00 5,09 1,78 ,64 

Autoridades ponen pegas ,00 10,00 3,94 2,01 ,70 

Hacen ley hacen trampa ,00 10,00 4,45 2,38 ,80 

Por ganar o ahorrar 

dinero 
,43 10,00 6,07 1,62 ,60 

 

Tal como puede observarse en la Tabla 19, la primera pareja de funciones 

comparte un 45% de sus respectivas varianzas.  

La primera función canónica de las escalas de juicio moral explica un 43,23% 

de la varianza de dichas escalas, mientras que la primera función canónica de las 

explicaciones causales explica un 14,95% de la varianza de dichas explicaciones. 
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Tabla 19 

Correlación canónica entre las escalas de juicio moral y las explicaciones causales de 

las transgresiones medioambientales 

 

 Funciones canónicas 

  Primera función  Segunda función 

 Variables originales Coeficientes estructura  Coeficientes estructura 

1
er 

conjunto de variables    

 Mala persona -,68  ,52 

 Perjudica Medio Ambiente -,63  -,43 

 Beneficios Materiales -,09  ,30 

 Gravedad Consecuencias -,77  -,11 

 Castigo -,78  -,08 

 Justificación ,51  ,75 

 Indignación -,82  -,04 

 Perjudica Personas -,69  ,15 

Coeficiente de trazo 43,23%  14,48% 

Coeficiente redundancia 19,67%  3,90% 

2
o
 conjunto de variables    

 No le preocupa m.a. -,91  ,07 

 Personas más importantes -,35  ,25 

 Hace otras cosas ,06  ,76 

 Todo el mundo lo hace ,01  ,31 

 Desconoce prohibido ,28  ,60 

 No hace daño a nadie ,22  -,10 

 Autoridades ponen pegas ,01  ,39 

 Hacen la ley, hacen la trampa -,18  ,45 

 Por ganar o ahorrar dinero -,48  -,04 

Coeficiente de trazo 14,95%  16,40% 

Coeficiente redundancia 6,80%  4,42% 

rc ,67  ,52 

rc
2
 ,45  ,27 

Lambda ,28  ,53 

 F(72, 3389,60) = 

10,85; 

p < ,01 

 F(56, 3004,85) =    

6,93; 

 p < ,01 

 

Los coeficientes de estructura sugieren que la primera función de las escalas de 

juicio moral refleja una valoración moral negativa en la que tienen más peso, por orden, 

la Indignación, el Castigo, la Gravedad de las Consecuencias, el grado en que Perjudica 

a las Personas, la consideración de que Es mala persona y el grado de Perjudica al 

Medio Ambiente. 
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Tal como muestra la Tabla 19 y la Figura 13, la primera función canónica de las 

explicaciones causales viene definida, por orden, por las explicaciones No le preocupa 

el medio ambiente, las Personas son más importantes que el medio ambiente y Por 

ganar o ahorrar dinero. Esta función claramente culpabiliza al transgresor asignándole 

motivos egoístas e interesados, acordes con una visión del mismo como “mala persona”. 

De este modo la primera dimensión, vinculada a la primera pareja de funciones, tiene 

que ver con una valoración negativa del comportamiento que se atribuye a rasgos 

negativos del transgresor. 

 

 

 

Figura 13. Varianza compartida y coeficientes de estructura de los dos conjuntos de 

variables para la primera función canónica. 
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La segunda pareja de funciones comparte un 28% de sus respectivas varianzas. 

La segunda función canónica de las escalas de juicio moral explica un 14,48% de la 

varianza de dichas escalas, mientras que la segunda función de canónica de las 

explicaciones causales explica un 16,40% de la varianza de dichas explicaciones. Los 

coeficientes de estructura sugieren que, en lo que se refiere a las escalas de juicio moral, 

la segunda función se refiere a la excusa moral en la que tienen más peso la escala de 

Justificación y de Es mala persona en sentido inverso y, en menor medida, la obtención 

de Beneficios Materiales. 

 

Figura 14. Varianza compartida y coeficientes de estructura de los dos conjuntos de 

variables para la segunda función canónica. 
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Tal como muestra la Tabla 18 y la Figura 14, la segunda función canónica de las 

explicaciones causales viene definida, por orden, por las explicaciones Hace otras cosas 

por el medio ambiente, Desconoce que está prohibido, Los que hacen la ley hacen la 

trampa, Las autoridades ponen tantas pegas que no dejan otro remedio y Todo el mundo 

lo hace. Esta función claramente exonera al transgresor justificando su comportamiento. 

De este modo la segunda dimensión, vinculada a la segunda pareja de funciones, tiene 

que ver con una justificación del comportamiento anti-ecológico ilegal, que se explica 

utilizando justificaciones y excusas que, a modo de técnicas de neutralización, 

preservan la imagen positiva del transgresor como “buena persona”. 

5.5. Discusión. 

El objetivo de esta investigación era analizar la percepción social de las 

transgresiones medioambientales, centrada fundamentalmente en los juicios morales y 

las explicaciones causales de incidentes ocurridos en el entorno inmediato de la vida 

cotidiana de personas de la población general. Para ello, se partió de los estudios 

empíricos previos realizados con transgresores medioambientales y con profesionales 

responsables de la aplicación de las leyes de protección del medio ambiente. Sin 

embargo, dado el reducido número de tales estudios se ha tenido en cuenta otras 

perspectivas psicosociales y psicoambientales a la hora de diseñar e interpretar los 

resultados. 

En la introducción teórica se había planteado que el estudio de la percepción 

social de las transgresiones a las LPMA es de interés por varias razones. En primer 

lugar, porque permite averiguar si las particularidades asignadas a las transgresiones 

medioambientales por las personas legas son las mismas que atribuyen los académicos. 

En segundo lugar, es un manera de aproximarse a los principios que las personas 

consideran importantes para asignar/evitar los sentimientos de culpa (Walton, 1985), 
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tanto cuando se imaginan a sí mismas como transgresoras como cuando se imaginan 

que el transgresor es otra persona (Gonzáles et al., 1992). Y, por último, da una medida 

del apoyo social y/o consolidación como normas morales sociales y/o personales de las 

LPMA, la mayoría de las cuales son de reciente creación, poniendo de manifiesto la 

fortaleza o debilidad del vínculo entre las personas y la norma transgredida (Fritsche, 

2002). 

Esta información es importante porque el delito ecológico abarca una amplia 

variedad de hechos, lo suficientemente distintos entre sí para suponer que se utilicen 

elementos también diferentes en la valoración de cada uno (Martín y Hernández, 2010). 

Asimismo, existen comportamientos anti-ecológicos ilegales que, aunque no 

constituyen delitos propiamente dichos, tienen un efecto considerable sobre el medio 

ambiente y son objeto de sanción administrativa. Tal es el caso de las acampadas 

ilegales, los vertidos de desechos tóxicos por parte de pequeñas empresas, entre otros. 

Por ello, se hace necesario investigar qué elementos toman en consideración las 

personas cuando valoran distintos tipos de infracciones de las leyes de protección del 

medio ambiente. Asimismo, aunque los juicios de gravedad tienen una amplia tradición 

en el estudio del delito común, existen otros criterios de valoración que también han 

demostrado ser útiles a la hora de configurar la multidimensionalidad del espacio 

perceptivo de los delitos, tales como la responsabilidad, la intencionalidad y la 

justificación (Martín, 1990). Por esta razón, en este estudio se ha utilizado distintas 

dimensiones de valoración para analizar una muestra representativa de transgresiones 

medioambientales en el contexto de la vida cotidiana. Así, se estudia, por un lado, cómo 

las personas juzgan moralmente estos comportamientos y, por otro, cómo los explican 

en términos atribucionales. 
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Los resultados obtenidos indican que, a la hora de valorar las transgresiones 

medioambientales que ocurren en su entorno inmediato, las personas tienen en cuenta 

no sólo la gravedad y/o la sanción penal. Hernández y cols. (2005) ya había puesto de 

manifiesto que los estudiantes universitarios utilizan al menos tres dimensiones a la 

hora de valorar las transgresiones medioambientales. Estas dimensiones tenían que ver 

con si las transgresiones implicaban actividades de construcción, suponían un impacto 

ambiental primario vs. secundario y en qué medida generaban beneficios económicos. 

Todas las transgresiones evaluadas recibieron puntuaciones extremas y negativas en la 

mayoría de las escalas de valoración, excepto las construcciones ilegales, consideradas 

como más justificables, menos graves, menos dañinas para el medio ambiente y para las 

personas, y menos merecedoras de castigo. En este sentido, Martín et al. (2011) 

comprobaron, también con estudiantes universitarios, la existencia de dos funciones 

discriminantes, definidas por las dimensiones del estudio anterior, que reflejan 

claramente cómo las personas diferencian espontáneamente entre las construcciones 

ilegales, las transgresiones contra el medio natural y la contaminación. 

En nuestro estudio se siguió el mismo procedimiento utilizado por Hernández et 

al. (2005) con estudiantes universitarios pero aplicándolo a una muestra representativa 

de la población general. Además, tal como hicieron Martín et al. (2011) con estudiantes 

universitarios, se llevó a cabo un segundo tipo de escalamiento multidimensional, 

menos habitual, en el que se utilizó como input las diferencias cuadráticas medias de las 

puntuaciones asignadas a cada par de transgresiones por todos los participantes en cada 

escala (Forgas et al., 1980). Este segundo procedimiento permitió, además de constatar 

que el espacio perceptivo es consistente independientemente del tipo de análisis 

realizado, interpretar de un modo más ajustado la naturaleza de las dimensiones. Este 

segundo tipo de análisis llevó también a ratificar la interpretación de las dimensiones 
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que se hizo en el estudio de Hernández et al. (2005) y de Martín et al. (2011). Mediante 

las ponderaciones de las escalas en dichas dimensiones, se observó que a la dimensión 

acciones constructivas vs. no constructivas, subyace la valoración de la cantidad de 

castigo que merecen y la gravedad de sus consecuencias, sobre todo para el medio 

ambiente. A la dimensión de impacto ambiental primario vs. secundario subyace la 

valoración que las personas hacen de las transgresiones según el grado de indignación 

que les producen y de que exista justificación para las mismas. En la tercera dimensión, 

lo que se valora fundamentalmente es si la actividad genera beneficios materiales, de 

modo que el hecho se deriva de una actividad económica de carácter más estable. 

Los resultados obtenidos mediante MANOVAS y ecuaciones de regresión 

añaden información de interés a lo ya comentado. Así, las transgresiones son valoradas 

negativamente en la mayoría de los casos, aunque las respuestas de los participantes 

sugieren que hay variaciones entre ellos en todas las escalas utilizadas. Existen 

transgresiones que son valoradas muy negativamente en casi todas las escalas, 

transgresiones que son valoradas negativamente en unas escalas sí y en otras no, y 

transgresiones que reciben puntuaciones en torno al punto medio de la escala o por 

debajo. Las transgresiones valoradas más negativamente en casi todas las escalas son el 

vertido de aguas fecales por parte de un ayuntamiento y matar a una especie protegida. 

Las transgresiones valoradas menos negativamente son la acampada y la sustitución de 

ventanas. 

No obstante, hay que tener en cuenta que la transgresión más negativamente 

valorada, el vertido de aguas fecales permitido por el Ayuntamiento, constituye un 

ejemplo del delito de contaminación que las personas valoran como de gravedad 

intermedia cuando se comparan con delitos no ecológicos (De la Fuente y cols., 2002). 

La posición de los delitos de contaminación es compartida por la de los incendios 
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forestales, posición que en términos generales resulta acorde con el ordenamiento de 

delitos en función de las condenas de prisión asignadas por el Código Penal español (De 

la Fuente y cols., 2002; García-Cueto y cols., 2003). Estos datos no contradicen 

nuestros resultados pero sugieren que la polarización de las puntuaciones asignadas en 

nuestro estudio a las transgresiones medioambientales en el extremo negativo de las 

escalas se vería atemperada si se contemplara en relación a otros delitos no ecológicos. 

Al variar los puntos de anclaje, lo que variaría sería la distancia respecto a los extremos 

de la escala, pero no la distancia relativa entre las transgresiones estudiadas. 

Los datos también han puesto de manifiesto que la cantidad de castigo que se 

asigna a las distintas transgresiones depende de en qué medida provocan indignación, 

tienen consecuencias graves, perjudican al medio ambiente y perjudican a las personas. 

Por el contrario, el que genere beneficios materiales es lo que menos explica la cantidad 

de castigo asignado. La investigación previa apunta que el daño instrumental frente al 

puramente hostil es valorado siempre de modo menos negativo (Ferguson y Rule, 

1983). Sin embargo, en los resultados de este trabajo ni las transgresiones con más 

beneficios materiales son las mejor valoradas en el resto de las escalas, ni aquellas que 

más perjudican a las personas las peor valoradas. Así, las transgresiones del ruido de la 

cervecería y la extracción de picón se sitúan en el extremo superior de la escala de 

medida, en tanto que las transgresiones de conducir campo a través y acampar 

ilegalmente lo hacen en el extremo inferior. En lo que se refiere al perjuicio para las 

personas, no obstante, la transgresión de la cervecería desplaza a la de la caza del 

cernícalo, aunque el resto permanece igual. 

Una explicación a este patrón de valoración puede encontrarse en la dimensión 

ecocentrismo/antropocentrismo que vertebra los estudios sobre creencias 

medioambientales en relación al comportamiento pro-ambiental (Thomson y Barton, 



El impacto de las atribuciones y las normas   103 

1994). Desde este punto de vista, en la valoración del comportamiento antiecológico, se 

combinan también criterios de ambos tipos. Así por ejemplo, las estimaciones del 

perjuicio al medio ambiente y de la gravedad de las consecuencias pueden considerarse 

elementos asociados con el polo ecocéntrico, mientras que el perjuicio a las personas y 

los beneficios materiales corresponderían al polo antropocéntrico. De este modo, y de 

acuerdo con los resultados obtenidos, el perjuicio para el medio ambiente parece primar 

frente al perjuicio/beneficio para las personas a la hora de asignar castigo. También la 

indignación que provocan las transgresiones medioambientales podría tener que ver con 

el valor simbólico atribuido a los comportamientos descritos. 

En nuestro caso, las transgresiones más censuradas son aquellas relacionadas 

con el hecho de que sea una autoridad la que contamina, nada menos que el mar, y con 

que el animal al que se ha dado muerte, no sólo es una especie protegida, sino 

específicamente un cernícalo. El cernícalo es un ser vivo en una situación de 

vulnerabilidad o necesidad. Estas características han sido relacionadas por Opotow 

(1994) con la aplicación de normas morales y los principios de justicia a un ser vivo, 

mediante su inclusión en el foco de la justicia. 

El foco de la justicia es “el límite psicológico, dentro del cual las 

consideraciones de justicia gobiernan nuestra conducta” (Opotow, 1994, pág. 50). 

Además de su naturaleza como ser vivo vulnerable, es interesante tener en cuenta que 

no se trata de cualquier especie protegida sino del Falco tinmunculus canariensis, muy 

vinculado a la identidad canaria de los participantes. Asimismo, el hecho de que el 

vertido de aguas sea al mar es muy significativo ya que los participantes son isleños y el 

mar también es un elemento muy vinculado a su identidad. También es significativo el 

hecho de que el responsable de los vertidos sea un ayuntamiento, es decir una 

“autoridad”.  
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En términos de Opotow (1994) “el grado en que el mundo natural es incluido en 

el foco de la justicia varía considerablemente entre (…) sistemas de valores (pág. 50). 

El argumento anterior viene ratificado por  el hecho de que, aunque las personas 

encuestadas compartan una estructura perceptiva bastante estable, existen diferencias 

sociodemográficas a tener en cuenta. Así, son las mujeres, los habitantes de las zonas 

urbanas y las personas de más edad quienes tienen una opinión más negativa de las 

transgresiones ambientales. En el caso del sexo, las diferencias halladas no dependen de 

la naturaleza de la transgresión evaluada, ya que las mujeres se muestran siempre más 

punitivas que los hombres, en la línea de los estudios sobre percepción del delito (p.e., 

García Cueto y cols., 2003). Este resultado es coherente con el hecho de que las mujeres 

suelen tener actitudes más pro-ambientales que los hombres (Hernández e Hidalgo, 

2000). En lo que respecta a la influencia de la edad y la zona de residencia, las 

diferencias encontradas en los juicios dependen del tipo de transgresión y de la escala de 

valoración, de modo que resulta difícil encontrar patrones de respuesta claros. Así, por 

ejemplo, que los jóvenes sean más comprensivos con el ruido provocado por una 

cervecería, la acampada ilegal y la sustitución ilegal de ventanas podría explicarse en 

términos de relevancia hedónica (Jones y Davis, 1965). Sin embargo, este principio no 

resulta útil para entender por qué los residentes en zonas urbanas son los más severos a 

la hora de valorar estas mismas transgresiones. 

En lo que a las explicaciones de las transgresiones medioambientales se refiere 

la investigación empírica anterior se centró en transgresores (p.e., Eliason y Dodder, 

1999; Forsyth y cols. 1998; Shelly y Crow, 2009; Situ, 1998) y en profesionales 

encargados de aplicar las leyes medioambientales (p.e., Du Rées, 2001; Forsyth, 1993a 

y b; Forsyth y Marckese, 1993a; Situ, 1998), pero no en población general. Una de las 

contribuciones de esta tesis al conocimiento sobre delito ecológico es aportar datos 
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sobre las explicaciones que las personas seleccionan como más probables en relación a 

las transgresiones medioambientales llevadas a cabo por otros en su contexto inmediato, 

y el peso que esas explicaciones tienen en la asignación del castigo a quienes las 

cometen. Al tratarse de un campo de investigación emergente, para diseñar el estudio e 

interpretar los resultados obtenidos se ha acudido a trabajos sobre técnicas de 

neutralización y sobre explicaciones en interacciones sociales conflictivas, tal como 

hace Fritsche (2002). 

Los resultados obtenidos muestran que las explicaciones del comportamiento 

anti-ecológico ilegal subyacen también a las dimensiones del espacio perceptivo de las 

transgresiones medioambientales. Así, las explicaciones Es mala persona, No le 

preocupa el medio ambiente y Consideran que no hace daño a nadie, subyacen a la 

dimensión constructivo vs no constructivo, siendo las transgresiones de tipo no 

constructivo las explicadas de modo más negativo. La explicación Por ganar o ahorrar 

dinero subyace lógicamente a la dimensión Genera Beneficios Materiales, que es la 

tercera en el escalamiento realizado a partir de las escalas de evaluación. Las 

explicaciones Hace otras cosas por el medio ambiente, Considera que todo el mundo lo 

hace y Las personas que hacen la ley hacen la trampa subyacen a la tercera dimensión, 

que es la segunda en el escalamiento realizado a partir de las escalas de evaluación. Esta 

dimensión sugiere un impacto ambiental secundario versus primario, ya que las 

personas realizan conductas de ocio que resultan en un impacto ambiental secundario. 

Tomados conjuntamente, los resultados obtenidos en esta tesis y en el estudio de 

Hernández et al. (2005) ponen de manifiesto que el espacio perceptivo de los 

estudiantes universitarios y el de la población general son semejantes, tanto en lo que se 

refiere a las dimensiones encontradas como a la distribución de las transgresiones 

medioambientales en relación a las mismas. Estas similitudes apoyan la consistencia de 
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las dimensiones aisladas, con independencia de los participantes, el número de 

transgresiones y el tipo de medida. Sin embargo, es importante llamar la atención sobre 

algunas cuestiones. Las escalas de juicio moral y, sobre todo, las explicaciones causales 

utilizadas no fueron tan buenas a la hora de interpretar la segunda dimensión, impacto 

ambiental primario versus secundario, como en el caso de las otras dos dimensiones. Sin 

embargo, las distancias relativas entre las transgresiones sí se reflejaron en el espacio 

perceptivo con toda claridad. Esto quiere decir que el espacio es independiente de los 

anclajes usados para acceder al mismo. De esta forma el procedimiento de pedirles a los 

participantes que puntúen los estímulos en escalas como medio para obtener las 

distancias relativas entre los estímulos, resulta más rico que pedirles juicios de 

similitud/disimilitud. Las distancias y la distribución consiguiente de los estímulos en el 

espacio serán independientes de las escalas siempre que sean varias las escalas y 

diversos estímulos (Forgas, 1980, 1982). 

Volviendo a los resultados obtenidos con las explicaciones causales observamos 

que las transgresiones del vertido de aguas fecales, el ruido de la cervecería y, sobre 

todo, la extracción de picón se explican diciendo que se hace Por ganar o ahorrar dinero. 

Las transgresiones de conducir campo a través y matar a un cernícalo se explican 

diciendo que No les preocupa el medio ambiente. Por último, las transgresiones de la 

acampada ilegal y la sustitución de ventanas en el casco histórico se explican diciendo 

que No hacen daño a nadie. De este modo, las explicaciones más utilizadas son Por 

ganar o ahorrar dinero, No le preocupa el medio ambiente y No hacen daño a nadie. 

Estas respuestas coinciden con las dadas por los cazadores furtivos en los 

estudios de Forsyth y cols. (1998) y Eliason and Dodder (1999). También van en la 

línea del estudio de Situ (1998) con transgresores medioambientales acusados de 

vertidos ilegales y con los agentes encargados de aplicar las leyes medioambientales. 
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Los cazadores furtivos hablan de “ganar dinero para comer”, de “sobrevivir”, y de 

“conseguir carne para alimentar a la familia”. Tanto los cazadores como los 

transgresores y los agentes medioambientales del estudio de Situ consideran que no se 

ha hecho daño a nadie. Por lo tanto, parece que las personas de la población general de 

nuestro estudio coinciden con los transgresores y con los agentes medioambientales de 

otros países a la hora de explicar el delito ecológico. Sin embargo, los resultados de los 

estudios realizados en nuestro país con transgresores medioambientales (Martín, 

Salazar-Laplace y cols., 2008) muestran que las explicaciones más utilizadas fueron 

negar la norma, haber utilizado medidas reparadoras, redefinir el hecho, negar la 

intención/responsabilidad, y apelar a objetivos emocionales/relacionales. 

Estos datos podrían parecer contradictorios ya que sugieren que los transgresores 

medioambientales justifican su conducta, aludiendo a la falta de legitimidad social de 

las LPMA, ya que la expresión que más utilizan es “todo el mundo lo hace”. Sin 

embargo, no podemos olvidar que el estudio citado se centró en el análisis de las 

explicaciones incluidas en las alegaciones presentadas ante la Administración por 

personas pendientes de sanción por haber quebrantado alguna LPMA en un contexto de 

alta protección medioambiental. Y sabemos que las explicaciones varían en su 

efectividad para reducir o evitar el castigo (Fritsche, 2002). Es lógico pensar que los 

transgresores, cuando redactan sus alegaciones, ya sea por sí mismos o con la ayuda de 

un abogado, van a elegir no aquellas explicaciones con las que están personalmente más 

de acuerdo, sino aquellas que creen van a ser más útiles para su propósito: no ser 

castigados. 

Mientras la explicación mediante la maldad de la persona constituye una 

atribución interna coherente con el sesgo fundamental de atribución (Ross 1977), el 

resto de las explicaciones son tanto justificaciones como excusas que admiten que el 
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comportamiento es reprensible. Entre las transgresiones que se explican con 

atribuciones a rasgos negativos internos estarían el vertido de aguas fecales al mar por 

parte de un ayuntamiento y el disparar a una especie protegida. Sin embargo, la 

acampada ilegal y la sustitución inadecuada de ventanas en un casco histórico se 

consideran transgresiones reprensibles pero que se excusan porque No hacen daño a 

nadie. La acampada ilegal y la extracción ilegal de picón se justifican diciendo que Las 

autoridades ponen tantas pegas que no dejan otra opción. En los estudios anteriores 

(Martín, Salazar-Laplace et al., 2008; Martín et al., 2008), en los que se analizaba las 

justificaciones dadas por los transgresores medioambientales, no aparece este tipo de 

atribuciones porque no son útiles para intentar eludir el castigo institucional. Es por ello 

que los datos que se aportan en esta ocasión son valiosos para entender mejor no sólo la 

valoración sino la explicación del delito ecológico por parte de la sociedad en general. 

Otro conjunto de datos que merece ser comentado respecto a las explicaciones 

causales se refiere a la influencia de las variables sociodemográficas. En este estudio se 

analizó el impacto del sexo, la edad y la zona de residencia. El sexo se incluyó porque 

en estudios previos se habían detectado diferencias entre hombres y mujeres tanto en la 

cantidad de explicaciones como en el tipo de argumento utilizado (Schönbach, 1990; 

Hamilton y Hagiwara, 1992). En general, las mujeres solían dar más explicaciones y 

más extensas, utilizando concesiones y excusas en mayor medida mientras que los 

hombres suelen utilizar estrategias más defensivas (justificaciones y negaciones). Otros 

estudios, aunque no habían encontrado diferencias en el tipo de argumentos, sí 

constataron una mayor frecuencia en el uso de concesiones por parte de las mujeres 

(Gonzáles et al, 1992).  

En nuestro caso, el sexo no influye, pero sí la edad y la zona de residencia, 

variables que no aparecen reflejadas en los estudios previos. Sin embargo, aunque los 
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contrastes a posteriori pusieron de manifiesto algunas diferencias significativas éstas 

son marginales y no permiten establecer una tendencia o perfil característico de los 

grupos de edad o de las zonas de residencia. 

Las explicaciones se relacionan con la asignación diferencial de castigo a las 

transgresiones, tal como ocurría con la escalas de juicio moral. Aunque el peso relativo 

de cada explicación varía en función de la transgresión evaluada, la mayor asignación 

de castigo se suele hacer en función de si se considera que el infractor lo hizo porque Es 

mala persona, porque No le preocupa el medio ambiente y porque busca obtener 

Beneficios económicos. Por el contrario, la realización de acciones compensatorias del 

daño ambiental producido, el desconocimiento de la prohibición y la creencia de que la 

infracción no causa daño a nadie, actúan como justificación y excusas del castigo 

asignado. 

Llegado a este punto es necesario plantear qué tipo de relación existe entre las 

escalas de juicio moral y las explicaciones causales, ya que ambos constructos  permiten 

acceder a un mismo espacio perceptivo de las transgresiones medioambientales, tal 

como hemos comentado anteriormente. Los resultados obtenidos en el análisis de 

correlación canónica ponen de manifiesto que, en general, las personas consideran que 

el comportamiento anti-ecológico ilegal es un reflejo de “la maldad” de quien lo realiza. 

En este caso, las explicaciones de la conducta están vinculadas a rasgos internos en 

términos del error fundamental de atribución (Ross, 1977) como en cualquier otro tipo 

de conducta. Sin embargo, existen circunstancias que pueden llevar a que individuos 

que no son realmente “malos” se comporten ilegalmente en términos medioambientales. 

Para explicar el comportamiento en esas circunstancias se utilizan razones que 

pueden ser tanto justificaciones como excusas y que están vinculadas a las 

peculiaridades de la conducta anti-ecológica ilegal. Este resultado es consistente con los 
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estudios sobre modelos de justicia en el debate medioambiental que demuestran que los 

principios de justicia que se usan en relación con el medio ambiente difieren de los 

principios tradicionales de justicia distributiva y procedimental (Clayton, 2000). En el 

citado estudio los participantes consideraron que la responsabilidad hacia otras especies 

y hacia las futuras generaciones, así como los derechos del medio ambiente, eran los 

principios relevantes a tener en cuenta a la hora de resolver los conflictos 

medioambientales. También los estudios sobre exclusión moral convergen con los 

resultados de esta tesis mostrando cómo algunas de las explicaciones utilizadas por 

nuestros participantes aparecen en los conflictos medioambientales para justificar el 

hacer daño a aquellos (medioambiente, animales, plantas) que estás fuera del foco de la 

justicia (Opotow y Weiss, 2000). 

Más específicamente, muchas de las explicaciones que justifican o excusan las 

transgresiones medioambientales han aparecido en estudios previos con cazadores 

furtivos (Eliason y Dodder, 1999; Forsyth y cols., 1998), con acusados de vertidos 

ilegales (Situ, 1998) y con varios transgresores medioambientales (Martín, Salazar-

Laplace et al., 2008; Martín et al., 2008). Los estudios con cazadores furtivos y vertidos 

ilegales fueron realizados en el marco de la teoría de la neutralización (Sykes y Matza, 

1957; Maruna y Copes, 2005), mientras que los estudios de Martín, Salazar et al. (2008) 

y Martín et al. (2008) se basaron en los estudios sobre explicaciones en interacciones 

sociales conflictivas en las que se ha violado alguna norma y a los participantes se les 

pregunta por las razones que subyacen a su conducta. Por lo tanto, para interpretar los 

resultados de esta tesis conjuntamente con los de los estudios previos es necesario hacer 

uso de un marco conceptual más amplio como el de Fritsche, (2002). El modelo de 

Fritsche, (2002) va un paso más allá de las teorías clásicas de la atribución, dando por 

sentada la distinción entre causas y razones (Buss, 1978) y entre justificaciones y 
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excusas (Scott y Lyman, 1968), añadiendo las categorías de concesiones y negaciones 

(Schönbach, 1990) y especificando los tipos de justificaciones y excusas (Walton, 1985) 

incorporando para ello las técnicas de neutralización (Sykes y Matza, 1957). 

Teniendo en mente el modelo de Fristche (2002), tiene sentido que, en 

circunstancias exculpatorias, los participantes de esta tesis coincidan con los 

transgresores medioambientales de estudios previos al decir que necesitan dinero para 

vivir/sobrevivir, carne para alimentar a la familia y que no se hace daño a nadie, que los 

guardas forestales (autoridades, políticos) son los corruptos, los verdaderos responsables 

de todo lo ocurrido. Los participantes también coinciden con los acusados de estudios 

previos cuando cuestionan la legitimidad de la ley (Tyler, 2006) justificando la conducta 

ilegal diciendo que todo el mundo lo hace y cuando la excusan diciendo que el 

transgresor no sabía que estaba prohibido (Martín, Salazar et al., 2008; Martín et al., 

2008). Lo que parece nuevo a primera vista es el escaso uso de la explicación Hace 

otras cosas por el medio ambiente. Pero esta explicación es una concesión en términos 

de Walton (1985) (compensación) y pretende reducir el castigo asociado al 

quebrantamiento de la ley. 

Los participantes de esta tesis están actuando como observadores no como 

autores (Jones y Nisbett, 1972) y, como no se sienten en la necesidad de eludir el 

castigo, pueden usar menos esta explicación. De hecho, la frecuencia con que se usa una 

explicación depende no sólo del tipo de transgresión (Martín, Salazar et al., 2008) y de 

quien la da (Jones y Nisbett, 1972), sino de la situación de juicio en la que se genera 

(Fristsche, 2002). Es por esto que las explicaciones varían en su eficacia para 

reducir/eludir el castigo (Fristsche, 2002), pero los observadores no están tan 

preocupados por el castigo como los autores. Las explicaciones analizados por Martín, 

Salazar-Laplace et al. (2008) estaban incluidas en las alegaciones presentadas por los 
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acusados de transgresiones medioambientales durante el proceso administrativo 

encaminado a sancionar su conducta y que, en su día, se adjuntaron a los expedientes de 

los casos. Cuando un transgresor escribe sus razones en tales circunstancias, ya sea por 

sí mimo o con la ayuda de un abogado, es probable que no elija la explicación con la 

que está más de acuerdo personalmente, sino aquella que considera más efectiva para 

evitar la sanción. Por esta razón, no usan nunca la explicación Por ganar o ahorrar 

dinero o No me preocupa el medio ambiente, como hacen los observadores cuando 

explican las transgresiones menos valoradas en la primera función canónica. 

En síntesis, los resultados presentados, tomados conjuntamente con los de 

Martín, Hernández et al. (2008), sugieren que existe una aceptación social diferencial de 

las leyes medioambientales, tal vez debido a la fragmentación del marco legal del que se 

hablaba en la introducción. En este sentido este trabajo amplía el conocimiento aportado 

por De la Fuente et al. (2002) y García-Cueto et al. (2003) en la medida en que, si bien 

estos autores analizaban la valoración que, tanto legos como expertos en derecho, 

hacían de los delitos ecológicos respecto a otros delitos comunes, lo hacían sólo para los 

incendios forestales. Los resultados de esta tesis deberían completarse con datos de 

estudios semejantes, llevados a cabo tanto dentro como fuera de nuestro país, ya que los 

encuestados hasta ahora son todos españoles y residen mayoritariamente en un espacio 

objeto de una alta protección medioambiental, de modo que las LPMA tienen una gran 

visibilidad. Asimismo, las características morales y el valor simbólico tanto de las 

“víctimas” como de los “transgresores” deberían estudiarse con más profundidad, ya 

que la identidad moral es una de las variables implicadas en la conducta moral (Aquino 

y Reed, 2002), así como la legitimidad percibida de la norma en la conducta respetuosa 

con la ley (Tyler, 2006). 
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Por último, la investigación futura debería tener en cuenta los siguientes 

aspectos. 1) La gente siente respeto por los sistemas legales que imponen sanciones 

coherentes con sus atribuciones acerca de las causas de la conducta respetuosa con la 

ley y tienden a apoyar aquellas políticas que son coherentes con tales causas atribuidas 

(Sanderson y Darley, 2002). 2) La inclusión del mundo natural en el foco de la justicia 

influye en las actitudes hacia la protección medioambiental (Opotow, 1994). 3) La 

reducción de la probabilidad percibida de conducta anti-ecológica se ha asociado más a 

los sentimientos de culpa, más relacionados con los principios morales personales, que 

con sentimientos de vergüenza, más relacionados con la pérdida del respeto de los otros 

(Gramsmich, Bursik y Kinsey, 1991). Los sentimientos de vergüenza tienen que ver con 

las normas sociales, mientras que los sentimientos de culpa se relacionan con las 

normas personales (Thøgersen, 2006). En la siguiente investigación se analizan estas 

variables y su relación con las razones para las conductas respetuosas con las leyes 

medioambientales y con la motivación pro-ambiental. 
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6. Estudio 2. La relación entre las razones
1
 para no realizar el comportamiento 

anti-ecológico ilegal, la motivación pro-Ambiental y las normas personales y 

sociales. 

6.1. Objetivos. 

Teniendo como marco de referencia el problema de investigación formulado a 

partir de los enfoques teóricos descritos en la primera parte de esta tesis, en esta segunda 

investigación se pretende estudiar la relación entre las razones para no realizar el 

comportamiento anti-ecológico ilegal, la motivación pro-ambiental y las normas 

personales
2
 y sociales. Este objetivo general se desglosa en los siguientes objetivos 

específicos: 

1. Explorar si las razones que se dan para no realizar el comportamiento anti-

ecológico ilegal son las mismas que subyacen al comportamiento pro-ambiental. 

2. Estudiar la relación entre las razones para no realizar el comportamiento anti-

ecológico ilegal, la motivación pro-ambiental, el juicio moral, las normas sociales, la 

identificación con el grupo, la satisfacción medioambiental y el comportamiento anti-

ecológico ilegal. 

6.2. Hipótesis. 

A partir de los objetivos establecidos se han formulado las siguientes hipótesis: 

1. Las razones internas para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal 

se relacionan con la motivación pro-ambiental interna. 

2. Las razones externas para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal 

se relacionan con la motivación pro-ambiental externa. 

                                                         
1
 En este estudio se utiliza el término razones en lugar de explicaciones causales porque es el individuo 

quien explica su comportamiento mientras que en el estudio anterior se trata de explicar el 

comportamiento de otros. 
2
 Al igual que hace Schwartz (1977) y otros autores citados en la introducción teórica, en esta 

investigación se conceptualizan las normas personales en términos de juicios morales, por lo que a partir 

de este punto se utilizará siempre el término juicio moral. 
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3. El comportamiento anti-ecológico ilegal está determinado negativamente por 

las razones Internas para no realizarlo y positivamente por las normas sociales 

descriptivas. 

4. Las razones internas para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal 

están conformadas por la razones introyectadas, las razones identificadas y por las 

razones integradas. 

5. Las razones internas para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal 

están influidas por la motivación pro-ambiental y por el juicio moral sobre dicho 

comportamiento que, está influido, a su vez, por las normas sociales prescriptivas. 

6. Las normas sociales prescriptivas están determinadas por las razones externas 

para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal y por la identificación con el 

grupo. 

La Figura 15 representa el modelo hipotetizado mediante las hipótesis 3, 4, 5 y 

6. 
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Figura 15. Modelo hipotetizado para explicar el comportamiento anti-ecológico ilegal 

en función de las razones para no realizarlo, la motivación pro-ambiental, la 

identificación con el grupo, el juicio moral y las normas sociales. 
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6.3. Método. 

6.3.1. Participantes. 

En esta investigación tomaron parte 311 personas, estudiantes universitarios de 

los tres primeros cursos de Psicología, con edades comprendidas entre los 17 y los 35 

años (M = 20; DT = 2,72), mayoritariamente de género femenino (83,5%). Los 

participantes obtuvieron por su participación créditos en una asignatura del área de 

Psicología Social. 

6.3.2. Instrumentos. 

Se elaboró un cuestionario en el que se incluyeron 11 preguntas, tres relativas a 

comportamiento, tres relativas a normas, cuatro relativas a razones para no realizar 

comportamientos anti-ecológicos ilegales y una relativa a la identificación con el grupo 

(ver Anexo B). Las preguntas sobre comportamiento servían para medir las variables 

Conducta Anti-ecológica Ilegal Pasada, Probabilidad de Conducta Anti-Ecológica Ilegal 

Futura y Conducta Pro-ambiental Autoinformada. Las preguntas relativas a normas 

medían las variables Norma Descriptiva, Norma Prescriptiva y Juicio Moral. Las 

preguntas relativas a razones para no realizar comportamientos anti-ecológicos ilegales 

medían las variables Razones Externas, Razones Introyectadas, Razones Identificadas y 

Razones Integradas. La pregunta sobre identificación con el grupo medía la variable 

Identificación con el Grupo. 

Cada una de estas preguntas, excepto la de Conducta Pro-ambiental 

Autoinformada y la de Identificación con el Grupo (nueve de las 11 preguntas), fueron 

formuladas a modo de escala independiente en relación a siete transgresiones 

medioambientales. Estas transgresiones fueron seleccionadas, tal como se ha descrito en 

el estudio 1, a partir de las investigaciones de Hernández y cols. (2005) y Martín, 

Hernández y cols. (2008). En este caso, no obstante, como se pretendía tomar medidas 
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de autoinforme, se sustituyeron tres de las transgresiones utilizadas por Martín, 

Hernández y cols. (2008) por otras que, si bien tenían una localización semejante en el 

espacio tridimensional descrito por estos autores, era más probable que hubieran sido 

realizadas alguna vez por los participantes. Las transgresiones incluidas en el 

cuestionario fueron: circular campo a través por una reserva natural, acampar sin 

autorización en una playa, verter aguas fecales al mar, construir una vivienda en un 

terreno rústico de uso agrícola, poner música a un volumen que molesta a los vecinos, 

tirar escombros y electrodomésticos usados a un solar y matar a una especie protegida. 

En el caso de la Conducta Pro-ambiental Autoinformada la pregunta se formuló en 

relación a siete comportamientos pro-ambientales: dos de reutilización, dos de 

reciclado, uno de consumo y dos de ahorro. Los comportamientos incluidos fueron, por 

orden: reutilización de papel, reutilización de bolsas de plástico, tirar botellas al 

contenedor verde, tirar tetrabriks al contenedor amarillo, comprar fruta y verdura a 

granel, cerrar el grifo al enjabonarse en la ducha y apagar la luz al salir de una 

habitación vacía. Respecto a la variable Identificación con el Grupo se preguntó a los 

participantes acerca de lo orgullosos que se sentían de ser miembros de la comunidad 

española, de la canaria, de la de su isla, de la de su pueblo/ciudad y de la de su barrio. 

Además de estas preguntas se incluyeron en el cuestionario la Escala de Motivación 

hacia el Medio ambiente y la Escala de Satisfacción con el Medio ambiente, ambas 

traducidas para este estudio. 

La Escala de Motivación hacia el Medio ambiente (EMM) fue elaborada por 

Pelletier et al. (1998) y consta de 24 ítems relativos al comportamiento pro-ambiental 

que hacen referencia a los seis tipos de motivación descritos por Deci y Ryan (1985). 

La Escala de Satisfacción con el Medio ambiente (ESM) fue elaborada por 

Pelletier et al. (1996) y consta de ocho ítems, cuatro relativos a la satisfacción con el 
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medio ambiente en términos generales y cuatro relativos a la satisfacción con la política 

de la Administración respecto al medio ambiente. 

El cuestionario incluía además una serie de datos socio-demográficos (sexo, 

edad, curso y lugar de residencia) para determinar el perfil de la muestra. Para 

contrarrestar un posible efecto de arrastre en las respuestas al cuestionario, se 

prepararon dos versiones del mismo, estableciendo dos ordenamientos para los 

episodios. 

6.3.3. Procedimiento. 

El cuestionario final estuvo precedido por unas instrucciones en las que se 

explicaba a los alumnos que el Departamento de Psicología Cognitiva, Social y 

Organizacional estaba llevando a cabo un estudio para conocer la opinión de las 

personas acerca de algunos comportamientos relacionados con la aplicación de las leyes 

en Canarias y que se solicitaba su colaboración para que contestaran a una serie de 

preguntas sobre comportamientos que la gente realiza alguna que otra vez, con el objeto 

de averiguar cuáles eran los más frecuentes, cuáles eran los que están dispuestos a hacer 

un mayor número de personas y por qué es así. Estas instrucciones se les facilitaban a 

los participantes verbalmente y por escrito en el contexto del aula de clase. Una vez 

comprobado que las entendían, se les pedía que contestaran y, cuando terminaban, se les 

agradecía su colaboración. 

6.4. Resultados. 

Los datos obtenidos fueron analizados estadísticamente teniendo en cuenta los 

objetivos del estudio. Los resultados de los análisis realizados se describen a 

continuación en seis apartados diferentes: 1) La estructura factorial y la consistencia 

interna de la EMM; 2) La validez predictiva de la EMM en relación a la Conducta Pro-

ambiental; 3) La relación entre las puntuaciones factoriales en la EMM y las razones 
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para no realizar comportamientos anti-ecológicos ilegales; 4) La estructura factorial y la 

consistencia interna de la ESM; y 5) El modelo de ecuaciones estructurales para 

explicar la conducta anti-ecológica ilegal. 

6.4.1. La estructura factorial y la consistencia interna de la EMM. 

Con el objeto de comprobar si la estructura factorial de la traducción de la EMM 

replicaba la original obtenida por sus autores, se llevó a cabo un análisis de 

componentes principales con rotación oblicua (Oblimin con Kaiser) que explica un 67% 

de la varianza (KMO = ,88). Tal como muestra la Tabla 20, se obtuvieron seis 

componentes que correlacionaban entre sí desde ,46, en el caso de las motivaciones 

Identificada e Intrínseca, a -,10, para las motivaciones Identificada y Externa. 

Tabla 20 

Matriz de correlaciones entre los componentes resultantes del análisis de componentes 

principales con rotación oblicua (Oblimin con Kaiser) de las puntuaciones de la EMM 

 

Componentes Integrada Externa Intrínseca Introyectada Amotivación 

Externa ,06     

Intrínseca ,34 ,02    

Introyectada ,34 ,01 ,28   

Amotivación -,20 ,31 -,19 -,12  

Identificada ,32 -,10 ,46 ,36 -,25 

 

Tal como se observa en la Tabla 21, los pesos de los 24 ítems en los seis 

componentes reproducen la estructura de la escala original. 
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Tabla 21 

Matriz de configuración del análisis de componentes principales con rotación oblicua 

(Oblimin con Kaiser) para la escala EMM  

 

Ítems Componentes 

  Integrada Externa Intrínseca Introyectada Amotivación Identificada 

19. Porque es parte de la manera que 

he elegido para vivir mi vida. 
,85      

16. Porque parece que cuidar de mí 

mismo y cuidar del medio ambiente 

son inseparables. 

,78      

14. Porque cuidar el medio ambiente 

es una parte integral de mi vida. 
,75      

18. Porque ser medioambientalmente 

consciente se ha convertido en una 

parte fundamental de quien soy. 

,70      

11. Porque otra gente se disgustaría si 

no lo hiciera. 
 ,86     

12. Por el reconocimiento que obtengo 

de otros. 
 ,83     

15. Porque mis amigos insisten en que 

lo haga. 
 ,76     

22. Porque no quiero que me critiquen 

los demás si no hago algo por el 

medio ambiente. 

 ,75     

1. Por el placer que experimento 

mientras domino nuevas formas de 

ayudar al medio ambiente. 

  ,91    

2. Por el placer que experimento 

cuando encuentro nuevas formas de 

mejorar la calidad del medio 

ambiente. 

  ,87    

8. Por el placer que obtengo 

contribuyendo al medio ambiente 
  ,72    

4. Porque me gusta lo que siento 

cuando hago cosas por el medio 

ambiente. 

  ,71    

17. Porque me sentiría culpable si no 

lo hiciera. 
   ,83   

20. Porque me sentiría avergonzado de 

mí mismo si no hiciera nada para 

ayudar al medio ambiente. 

   ,74   

13. Porque me sentiría mal si no 

hiciera nada por el medio ambiente. 
   ,65   

6. Creo que lamentaría no hacer algo 

por el medio ambiente.    ,46   
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Tabla 21 (Cont.) 

Ítems Componentes 

  Integrada Externa Intrínseca Introyectada Amotivación Identificada 

7. Me pregunto por qué hago 

cosas por el medioambiente; 

la situación simplemente no 

está mejorando. 

    ,78  

5. Realmente no lo sé; no 

puedo ver qué consigo 

haciéndolo. 

    ,78  

23. Honestamente, no lo sé. 

Verdaderamente tengo la 

impresión de que estoy 

desperdiciando mi tiempo 

hacienda cosas por el medio 

ambiente. 

    ,65  

24. No lo sé. No sé cómo mis 

esfuerzos para ser consciente 

medioambientalmente están 

ayudando a la situación 

medioambiental. 

    ,64  

9. Porque es una cosa sensata 

que hacer para mejorar el 

medio ambiente. 

     ,79 

3. Porque es una cosa 

razonable ayudar al medio 

ambiente. 

     ,71 

10. Porque es la forma que he 

elegido para contribuir a un 

mejor medio ambiente. 

     ,70 

21. Porque pienso que es una 

buena idea hacer algo acerca 

del medio ambiente. 
     ,52 

 

Así por ejemplo, el ítem 19, “Porque es parte de la manera que he elegido para 

vivir mi vida” es el que más peso tiene en el componente que mide la Motivación Pro-

ambiental Integrada, mientras que el ítem 11, “Porque otra gente se disgustaría si no lo 

hiciera” es el que más satura en el componente que mide la Motivación Pro-ambiental 

Externa. El ítem 1, “Por el placer que experimento mientras domino nuevas formas de 

ayudar al medioambiente”, define el componente de la Motivación Pro-ambiental 

Intrínseca, el ítem 17, “Porque me sentiría culpable si no lo hiciera”, se refiere a la 
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Motivación Pro-ambiental Introyectada, mientras que el componente que mide la 

Amotivación viene definido por ítems como el 7 “Me pregunto por qué hago cosas por 

el medioambiente;  la situación simplemente no está mejorando”. Finalmente, en el 

componente que mide la Motivación Pro-ambiental Identificada saturan ítems como el 

9,”Porque es una cosa sensata que hacer para mejorar el medio ambiente. 

Dada la baja variabilidad de las puntuaciones factoriales, para comparar las 

puntuaciones de los participantes en las razones para no implicarse en el 

comportamiento antiecológico ilegal y las razones para llevar a cabo comportamientos 

pro-ambientales, se calcularon los promedios de los ítems que integraban cada factor 

(ver Tabla 22). 

Tabla 22 

Descriptivos y valores del Alpha de Conbach para las seis escalas de la EMM 

Variables Mínimo Máximo Media 
Desviación 

típica 

Alpha de 

Cronbach 

Motivación Pro-ambiental 

Intrínseca 1,00 7,00 4,93 1,26 ,86 

Motivación Pro-ambiental 

Integrada 1,00 7,00 3,68 1,46 ,87 

Motivación Pro-ambiental 

Identificada 2,25 7,00 5,80 ,88 ,77 

Motivación Pro-ambiental 

Introyectada 1,00 7,00 4,76 1,29 ,80 

Motivación Pro-ambiental 

Externa 
1,00 5,75 1,78 ,97 ,82 

Amotivación Pro-ambiental 1,00 5,25 2,18 1,06 ,73 

 

Así se obtuvieron las variables Motivación Pro-ambiental Intrínseca, Motivación 

Pro-ambiental Integrada, Motivación Pro-ambiental Identificada, Motivación Pro-

ambiental Introyectada, Motivación Pro-ambiental Externa y Amotivación pro-

ambiental. Los índices de consistencia interna de cada escala y de la conducta pro-
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ambiental así como los estadísticos descriptivos correspondientes aparecen reflejados en 

la Tabla 22. Tal como se observa, los motivos a los que aluden los participantes con 

más frecuencia son los identificados, los intrínsecos y los introyectados. 

6.4.2. La validez predictiva de la EMM en relación a la conducta pro-

ambiental. 

Para analizar la validez predictiva de las puntuaciones factoriales en la EMM en 

relación al comportamiento pro-ambiental se llevó a cabo un análisis de regresión 

múltiple en el que la variable criterio fue la Conducta Pro-ambiental Autoinformada y 

las variables predictoras las puntuaciones factoriales en la EMM. Tal como se dijo 

anteriormente, la Conducta Pro-ambiental Autoinformada se midió en relación a siete 

comportamientos pro-ambientales: dos de reutilización, dos de reciclado, uno de 

consumo y dos de ahorro. La consistencia interna de las respuestas a estas siete 

conductas medida mediante el Alpha de Cronbach fue de 0,61, por lo que se procedió a 

promediarlas para obtener una única puntuación de Conducta Pro-ambiental 

Autoinformada (Min =1,86; Max = 10,00; M = 7,12; DT = 1,57). Utilizando esta 

puntuación como variable criterio se llevó a cabo un análisis de regresión múltiple que 

permitió explicar un 18% de la varianza, a partir de las variables predictoras Motivación 

Pro-ambiental Integrada (β = ,29) y Motivación Pro-ambiental Intrínseca (β = ,23).   

Este análisis se repitió cuatro veces promediando los siete comportamientos pro-

ambientales iniciales en función de las categorías de reutilización (papel y plástico),  

reciclado (vidrio y envases), consumo (fruta/verdura a granel) y ahorro (agua y luz). Los 

porcentajes de varianza explicados son menores que en el caso anterior, pero las 

relaciones entre las variables predictoras y los distintos tipos de conducta resultan 

clarificadores. 
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Los resultados obtenidos, que aparecen reflejados en la Tabla 23, muestran que 

las variables predictoras más importantes en el caso de la reutilización son la 

Motivación Pro-ambiental Intrínseca, la Motivación Pro-ambiental Externa y la 

Motivación Pro-ambiental Integrada. Con respecto al reciclado, las variables predictoras 

son la Motivación Pro-ambiental Integrada y la Motivación Pro-ambiental Identificada. 

Tabla 23  

Estadísticos de las ecuaciones de regresión múltiple que predicen cada categoría de 

comportamiento pro-ambiental a partir de los factores de motivación pro-ambiental 

 

Comportamiento  

Pro-ambiental 

Aceptabilidad 

del modelo 
R

2
 Predictores β r rp rsp 

Reutilización 

 

F (3,287) = 

9,44* 

,09 
Motivación 

Intrínseca 
,18 ,22 ,17 ,16 

   
Motivación 

Externa 
-,17 -,16 -,17 -,17 

   
Motivación 

Integrada 
,13 ,18 ,13 ,12 

Reciclado 

 

F (2,288) = 

24,45* 

,14 
Motivación 

Integrada 
,29 ,34 ,28 ,27 

   
Motivación 
Identificada 

,17 ,27 ,17 ,16 

Consumo 

 

F (1,289) = 

6,08* 

,02 

 

Motivación 

Intrínseca 

 
,14 

 
,14 

 
,14 

 
,14 

Ahorro 

 

F (3,287) = 

9,48* 

,09 
Motivación 

Intrínseca 
,20 ,23 ,19 ,19 

   
Motivación 

Integrada 
,19 ,22 ,17 ,17 

   
Motivación 

Introyectada 
-,13 -,00 -,12 -,12 

Nota. *Significativo para p < ,001. 
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La conducta de consumo tiene por variable predictora la Motivación Pro-

ambiental Intrínseca y, por último, la conducta ahorro viene predicha por la Motivación 

Pro-ambiental Intrínseca, la Motivación Pro-ambiental Integrada y la Motivación Pro-

ambiental Introyectada. 

En síntesis, la Motivación Pro-ambiental Intrínseca, tiene capacidad predictiva 

en el caso de las Conductas Pro-ambientales de reutilización, consumo y ahorro. La 

Motivación Pro-ambiental Integrada también es útil respecto a las conductas de 

reutilización y ahorro, pero no en la de consumo. A diferencia de la Motivación Pro-

ambiental Intrínseca,  la Motivación Pro-ambiental Integrada sí se relaciona con las 

conductas de reciclado. La Motivación Pro-ambiental Externa funciona con conductas 

de reutilización, la Motivación Pro-ambiental Identificada con conductas de reciclado y 

la Motivación Pro-ambiental Introyectada con conductas de ahorro. 

6.4.3. La relación entre las puntuaciones factoriales en la EMM y las 

razones para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal. 

De cara a profundizar en la validez de constructo tanto de la EMM como de las 

preguntas del cuestionario relativas a la motivación para conformarse con las leyes pro-

ambientales, se llevó a cabo un análisis de componentes principales de segundo orden, 

con rotación oblicua (Kaiser), en el que se incluyeron, por un lado, las puntuaciones 

factoriales en cada uno de los componentes de la EMM y, por el otro, las razones para 

obedecer las LPMA. 

Las razones para obedecer las LPMA se calcularon promediando las respuestas 

de los participantes a las siete transgresiones en las cuatro preguntas al respecto, tal 

como se describió anteriormente. Los estadísticos descriptivos, así como la consistencia 

interna de estas puntuaciones aparecen reflejados en la Tabla 24. 
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Tabla 24 

Descriptivos y valores del Alpha de Cronbach para cada una de las cuatro razones 

para obedecer las LPMA 

 

Variables Mínimo Máximo Media 
Desviación 

típica 

Alpha de 

Cronbach 

Razones Extrínsecas ,00  10,00  4,55  2,73  ,87  

Razones Introyectadas ,71  10,00  7,18  1,83  ,80  

Razones Identificadas ,00  10,00  7,67  1,68  ,81  

Razones Integradas ,00  10,00  7,10  2,24  ,86  

 

La solución del análisis de componentes principales de segundo orden explica un 

55% de la varianza (KMO = ,68) a partir de tres componentes con valores propios 

mayores que uno. Tal como muestra la Tabla 25, en el primero se agrupan los 

componentes de Motivación Pro-ambiental Intrínseca, Motivación Pro-ambiental 

Integrada, Motivación Pro-ambiental Identificada y Motivación Pro-ambiental 

Introyectada, procedentes de la EMM. En el segundo componente se agrupan las 

puntuaciones de las Razones Introyectadas, Razones Identificadas y Razones 

Integradas. El tercer componente integra tanto la Motivación Pro-ambiental Externa, 

como la Amotivación Pro-ambiental y las Razones Externas. La correlación entre los 

dos primeros factores fue de ,24, entre el primero y el tercer factor de -.13 y entre el 

segundo y el tercero de -.06. 

 

 

 

 

 

 



El impacto de las atribuciones y las normas   129 

Tabla 25 

Análisis de componentes principales de segundo orden, con rotación oblicua, de las 

puntuaciones obtenidas de las preguntas sobre la motivación para no realizar el 

comportamiento anti-ecológico (promediando las transgresiones) y las puntuaciones 

factoriales en la EMM 

 

 

Motivación 

 

Pro-ambiental  

Interna 

Anti-ecológica  

Interna 
Externa  

Motivación Pro-ambiental 

Introyectada ,75     

Motivación Pro-ambiental 

Integrada ,70     

Motivación Pro-ambiental 

Identificada ,69     

Motivación Pro-ambiental 

Intrínseca ,68     

Razones Identificadas   ,84   
Razones Introyectadas   ,75   

Razones Integradas   ,74   
Motivación Pro-ambiental 

Externa     ,84 

Amotivación  

Pro-ambiental  
  ,67 

Razones Externas     ,40 
 

6.4.4. La estructura factorial y consistencia interna de la ESM. 

Las puntuaciones de los participantes en la escala de ESM también fueron 

analizadas a través de análisis de componentes principales con rotación oblicua 

(Oblimin con Kaiser). Se obtuvo una solución que explica el 69,8% de la varianza 

(KMO = ,88) con dos componentes con valores propios mayores que uno. Los pesos de 

los ítems en cada componente reprodujeron fielmente la estructura propuesta por sus 

autores, tal como muestra la Tabla 26. La correlación entre ambos factores fue de ,54. 
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Tabla 26 

Matriz de configuración del análisis de componentes principales con rotación oblicua 

para los ocho ítems de la ESM  (Oblimin con Kaiser) 

 

Ítems Componentes 

 

Satisfacción con 

las Autoridades 

Medioambientales 

Satisfacción con las 

Condiciones 

Medioambientales 

5. Básicamente, las medidas desarrolladas 

por la administración han estado dirigidas a 

los problemas medioambientales más 

importantes. 

,86  

3. Las políticas medioambientales 

desarrolladas por la Administración para 

tratar la situación medioambiental son 

excelentes. 

,84  

6. En mi opinión, la cantidad de atención 

dada al medioambiente por la 

Administración está  siendo satisfactoria. 
,77  

2. En la mayoría de los aspectos, la calidad 

de las medidas medioambientales de la 

Administración son muy buenas. 
,75  

1. Las condiciones medioambientales del 

sitio en el que vivo son excelentes.  ,86 

7. Hasta ahora estoy contento/a con el 

estado del medio ambiente del sitio en el 

que vivo. 
 ,81 

8. Aunque pudiera cambiar algunos 

aspectos de las condiciones 

medioambientales del sitio en el que vivo, 

no cambiaría casi nada. 

 ,78 

4. En la mayoría de los aspectos, las 

condiciones medioambientales del sitio en 

el que vivo están cerca de ser ideales. 
 ,72 

 

En la Tabla 26 se observa cómo el ítem 5, “Básicamente, las medidas 

desarrolladas por la administración han estado dirigidas a los problemas 

medioambientales más importantes”, es el que más peso tiene en el componente que 
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mide la Satisfacción Autoridades Medioambientales, mientras que el ítem 1, “Las 

condiciones medioambientales del sitio en el que vivo son excelentes” define el 

componente que mide la Satisfacción Condiciones Medioambientales. 

A diferencia de la EMM, las puntuaciones factoriales de la ESM no se 

relacionaron con la Conducta Pro-ambiental. Tampoco se constataron relaciones 

significativas con las puntuaciones derivadas de la EMM. 

Tanto en el caso de la EMM como de la ESM se prefirió utilizar en los análisis 

posteriores los promedios de las puntuaciones directas en los ítems que integraban cada 

factor, en lugar de las puntuaciones factoriales. De este modo se obtuvieron las 

variables Satisfacción con la autoridad medioambiental y Satisfacción con las 

condiciones medioambientales. Los índices de consistencia interna de cada escala, así 

como los estadísticos descriptivos correspondientes aparecen reflejados en la Tabla 27. 

Tabla 27 

Descriptivos y valores del Alpha de Cronbach para cada una de las dos escalas de la 

ESM 

 

Variables Mínimo Máximo Media 
Desviación 

típica 

Alpha de 

Cronbach 

 

Satisfacción autoridades 

medioambientales 

 

,75 

 

6,50 

 

3,11 

 

1,14 

 

,85 

Satisfacción condiciones 

medioambientales 

1,00 6,75 3,32 1,28 ,84 

 

En contra de lo esperado, ni la Satisfacción con las autoridades 

medioambientales ni la Satisfacción con las condiciones medioambientales se 

relacionaron con el resto de las variables objeto de estudio de forma significativa. La 

variable con la que se obtuvieron las correlaciones más altas fue la Identificación con el 

grupo, y los valores de estas correlaciones fueron de ,20 para la Satisfacción con las 
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autoridades medioambientales y de ,24 para con la Satisfacción con las condiciones 

medioambientales. Por esta razón, ambas variables fueron eliminadas de los análisis 

posteriores. 

6.4.5. El modelo de ecuaciones estructurales para explicar el 

comportamiento anti-ecológico ilegal. 

Con el propósito de analizar en profundidad la relación entre las variables objeto 

de estudio se diseñó un modelo de ecuaciones estructurales mediante el programa EQS. 

El modelo de ecuaciones estructurales se compone de un modelo de medición y un 

modelo estructural. El modelo de medición es un análisis factorial confirmatorio 

elaborado a partir de la relación entre las variables o índices observados y las variables 

latentes correspondientes. Las relaciones entre variables observadas y variables latentes 

se indican mediante los coeficientes de regresión (γ). El modelo estructural estima los 

efectos de unas variables latentes sobre las otras, así como de variables observadas 

exógenas que no conforman ninguna variable latente. Estos efectos se indican mediante 

los coeficientes estructurales (β). Para comprobar en qué medida los datos obtenidos 

respaldan la teoría propuesta se calcula el ajuste del modelo mediante índices 

estadísticos y prácticos. El índice estadístico más usado es el χ
2
, que evalúa la diferencia 

entre el modelo propuesto y el modelo saturado. Si el modelo teórico y el saturado no 

difieren, χ
2
 tendrá un valor bajo y no significativo. Sin embargo, las muestra es de gran 

tamaño suelen dar como resultado valores de χ
2
 significativos, de modo que es preciso 

hacer uso de otros indicadores prácticos (Bentler, 2006). Los índices prácticos se basan 

en el χ
2
 pero controlan la influencia del tamaño de la muestra en el nivel de 

significación cuando se compararon los modelos teórico y saturado. Los índices 

prácticos más utilizados son el índice de Bentler-Bonnet Fix Normed (BBNFI), el 

Comparative Fix Index (CFI) y el Bentler-Bonnet Non-Normed Fix Index (BBNNFI). 
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Todos ellos han de tener un valor superior a ,90 para que el modelo sea aceptable 

(Bentler, 2006). El Root Mean Squared Error (RMSEA) index, también es utilizado. 

Este índice requiere un valor inferior a ,08, para aceptar el modelo (Browne y Cudeck, 

1993). 

Siguiendo el modelo hipotetizado, se especificaron las variables latentes y sus 

respectivos índices o variables observadas, así como los efectos entre dichas variables 

latentes, tal como muestra la Figura 16. La consistencia interna de las variables 

incluidas en el modelo fue analizada mediante el Alpha de Cronbach. Los resultados, 

que aparecen en la Tabla 28, mostraron valores entre ,76 y ,87, excepto en el caso de la 

Conducta Anti-ecológica Ilegal Pasada que fue inferior a ,60. A pesar de la sustitución 

de las tres transgresiones descritas en el apartado de instrumentos, la frecuencia con que 

los participantes informaban haber realizado los comportamientos descritos fue 

mayoritariamente muy baja. Por ello, esta escala fue eliminada del modelo. Tampoco se 

incluyeron en el modelo las variables Satisfacción con las autoridades 

medioambientales ni Satisfacción con las condiciones medioambientales pero en este 

caso no fue debido a los valores de consistencia interna (,85 y ,84 respectivamente) sino 

a su escasa relación empírica con el resto de las variables estudiadas. A la vista de estos 

resultados se procedió a promediar las puntuaciones dentro de cada una de las diez 

escalas utilizadas para medir las variables incluidas en el modelo. En el caso de la 

variable Motivación Pro-ambiental, se promediaron los 24 ítems de la EMM, en función 

de la polaridad de los mismos. Para la variable Identificación con el Grupo, se 

promediaron los cinco ítems relativos a la identificación con el barrio, la ciudad, la isla, 

la comunidad autónoma y el país. Los estadísticos descriptivos de las diez variables 

incluidas finalmente en el modelo aparecen en la Tabla 28, junto a sus valores de 

consistencia interna. 



134   Isabel Alonso Rodríguez 
 

Tabla 28 

Descriptivos y valores del Alpha de Cronbach para cada una de las diez variables 

incluidas en el modelo de ecuaciones estructurales
3
 

Variables Mínimo Máximo Media 
Desviación 

típica 

Alpha de 

Cronbach 

Norma Descriptiva ,00 8,86 3,35 2,13 ,84 

Norma Prescriptiva ,71 10,00 5,60 1,92 ,81 

Juicio Moral ,57 10,00 7,66 1,61 ,81 

Razones Externas ,00 10,00 4,55 2,73 ,87 

Razones Introyectadas ,71 10,00 7,18 1,83 ,80 

Razones Identificadas ,00 10,00 7,67 1,68 ,81 

Razones Integradas ,00 10,00 7,10 2,24 ,86 

Conducta Anti-ecológica Futura ,00 8,57 2,16 1,54 ,76 

Identificación con grupo ,00 10,00 7,68 2,05 ,86 

Motivación Pro-ambiental 2,00 7,00 5,23 1,14 ,87 

 

Aunque se partió de un modelo concreto, los datos fueron procesados mediante 

varios modelos alternativos con el propósito de reducir en lo posible el problema de la 

equivalencia del que adolecen este tipo de análisis (Vandenberg y Grelle, 2009). El 

modelo con un mejor ajuste (χ2 (31) = 48,97; p < ,02; NNFI = ,90; BBNNFI = ,94; CFI 

= ,96; RMSEA = ,04; R
2
 = ,38), y más significativo en términos teóricos, aparece 

reflejado en la Figura 12. 

 

 

 

 

 

 

                                                         
3
 Los estadísticos relativos a los cuatro tipos de Razones se habían presentado ya en la Tabla 24, pero se 

han repetido en esta tabla en aras de la claridad expositiva del texto. 
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Nota. Todos los coeficientes estructurales y de regresión son significativos. (χ2 (31) = 

48,97; p < ,02; NNFI = ,90; BBNNFI = ,94; CFI = ,96; RMSEA = ,04; R
2
 = ,38). 

 

Figura 16. Resultados del análisis de ecuaciones estructurales del comportamiento anti-

ecológico ilegal en función de las razones para no realizarlo, la Motivación 

Pro-ambiental, la Identificación con el Grupo, el Juicio Moral y las Normas 

Sociales. 

JUICIO MORAL 

 

RAZONES 

 INTERNAS 

RAZONES  

INTROYECTADAS 

RAZONES 

 IDENTIFICADAS 

RAZONES 

 INTEGRADAS 

NORMA 

 DESCRIPTIVA 

COMPORTAMIENTO 

ANTI-ECOLÓGICO 

 ILEGAL 

MOTIVACIÓN 

PRO-AMBIENTAL 

NORMA  

PRESCRIPTIVA 

RAZONES  

EXTERNAS 

IDENTIFICACIÓN 

CON EL GRUPO 

,20 

,29 

,12 

,23 

,91 

,72 

,-52 

,44 

,78 

,33 
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Según este modelo, la Conducta Antiecológica Ilegal viene determinada 

negativamente por la variable latente Razones Internas y positivamente por la variable 

exógena Norma Descriptiva. Las Razones Internas están influidas, a su vez, por la 

Motivación Pro-ambiental y por el Juicio Moral que, a su vez, está influido por las 

Norma Prescriptiva. Por último, la Norma Prescriptiva viene dada por las Razones 

Externas y por la Identificación con el Grupo. Las Razones Internas es la única variable 

latente del modelo y está conformada por la Razones Introyectadas, las Razones 

Identificadas y, en menor medida, por las Razones Integradas. 

6.5. Discusión. 

El objetivo fundamental de esta segunda investigación era estudiar la relación 

entre las razones para no realizar el comportamiento anti-ecológico ilegal, la motivación 

pro-ambiental y las normas personales y sociales vinculadas al comportamiento anti-

ecológico ilegal. 

Los resultados indican, en primer lugar, que la estructura factorial de la EMM 

obtenida con nuestra muestra es la misma que la propuesta por Pelletier y cols. (1998), 

tanto en lo que se refiere al número de factores como a la composición de los mismos. 

Asimismo, la escala se relaciona con la conducta pro-ambiental de forma coherente con 

los estudios previos, tanto en términos generales como cuando se distingue entre 

conductas de reutilización, reciclado, ahorro y consumo. Esto quiere decir que la 

motivación intrínseca es la que mejor predice los distintos tipos de conducta pro-

ambiental, excepto el reciclado, y que los motivos que puntúan en segundo lugar son 

muy informativos respecto a las diferencias entre conductas. La motivación integrada es 

la que subyace a la conducta de reciclado en primer lugar y, en segundo lugar, a la de 

ahorro. La motivación extrínseca es la segunda en el caso de la reutilización y la 

motivación identificada en el caso del reciclado. La tercera motivación sería la integrada 
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para la conducta de reutilización y la introyectada para la conducta de ahorro. Es 

importante llamar la atención en este punto sobre la alta correlación de motivación 

intrínseca con el resto de las motivaciones auto-reguladas. Asimismo, la motivación 

identifica está muy relacionada tanto con la introyectada (,57) como con la integrada 

(,50), no en vano Thøgersen (2006) la elimina de su jerarquía de motivaciones. Estas 

altas correlaciones llevan a que la secuencia de auto-regulación no se refleje en la 

composición de las ecuaciones de regresión tan nítidamente como propone el modelo de 

Ryan y Deci (2000). Esto es así en la medida en que la varianza compartida entre dos 

variables entra en la ecuación con aquella que contribuye, a su vez, con una mayor 

varianza específica. Tal vez sea por esta razón que autores como Tabernero y 

Hernández (2011) hayan optado por incluir en un único factor no sólo la motivación 

intrínseca sino todos los tipos de motivación extrínseca auto-regulada, frente al factor de 

motivación extrínseca de regulación externa (ver Figura 3). 

Un segundo resultado digno de ser comentado es la relación entre los factores de 

la EMM y las razones para conformarse con las LPMA. La solución del análisis de 

componentes principales de segundo orden no deja dudas al respecto: los motivos pro-

ambientales auto-regulados constituyen un factor independiente pero relacionado (,24) 

con el factor que forman las razones internas para no llevar a cabo comportamientos 

anti-ecológicos ilegales. Es curioso sin embargo que tanto las razones externas como la 

amotivación y la motivación regulada externamente constituyan un único factor. De este 

modo, los datos parecen indicar que los motivos para obedecer las LPMA, aunque 

pueden ser auto-regulados, son diferentes a los motivos auto-regulados para realizar 

comportamientos pro-ambientales. Los motivos extrínsecos para un tipo y otro de 

comportamiento están sin embargo muy relacionados. Estos resultados sugieren que 

para explicar el comportamiento anti-ecológico ilegal no basta con utilizar los principios 
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que rigen el comportamiento pro-ambiental sino que es preciso tener en cuenta otras 

variables vinculadas a la naturaleza anti-normativa del primero. Las personas que 

transgreden las LPMA suelen ser respetuosas con otro tipo de leyes (Martín, Salazar-

Laplace et al., 2008), mientras que todo parece indicar que quienes obedecen las LPMA 

suelen hacerlo por las mismas razones que obedecen las leyes en general. Por ello, es de 

esperar que las personas con una motivación pro-ambiental auto-regulada sean más 

propensas a respetar las LPMA, tal como se postuló en el modelo puesto a prueba en 

este estudio (ver Figura 15). 

Antes de pasar a comentar las características del modelo propuesto, es 

interesante llamar la atención sobre la distribución de algunas de las variables incluidas 

en el mismo. Los estadísticos descriptivos muestran en primer lugar que los 

participantes consideran que el comportamiento anti-ecológico ilegal está mal y que la 

mayoría de la gente no realiza dichos comportamientos pero que, en general, no se 

consideran hechos negativos (5,60 sobre 10). Estas personas se identifican mucho con 

sus grupos de pertenencia, sobre todo la isla y la comunidad canaria y muestran una 

clara disposición a no comportarse anti-ecológicamente en el futuro. Es cierto que los 

participantes son estudiantes universitarios y como tales podrían diferir de otros grupos 

sociales en su percepción del comportamiento anti-ecológico ilegal. Justifican su 

adhesión a las LPMA aludiendo fundamentalmente a motivos auto-regulados frente a 

motivos extrínsecos. Sin embargo, las diferencias entre estos motivos auto-regulados 

son muy pequeñas y, en el caso de las razones introyectadas e integradas, no alcanzan la 

significación estadística. 

Estos datos apoyan la idea comentada anteriormente de la alta relación entre los 

distintos tipos de auto-regulación y la decisión de autores como Tabernero y Hernández 

(2011) de considerarlos como un único factor. Sin embargo, la motivación que 



El impacto de las atribuciones y las normas   139 

Thøgersen (2006) elimina de su jerarquía, presumimos que por su alta relación con las 

otras dos, es la identificada. Esta diferencia podría atribuirse al hecho de que en este 

caso se mide motivación para evitar el comportamiento anti-ecológico ilegal, mientras 

que en el caso de Thøgersen (2006) se trata de conducta pro-ambiental. Sin embargo, 

también es posible que la forma en que se ha preguntado a los participantes, aun cuando 

es un parafraseo de las definiciones de Ryan y Deci (2000), le haya inducido a 

confusión. Esta segunda posibilidad sería verosímil si las semejanzas se dieran entre la 

motivación identificada (“les parece lo más sensato, lo consideran importante, 

personalmente lo valoran y/o es lo que han elegido”) e integrada, pero no en el caso de 

la introyectada (“interiormente se sienten obligados a no realizar estos 

comportamientos, se sienten orgullosos de no realizarlos y/o se sentirían 

culpables/avergonzados por realizarlos”) e integrada (“no se imaginan a sí mismos 

haciéndolo, no forman parte de su forma de ser y/o no encajan con la manera que han 

elegido para vivir su vida”). 

De este modo, aunque resulta difícil imaginar la obediencia a las LPMA por 

motivos intrínsecos tal como ocurre con el comportamiento pro-ambiental, sí es cierto 

que dicha obediencia puede responder a un nivel de auto-regulación alto, como es el 

caso de la motivación integrada. El comportamiento pro-ambiental puede realizarse 

simplemente por el placer que proporciona (Ryan y Deci, 2000) porque muchos 

comportamientos pro-ambientales como limpiar una playa o comprar fruta a granel 

resultan gratificantes en sí mismo. Sin embargo, aunque es difícil imaginar qué placer 

puede proporcionar el obedecer una ley, abstenerse de realizar un comportamiento anti-

ecológico ilegal puede responder, no sólo a razones externas como la evitación del 

castigo, sino a razones externas auto-reguladas como ser coherente con el estilo de vida 

que se ha elegido. 
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El modelo de la autodeterminación de Ryan y Deci (2000) establece, como se 

dijo anteriormente, que la motivación extrínseca puede reflejar diferentes grados en que 

la conducta se ha internalizado e, incluso, integrado, sin llegar a ser motivación 

intrínseca. La internalización implica una simple interiorización, mientras que la 

integración supone la transformación posterior de la regulación hasta convertirla en 

parte de uno mismo. 

Según los resultados de esta tesis, los participantes pueden respetar las LPMA 

por motivos integrados. Estos resultados son coherentes con estudios anteriores como el 

de Tyler (1990) quien afirma que las personas varían en el grado en que se sienten 

moralmente obligados a obedecer la ley en general, siguiendo las directrices de policía o 

jueces, e independientemente de sus sentimientos personales (pág. 45). Es posible que 

esta obligación moral a obedecer la ley se generalice a las LPMA y que en este caso, las 

razones integradas pudieran estar reflejando, más que motivos pro-ambientales, motivos 

de respeto hacia la ley. Sin embargo, en el trabajo de Martín et al. (en prensa) sobre la 

predicción del comportamiento anti-ecológico ilegal, la contribución de la obligación 

moral a obedecer la ley como índice de la norma personal (juicio moral), es mucho 

menor de lo que afirma Tyler (1990) en relación al comportamiento ilegal en general. 

 Martín et al. (en prensa) justifican este hecho argumentando que la escala de 

Tyler (1990) parece medir el grado de convencionalismo de los participantes, un 

concepto más próximo al constructo de conservadurismo (Wilson, 1973) que a la 

orientación moral de la persona. Sería interesante que la investigación futura incluyera 

en un mismo estudio la obligación moral a obedecer la ley y las razones integradas, de 

cara a esclarecer la naturaleza de estas últimas en relación al comportamiento anti-

ecológico ilegal. Asimismo, habría que indagar si otros sectores sociales comparten las 

mismas motivaciones de la muestra analizada. En esta ocasión se optó por llevar a cabo 
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la investigación con estudiantes universitarios por dos razones. Como estas personas 

formaban parte del segmento social con un nivel educativo más alto, se asumió, en 

primer lugar, que tenían una mayor capacidad para percibir la reprobación del delito 

ecológico, dadas las peculiaridades de este comportamiento, que hemos comentado en 

la introducción. Asimismo se asumió, en segundo lugar, que su nivel educativo les 

capacitaría para influir más que otros sectores sociales en el resto de la población en 

temas de educación medioambiental relativos al delito ecológico. 

Los resultados obtenidos muestran que el modelo propuesto se ajusta 

satisfactoriamente a los datos. En este modelo, además de las razones para obedecer las 

LPMA y la motivación pro-ambiental, se han tenido en cuenta las normas descriptivas, 

prescriptivas y personales, siguiendo la taxonomía propuesta por Thøgersen (2006) que, 

como dijimos anteriormente, se basa en la teoría focal de la conducta normativa 

(Cialdini et al., 1990; Cialdini et al., 1991). Esta teoría establece que hay dos tipos de 

normas sociales que afectan de un modo distinto a la conducta porque se basan en una 

fuente de motivación humana distinta: las normas descriptivas y las normas 

prescriptivas. Así, mediante las normas descriptivas se valora lo que la mayoría de la 

gente hace, y a través de las normas prescriptivas se hace alusión a lo que normalmente 

se aprueba o desaprueba. 

Según el análisis de ecuaciones estructurales realizado, mientras la Norma 

Descriptiva influye directamente sobre la Conducta Anti-ecológica Ilegal, la Norma 

Prescriptiva lo hace indirectamente a través del Juicio Moral, tal como se había 

constatado en los estudios de Frías-Armenta et al. (2009), Hernández et al. (2010) y 

Martín et al. (en prensa). Las normas sociales descriptivas son lo que la persona cree 

que hacen los otros y, al ser más externas, es lógico pensar que tengan un impacto 

directo sobre la conducta, casi de asimilación conductual. 
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Por el contrario, las normas sociales prescriptivas, al ser lo que la persona cree 

que los otros esperan de ella, sólo tendrán impacto si se interiorizan a través de las 

normas personales. El impacto directo de las normas sociales prescriptivas, también es 

coherente con Cialdini et al. (2006) porque aunque afirman que en términos generales es 

más eficaz activar la norma prescriptiva, la activación de la norma descriptiva puede ser 

útil en casos en los que se trata de promover un comportamiento positivo en lugar de 

erradicar uno negativo pero frecuente, tal como ha ocurrido en campañas publicitarias 

para promover el reciclado (citado en Cialdini, 2003). En este caso, como las 

infracciones medioambientales  se perciben como poco frecuentes y es plausible que los 

participantes consideren la conducta respetuosa con las LPMA como una conducta 

positiva, el impacto directo de la norma descriptiva sobre la conducta anti-ecológica 

ilegal también se ajusta a los planteamientos de estos autores. 

 Mediante el análisis de ecuaciones estructurales realizado también se replica el 

dato de Hernández et al. (2010) sobre la influencia de la Identificación con el Grupo en 

la Norma Prescriptiva y, a través de ella, en el Juicio Moral (norma personal). Este dato 

también es coherente con los hallazgos de Wenzel (2004a y b) y Wenzel y Jobling 

(2006) quienes pusieron de manifiesto que para que las normas sociales se internalicen 

es preciso que la persona se identifique con el grupo. Wenzel se basa, a su vez, en la 

teoría de la categorización social (Turner, 1991), que asume que la identificación del 

individuo con el grupo contribuye al proceso de internalización de las normas sociales 

como normas personales, mediante la auto-categorización en el grupo al que la persona 

atribuye las normas. 

Cuando una persona se identifica con el grupo al que atribuye las normas, 

internaliza dichas normas en su auto-concepto convirtiéndolas en su propia visión ética 

de la situación (Wenzel, 2004a y b; Wenzel y Jobling, 2006). Como los participantes del 
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estudio manifiestan que se sienten orgullosos de ser miembros de su comunidad, 

fundamentalmente la isla, es coherente pensar que hayan interiorizado las LPMA, 

siguiendo la secuencia que se especifica en el modelo. Así, se ha constatado 

nuevamente que para entender el comportamiento anti-ecológico ilegal es preciso tener 

en cuenta no sólo las normas sociales sino las normas personales, tal como plantean en 

sus formulaciones Schwartz (1977) y Cialdini et al. (1990) y demostraron previamente 

Corral-Verdugo y Frías-Armenta (2006), Frías-Armenta et al. (2009), Hernández et al. 

(2010) y Martín et al. (en prensa). 

Schwartz (1977) define la norma personal como los sentimientos de obligación 

moral que moderan el impacto de los factores situacionales y psicológicos sobre la 

conducta, de modo que estos sólo influyen en la conducta si activan previamente la 

obligación moral. Nuestros datos siguen la línea del estudio de Schwartz, que hace 

referencia a que si entendemos que la norma personal es el determinante más importante 

de la conducta y que se trata de un juicio moral, es de esperar que este juicio influya 

sobre la conducta anti-ecológica ilegal. Pero la aportación más importante de este 

estudio no se refiere tanto al impacto del juicio moral como a la contribución de las 

razones y la motivación pro-ambiental a la explicación del comportamiento anti-

ecológico ilegal. Tal como las variables motivacionales contribuyen a mejorar la 

comprensión del comportamiento pro-ambiental (Hernández et al., 2009; Thøgersen, 

2006), se esperaba que desempeñaran un papel importante en relación al 

comportamiento anti-ecológico ilegal, tal como ha sido. 

En primer lugar se ha constatado que el Juicio Moral no influye directamente 

sobre la Conducta Anti-ecológica Ilegal, sino a través de las razones vinculadas a la 

auto-regulación. Este resultado es coherente con la afirmación de Tabernero y 

Hernández (2011) acerca de que los mecanismos de auto-regulación determinan la 
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elección del comportamiento que hace una persona y el grado en que perseveran 

realizando dicho comportamiento. La variable latente de auto-regulación definida en 

esta tesis viene definida en primer lugar por las razones introyectadas, seguidas de las 

identificadas y, por último, de las integradas. Este dato es coherente con otros resultados 

comentados anteriormente, en la medida en que la contribución de la motivación 

integrada al factor es menor probablemente porque la varianza que explica del factor la 

comparte con la motivación introyectada. La motivación identificada, por el contrario, 

aunque contribuye menos que la introyectada, lo hace más que la identificada porque 

puede aportar una parte de la varianza que le es única. 

Otro resultado digno de mención es la influencia, moderada, de la motivación 

pro-ambiental sobre la conducta anti-ecológica ilegal a través de las razones auto-

reguladas. En tales casos la influencia fue directa porque no se midieron las razones 

vinculadas al comportamiento anti-ecológico ilegal. De todos modos, este resultado es 

coherente con los estudios previos en los que las actitudes hacia la sostenibilidad 

influían en el comportamiento anti-ecológico ilegal a través de la norma personal (juicio 

moral). 

Hernández et al. (2010) informan que las puntuaciones en la escala de 

Thompson y Barton (1994) sobre creencias medioambientales influyen sobre la norma 

personal. Martín et al. (en prensa) encontraron también que las actitudes hacia la 

sostenibilidad, incluyendo la orientación hacia el futuro y el ecocentrismo, influían en la 

norma personal y, en menor medida, directamente sobre la conducta anti-ecológica 

ilegal. Podría plantearse que mientras los estudios previos analizan actitudes pro-

ambientales, en esta tesis se trabaja con motivación pro-ambiental. Sin embargo, Suárez 

et al. (2007) han constatado la relación entre ecocentrismo, entendido como actitud pro-

ambiental, y motivación pro-ambiental intrínseca. 
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Por último, se ha constatado que las razones externas influyen en la conducta 

sólo a través de la norma prescriptiva, el juicio moral y las razones auto-reguladas. En 

los estudios de Frías-Armenta et al. (2009) y Martín et al. (en prensa) no se midieron 

razones externas pero sí la probabilidad de detección del comportamiento anti-ecológico 

ilegal, la percepción del castigo a asignar y la probabilidad percibida de que se asignara, 

variables mediante las que se suele acceder al constructo de disuasión (Paternoster, 

2010) pero que pueden relacionarse fácilmente con la regulación externa. Es por tanto 

coherente comprobar que, como ocurría en los trabajos anteriores, este tipo de 

regulación es un antecedente de las normas prescriptivas y actúa siguiendo una vía 

distinta a la auto-regulación. 

Estos resultados coinciden con el estudio clásico sobre obediencia a las leyes de 

Tyler (1990) y los trabajos de Wenzel (2004a y b) y Wenzel y Jobling (2006) sobre 

obediencia a las leyes fiscales que cuestionan la teoría clásica de la disuasión. Ambos 

autores pusieron de manifiesto que las variables de disuasión tienen menor impacto que 

las variables relacionadas con las normas sociales y la ética personal del individuo. 

Wenzel (2004a y b) y Wenzel y Jobling (2006) constataron además que las normas 

personales moderaban el efecto de las variables de disuasión, de modo que estas 

variables sólo tenían efecto cuando las normas sociales no se habían internalizado en las 

normas personales. 

El dato que no resultó coherente con las expectativas previas fue la falta de 

relación entre la satisfacción medioambiental y el resto de las variables objeto de 

estudio. Para medir la satisfacción medioambiental se utilizó una traducción de la ESM 

de Pelletier et al. (1996) que incluía ítems relativos a la satisfacción con las condiciones 

medioambientales en términos generales e ítems relativos a la satisfacción con las 

políticas medioambientales. Aunque la estructura factorial original se replicó sin 
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problemas y los índices de consistencia interna fueron adecuados, no se obtuvo ninguna 

relación con las restantes variables objeto de estudio que fuera sustancialmente 

significativa. Pelletier y col. (1998) sí habían demostrado que la insatisfacción tanto con 

las condiciones medioambientales como con las políticas gubernamentales se 

relacionaban con afectos negativos y con la percepción de que el medio ambiente era un 

tema importante, con motivos más auto-regulados respecto a las conductas pro-

ambientales y con una mayor frecuencia de dichas conductas. 

En nuestro estudio la satisfacción medioambiental ni si quiera se relacionó con 

la conducta pro-ambiental. Cabe la posibilidad de que la escala, al ser adaptada a 

nuestra cultura haya perdido validez de contenido y/o de constructo respecto a la 

original. Por lo tanto, antes de concluir que esta variable no es útil en el estudio de la 

conducta anti-ecológica ilegal, la investigación futura debería estudiar con más 

profundidad la validez de la escala adaptada como instrumento de medida. Asimismo, 

Tabernero y Hernández (2011) encontraron que tanto la satisfacción como las metas 

contribuían a predecir la conducta pro-ambiental, si bien la auto-eficacia era la variable 

con mayor capacidad predictiva. Sin embargo, la satisfacción que se incluye en este 

modelo y que se mide en el citado estudio se refiere a la satisfacción que le produce al 

individuo su propia conducta y no las condiciones de su entorno o las acciones de las 

administraciones públicas al respecto. 

En síntesis, la investigación futura debería profundizar en el impacto de las 

variables motivacionales que subyacen a la conducta respetuosa con las LPMA, así 

como en el tipo de satisfacción con mayor capacidad predictiva en relación a la 

conducta anti-ecológica ilegal. Para ello, la teoría social cognitiva se perfila como un 

marco teórico comprehensivo capaz de integrar los distintos resultados obtenidos hasta 

el momento. 
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7. Estudio 3. La valoración que los profesionales encargados de aplicar las 

LPMA hacen de las transgresiones medioambientales y de su trabajo 

cotidiano. 

7.1. Objetivos. 

Teniendo como marco de referencia el problema de investigación formulado a 

partir de los enfoques teóricos descritos en la primera parte de esta tesis, en esta tercera 

investigación se pretende estudiar la valoración que los profesionales, de las diversas 

entidades de la Administración Pública con competencia en materia medioambiental en 

el contexto de investigación, hacen de las transgresiones medioambientales y de su 

trabajo cotidiano. Este objetivo general se desglosa en los siguientes objetivos 

específicos: 

1. Estudiar la percepción de los profesionales sobre los recursos disponibles, la 

formación recibida, las dificultades encontradas, la calidad del servicio prestado, la 

satisfacción con el servicio prestado, las razones para no intervenir, la eficacia colectiva, 

la auto-eficacia, la discrecionalidad y la auto-regulación. 

2. Analizar si existen diferencias en estas percepciones en función del 

organismo, el puesto y la situación laboral de los profesionales.  

3. Explorar la relación de las variables cognitivas del objetivo 1 y la capacidad 

predictiva de unas respecto a las otras. 

4. Estudiar la probabilidad de iniciar un expediente, el nivel de intervención 

individual, el nivel de aspiración y el nivel de intervención grupal de los profesionales.  

5. Analizar si existen diferencias en estas variables conductuales en función del 

organismo, el puesto y la situación laboral de los profesionales.  

6. Examinar si existen diferencias en la probabilidad de iniciar un expediente y 

en los criterios utilizados para hacerlo, según el tipo de transgresión medioambiental. 
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7. Explorar la capacidad predictiva de las variables cognitivas del objetivo 1 

respecto a las variables conductuales del objetivo 4. 

8. Analizar la relación de las variables conductuales del objetivo 4 y la 

capacidad predictiva de unas respecto a las otras. 

Esta investigación es fundamentalmente exploratoria, ya que constituye un 

ámbito de investigación emergente. Es por ello que los objetivos planteados han ido 

encaminados a analizar la relación entre las variables estudiadas, más que a establecer 

hipótesis contrastables. Por esta razón, se ha preferido presentar los resultados obtenidos 

de acuerdo con estos objetivos y no con hipótesis que sólo podrían formularse en 

términos genéricos.  

7.2. Método. 

7.2.1. Participantes. 

Participaron en la investigación 128 profesionales procedentes de las 

administraciones públicas con competencia en materia medioambiental, a nivel estatal, 

autonómico, insular y municipal, en la isla de Tenerife: Cabildo Insular de Tenerife, 

Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural de la Consejería de Medio 

Ambiente y Ordenación Territorial del Gobierno de Canarias (APMUN), Servicio de 

Protección de la Naturaleza de la Guardia Civil (SEPRONA),  Unidad de Montes de la 

Policía Forestal del Área de Seguridad Ciudadana del Ayuntamiento de Santa Cruz de 

Tenerife y Unidad de Policía Ecológica del Área de Seguridad Ciudadana del 

Ayuntamiento de San Cristóbal de La Laguna. Sus  edades oscilaban entre los 26 y los 

63 años (M = 42,64; DT = 7,25) y eran hombres en su mayoría (81,3%). En cuanto a su 

nivel de estudios, el 44,1% eran licenciados, el 36,2% habían cursado Bachillerato o FP 

y un 12,6% eran diplomados. Sólo un 7,1% tenían estudios primarios. 
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La distribución en función del organismo al que pertenecían y el puesto que ocupaban 

aparece reflejada en la Tabla 29.  

Tabla 29 

Distribución de los participantes según el Organismo al que pertenecía y el Puesto que 

desempeñaban 

 

 Puesto  

Organismo Vigilantes 

Agentes, 

guardias o 

guardamontes 

Técnicos,  

administrativos 

o profesionales 

Altos 

cargos 
Total 

 Cabildo de Tenerife 6 34 9 16 65 

  Agencia de 

Protección del 

Gobierno de Canarias 

0 8 6 2 16 

  SEPRONA 0 11 0 1 12 

  Consejo Insular de 

Aguas 
4 0 8 3 15 

  Policía Forestal del 

Ayuntamiento de S/C 
1 10 0 1 12 

  Policía Ecológica del 

Ayuntamiento de La 

Laguna 

0 6 0 2 8 

Total 11 69 23 25 128 

 

El mayor número de profesionales trabajaba en el Cabildo de Tenerife, el 

organismo de carácter insular, y la mayoría de ellos pertenecían a la categoría de 

Agentes, guardias o guardamontes. El número de profesionales más reducido pertenecía 

a la Policía ecológica del Ayuntamiento de La Laguna. Con respecto al puesto laboral, 

el número de vigilantes es el más reducido. De hecho, en la muestra procedente de la 

APMUN, SEPRONA y la Policía Ecológica de La Laguna no hay ningún vigilante. 

Asimismo, en la muestra procedente de SEPRONA, la Policía Forestal de Santa Cruz de 

Tenerife, la Policía Ecológica de La Laguna y el Consejo Insular de Aguas no hay 

ningún técnico.   
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El 80,5 % de los encuestados eran funcionarios, el 13,3% contratados fijos y 

sólo el 6,3% tenían un contrato temporal. Un 62,5% realizaban su actividad tanto en 

zonas urbanas como rurales, un 32% sólo  en zonas rurales y un 5,5% sólo en zonas 

urbanas. Tal como refleja la Figura 17, las tareas que realizaban eran fundamentalmente 

asesorar/educar y presentar denuncia formal, así como patrullar/vigilar y abrir 

expedientes. Las tareas menos frecuentes fueron tramitar expedientes y ejecutar 

sanciones. 

0

2

4

6

8

10

6,7
6,2

6,9 6,9 6,6

4,6

3 2,5

Patrullar/vigilar

Llamar atención

Asesorar/educar

Denuncia formal

Solicitar abrir expediente

Iniciar expediente

Tramitar expediente

Ejecutar sanción

Figura 17. Medias de las tareas que realizan los profesionales. 

7.2.2. Instrumentos. 

Se elaboró un cuestionario en el que se incluyeron tres tipos de preguntas (ver 

Anexo C).  

1) Las 21 primeras preguntas eran de repuestas cerradas. Quince de ellas eran de 

elaboración propia y se referían a: sexo, edad, puesto, situación laboral, zona de 

actuación, nivel educativo, organismo, tareas realizadas habitualmente, recursos 

materiales y humanos disponibles, formación recibida, percepción de autoeficacia, nivel 

de intervención del individuo, nivel de aspiración, satisfacción con el servicio y nivel de 

intervención de la administración. Las seis restantes se basaban en investigaciones 

previas: la naturaleza de las dificultades del trabajo, medida por cuatro ítems 
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procedentes de Du Rées (2001); las razones para la no intervención, seis ítems 

seleccionados a partir de Situ (1998) y Du Rées (2001); la percepción de la calidad del 

servicio, mediante cinco ítems, y la auto-regulación, mediante once ítems, desarrollados 

a partir de Tabernero y Hernández (2011); la discrecionalidad percibida, mediante 

nueve de los 22 ítems de la escala de Worthley (2003); y la eficacia colectiva, mediante 

14 ítems procedentes de Riggs and Knight (1994).  

2) El segundo tipo de preguntas incluía un listado de 20 enunciados que 

describían transgresiones a las leyes medioambientales y respecto a las que se les pidió 

a los participantes que contestasen, en una escala tipo Likert de 11 puntos, con qué 

probabilidad iniciarían un expediente sancionador, siendo 0 = Nada probable y 10 = 

Totalmente probable. Estos  enunciados fueron los seleccionados por Hernández et al. 

(2005) como los más típicas, en términos del tipo de transgresión, la frecuencia, el tipo 

de infractor y el contexto donde tenían lugar, de un total de 1505 expedientes 

sancionadores iniciados en las mismas cuatro administraciones de las que procedían los 

participantes de este estudio.  

3) Las preguntas del tercer tipo fueron de naturaleza abierta y se dirigían a 

obtener los factores que, desde el punto de vista del profesional encuestado, 

determinaban su intervención ante una construcción ilegal, un vertido/contaminación y 

un atentado contra el medio natural. 

7.2.3. Procedimiento. 

Los datos que se describen en este trabajo se recogieron mediante entrevistas 

semi-estructuras realizadas en el lugar de trabajo habitual de cada uno de los 

participantes por una entrevistadora entrenada, mediante el cuestionario descrito en el 

apartado anterior. Las entrevistas, que duraron una media de 30 minutos,  y se llevaron a 

cabo a lo largo de siete meses. En ellas, una entrevistadora entrenada les explicó que 
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desde la Universidad se estaba llevando a cabo una investigación para conocer la 

opinión que tenían los profesionales sobre determinados aspectos relacionados con el 

control  de las trasgresiones  medioambientales, y que con ese motivo se solicitaba su 

colaboración como experto  que desempeñaba su labor en ese campo. Se les dijo que era 

importante conocer su opinión sobre las transgresiones medioambientales que se 

producían con más frecuencia en su contexto inmediato y sobre en qué medida iniciaría 

un expediente o solicitaría a la persona responsable que lo hiciera,  en el caso de que 

tuviera conocimiento de primera mano de los hechos descritos. Se garantizó 

explícitamente su anonimato, así como la confidencialidad de la información que 

facilitaran, enfatizando que la investigación la llevaba a cabo la universidad y no el 

organismo para el que trabajaban.  

Una vez elaborado el instrumento, se llevó a cabo un estudio piloto con cuatro 

profesionales del Servicio Administrativo de Medio Ambiente del Cabildo Insular, con 

el objeto de subsanar posibles errores y comprobar la adaptación de los contenidos del 

instrumento a la población objeto de estudio. Después de realizar las correcciones 

oportunas se contactó con los responsables de los departamentos de cada institución 

pública para fijar las citas de las entrevistas de modo que se pudieran llevar a cabo 

paralelamente  en las distintas entidades en el menor tiempo posible. 

En relación al Cabildo insular de Tenerife, se contactó con las siguientes áreas 

y/o entidades dependientes: 

1) Área de Sostenibilidad, Territorio y Medio Ambiente. Se entrevistó a nueve 

administrativos y técnicos de los departamentos de Planificación y Coordinación 

técnica, Autorizaciones y Disciplina Medioambiental, y de Educación e Impacto 

Ambiental. Asimismo, se contactó con 51 personas de los Servicios de Gestión 

Territorial y Forestal distribuidas en siete oficinas organizadas territorialmente por 
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zonas: Gestión Territorial Norte, Sur, Centro, Este, Oeste y los Parques Rurales de 

Anaga y de Teno. En cada oficina se entrevistó a los gestores responsables, jefes de 

agentes, agentes y vigilantes. 

2) Área de Cultura, Patrimonio Histórico y Museos. Se llevaron a cabo dos 

entrevistas con el jefe técnico de la unidad  y con la agente/inspectora de Patrimonio 

Histórico. 

3) Área de Economía y Competitividad. Se contactó con la Unidad de 

Actividades Clasificadas y Policías de Espectáculos, para entrevistar el jefe técnico y al 

inspector que conforman dicha unidad. 

En relación al  Consejo Insular de Aguas, se contactó con el: 

1) Área de Recursos Hidráulicos, donde se llevaron a cabo 12 entrevistas a 

profesionales del Departamento de Aguas Superficiales que incluían al jefe y a los 

vigilantes de cauces, a  los jefes del área y de departamento, a los técnicos 

administrativos, y a los ingenieros, aparejadores y juristas.  

2) Área de Infraestructura Hidráulica, donde se entrevistó a la jefa del 

departamento de Gestión Administrativa y a dos técnicos, ingeniero y abogado, del 

departamento de Gestión de Servicios. 

En cuanto a la Agencia de Protección del Medio Urbano y Natural, se 

obtuvieron datos del: 

1) Servicio de Vigilancia Territorial y Actuaciones Previas, donde se entrevistó 

al jefe del servicio y a ocho agentes medioambientales. 

2) Servicio de Instrucción, donde se entrevistó al responsable del servicio y a 

seis profesionales juristas, arquitectos e ingenieros. 

En el Servicio de Protección de la Naturaleza (SEPRONA) se llevaron a cabo 12 

entrevistas, una al Teniente Coronel del Servicio y las restantes a guardias civiles 



154   Isabel Alonso Rodríguez 
 

especialistas en legislación medioambiental que se distribuían en cuatro patrullas o 

destacamentos todoterreno organizados en función de la ordenación territorial a nivel 

insular: Santa Cruz de Tenerife, La Laguna, Playa de las Américas y Garachico. 

En el Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife se entrevistó a 12 profesionales,  

vigilantes, guardamontes y jefe de guardamontes, integrantes de la Unidad de Montes 

de la Policía Forestal del Área de Seguridad Ciudadana de dicho ayuntamiento. Por 

último,  en el Ayuntamiento de San Cristóbal de La Laguna se administraron ocho 

cuestionarios al sargento, suboficial y a guardias locales de la Unidad de Policía 

Ecológica del Área de Seguridad Ciudadana de dicho ayuntamiento. 

7.3. Resultados. 

Los datos obtenidos fueron analizados estadísticamente teniendo en cuenta los 

objetivos del estudio. Los resultados obtenidos se describen a continuación en 4 

apartados diferentes: 1) Las variables cognitivas; 2) Las variables conductuales; 3) La 

relación de las variables conductuales con las variables cognitivas y 4) La relación entre 

las variables conductuales. 

7.3.1. Las variables cognitivas y la auto-regulación. 

Las variables cognitivas incluyen la percepción de: los Recursos disponibles, la 

Formación recibida, las Dificultades encontradas, la Calidad del Servicio prestado, la 

Satisfacción con el Servicio prestado, las Razones para no intervenir, la Eficacia 

Colectiva, la Auto-eficacia y la Auto-regulación. Se constataron algunas diferencias 

significativas aunque marginales entre los distintos Organismos, el Puesto y la Situación 

Laboral, por un lado, y las variables cognitivas, tal y como se describe en los siguientes 

apartados. 
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7.3.1.1. La percepción de los Recursos disponibles. 

Se constaron efectos simples significativos de las variables Organismo, Puesto y 

Zona de intervención, pero no interacciones significativas, en relación a la percepción 

de Recursos disponibles.  

La percepción de los Recursos disponibles varía en función del Organismo y (F 

(5,122) = 5,66; p < ,001; η
2
 = ,19), tal como se aprecia en la Figura 18. Los contrastes 

post hoc (Bonferroni para p < ,05) indican que tanto el Cabildo como el Consejo Insular 

de Aguas consideran en mayor medida que disponen de los recursos materiales y 

humanos necesarios que los profesionales de SEPRONA y la Policía Ecológica de La 

Laguna (M = 3,87; DT = 1,35). No existen diferencias significativas entre los dos 

primeros grupos. 
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Figura 18. Medias de la percepción de los Recursos disponibles según el Organismo. 

La percepción de los Recursos disponibles también varía en función del Puesto 

(F (2,124) = 4,84; p <  ,005; η
2
 = ,10), tal como se refleja en la Figura 19. Los contrastes 

post hoc (Bonnferroni para p < ,05) indican que los técnicos consideran en mayor 

medida que disponen de los recursos necesarios, que los agentes y que los altos cargos. 

No existen diferencias significativas entre estos dos últimos grupos. 
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Figura 19. Medias de la percepción de los Recursos disponibles según el Puesto. 

Por último, la percepción de los Recursos disponibles varía en función de la 

Zona de intervención (F (2, 125) = 5,06; p <  ,01; η
2
 = ,07). Tal como se observa en la 

Figura 20, los contrastes post hoc (Tamhane para p  < ,05) indican que, aunque las 

medias de los participantes que trabajan sólo en zonas rurales y en zonas urbanas son las 

mismas, las diferencias significativas se dan únicamente  entre los profesionales que 

trabajan sólo en las zonas rurales y los que trabajan en ambas zonas.  
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Figura 20. Medias de la percepción de los Recursos disponibles según la Zona de 

actuación. 

 

Es importante hacer notar que en este análisis  sólo hay siete participantes de la 

zona urbana y su desviación típica es mucho mayor (DTu = 2,92;  DTr = 1,63 y DTa = 
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2,21). Sin embargo, aunque no se asuma homogeneidad de las varianzas en los 

contrastes post hoc, la diferencia entre los participantes que trabajan sólo en la zona 

urbana y los trabajan en ambas no es significativa. 

7.3.1.2. La percepción de la Formación recibida. 

Existen diferencias significativas entre los distintos organismos en relación a la 

percepción de la Formación recibida, (F (5,122) = 5,31; p <  ,001; η
2
 = ,18). Tal como 

se observa en la Figura 21, lo contrastes post hoc (Bonferroni para p < ,01)  indican que  

tanto en el Cabildo (M = 7,35; DT = 1,65) como en el Consejo Insular de Aguas se 

considera en mayor medida que la formación recibida es suficiente que entre los 

profesionales de SEPRONA. No existen diferencias significativas entre los dos 

primeros grupos. 
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Figura 21. Medias en la Formación percibida según el Organismo. 

La Formación percibida también varía significativamente entre los distintos 

puestos (F (3,124) = 3,31; p < ,05; η
 2

 = ,07). Los contrastes post hoc (DMS, p < ,05) 

indican, tal como se refleja en la Figura 22,  que tanto los altos cargos como los técnicos 

consideran en mayor medida que la formación recibida es suficiente frente a los agentes. 

No existen diferencias significativas entre los dos primeros grupos. 
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Figura 22. Medias en la Formación percibida según el Puesto. 

7.3.1.3. La percepción de las Dificultades encontradas. 

No se constataron diferencias significativas entre los distintos organismos, 

puestos, situaciones laborales y zonas de intervención, por un lado, y las Dificultades 

encontradas a la hora de realizar el trabajo cotidiano. Tal como muestra la Figura 23, las 

Dificultades más importantes fueron de tipo organizacional.  

 

Figura 23. Medias de la percepción de las Dificultades encontradas. 
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37 personas (29%) consideraron que las dificultades podían ser también de otros 

tipos. En la Tabla 30 se refleja la naturaleza y frecuencia con que se consideraron estas 

“otras” dificultades. 

Tabla 30 

Naturaleza y frecuentica de las” otras” dificultades observadas 

Otras dificultades Frecuencia Porcentaje 

Intereses políticos 11 29,7 

Proceso sancionador no completo 8 21,6 

Falta de recursos 7 18,9 

Falta colaboración con AAPP 3 8,1 

Falta de apoyo de la propia organización 3 8,1 

Conducta frecuente y/o aceptada socialmente 1 2,7 

Falta de identificación del rol de agente forestal 1 2,7 

Jerarquía/organización del cuerpo 3 8,1 

Total 37 100,0 

 

7.3.1.4. La percepción de la Calidad del Servicio prestado. 

Tal como se dijo anteriormente, se utilizaron 4 ítems para medir la percepción de 

Calidad del Servicio prestado. El valor del α de Cronbach  fue de  ,79. Las puntuaciones 

oscilaron entre 0 y 9,5 con una media de 5,59 y una desviación típica de 2,03. 

La percepción de la Calidad del Servicio varía en función del Organismo al que 

pertenecen los participantes (F (5, 122) = 6,36; p < ,00; η
2
= ,21). Tal como muestra la 

Figura 24 y los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05), los participantes del 

Cabildo perciben que su servicio tiene más calidad que los de la APMUN,  SEPRONA 

y la Policía Ecológica del Ayuntamiento de La Laguna. No existen diferencias 

significativas entre estos último, ni entre los restantes.  
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Figura 24. Medias de la percepción de la Calidad del Servicio según el Organismo. 

 

7.3.1.5. La percepción de la Satisfacción con el servicio prestado. 

Existen diferencias en la Satisfacción con el Servicio prestado por los 

participantes de los distintos organismos (F (5,121) = 2,85; p < ,05; η
2
 = ,10), tal como 

se refleja en la Figura 25. Sin embargo, los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) 

indican que estas diferencias sólo son significativas en el caso de los participantes de la 

APMUN en relación a los de la Policía Forestal del Ayuntamiento de Santa Cruz.  

 

Figura 25. Medias de la Satisfacción con el Servicio según el Organismo. 
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7.3.1.6. Las Razones para no iniciar un expediente. 

En la entrevista se incluyó una pregunta sobre las Razones por las que quedan 

transgresiones medioambientales sin denunciar. Tal como muestra la Figura 26,  la 

mayoría de los participantes consideraron que la principal razón es que es mejor educar 

que castigar, seguida de que trataba de hechos difíciles de probar y que aunque se 

denunciaran quedarían sin castigo. La razón menos puntuada fue que aunque sean 

ilegales no están mal, seguida de que consideran que son hechos accidentales o producto 

de la ignorancia. En general, no hubo diferencias significativas en las Razones para la 

no intervención en relación al Organismo, el Puesto o la Situación laboral. 

 

Figura 26. Medias de las Razones para la no intervención. 

Los participantes podían además especificar alguna razón no incluida en las 

opciones de respuesta. 34 participantes (26%) citaron alguna de las razones que se 

detallan en la Tabla 31. como puede observarse, la razón más citada fue la falta de 

interés político, seguida de la creencia de que la sanción no iba a ser aplicada al final del 

proceso y la falta de recursos. 
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Tabla 31 

Distribución de las “otras” Razones para no iniciar un expediente 

“Otras” Razones Frecuencia Porcentaje 

Falta de interés político 8 23,5 

Proceso sancionador no completo 7 20,6 

Falta de recursos 7 20,6 

Falta de motivación 2 5,9 

Falta colaboración con AAPP 4 11,8 

Falta de información institucional accesible al público 1 2,9 

Pagar sanción mejor que restaurar conducta ilegal 3 8,8 

Falta de tiempo para llevar a cabo proceso sancionador 1 2,9 

Relación de amistad con denunciado 1 2,9 

Total 34 100,0 

 

7.3.1.7. La percepción de la Eficacia Colectiva. 

Los profesionales contestaron a 14 ítems relativos a la Eficacia Colectiva de su 

unidad o servicio, utilizando una escala de 11 puntos desde “Nada de acuerdo” hasta 

“Totalmente de acuerdo”. El α de Cronbach  fue de  ,90. Las puntuaciones obtenidas 

oscilaron entre 2,79 y 9,86, con una media de 7,51 y una desviación típica de 1,44.   

Existen diferencias significativas en la percepción de la Eficacia Colectiva entre 

los participantes de distintos organismos (F (5,122) = 4,99; p < ,001; η
2
 = ,17), tal como 

se refleja en la Figura 27. Los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que 

los participantes de la Policía Forestal de S/C de Tenerife perciben un nivel más alto de 

eficacia colectiva que los de la APMUN y los del Consejo Insular de Aguas. Asimismo 

los participantes de SEPRONA perciben un nivel superior que estos últimos. El resto de 

las diferencias no fueron estadísticamente significativas.  
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Figura 27. Medias de la percepción de la Eficacia Colectiva según el Organismo. 

 
 

También se constataron diferencias significativas en la percepción de la Eficacia 

Colectiva respecto a la Situación Laboral (F (2,125) = 5,94; p < ,01; η
2
= ,09). Tal como 

muestra la Figura 28, existen diferencias entre los participantes en las distintas 

situaciones laborales, excepto entre los contratados fijos y los funcionarios. 

 

Figura 28. Medias en la percepción de la Eficacia Colectiva según la Situación Laboral. 

7.3.1.8. La percepción de Discrecionalidad.   

La consistencia interna de los dos factores se puso a prueba mediante el α de 

Cronbach. El valor de α para el primer factor fue de ,77, después de eliminar el ítem 3. 

El valor de α para el segundo factor fue de ,80, después de eliminar los ítems 5 y 9. La 

consistencia interna para la escala total fue de ,82, después de eliminar los ítems 3, 5 y 
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9. Los estadísticos descriptivos relativos a estas escalas aparecen en la Tabla 32. Dado 

que las puntuaciones altas indican una actitud más estricta a la hora de aplicar la ley, los 

participantes muestran una escasa tendencia a hacer uso de la discrecionalidad. Las 

puntuaciones en el estilo de infundir respeto son más bajas y con una mayor 

variabilidad, de modo que los profesionales parecen adoptar más un estilo de adhesión a 

la ley. 

Tabla 32 

Estadísticos descriptivos en Discrecionalidad, estilo de adhesión a la ley y estilo de 

infundir respeto (Worthley, 2003) 

 

 Discrecionalidad Adhesión a la ley Infundir Respeto 

Media 6,4 7,8 4,6 

Desviación típica 1,5 1,5 2,1 

Mínimo 2,6 2,8 0,0 

Máximo 9,6 10,0 9,2 

Mediana 6,5 8,0 4,7 

Moda 6,7 8,0 7,5 

 

Cuando se relacionaron las puntuaciones de los participantes en cada uno de los 

factores y en la escala total con el resto de las variables de estudio no se obtuvo ninguna 

relación estadísticamente significativa. 

7.3.1.9. La percepción de Auto-eficacia.  

Los profesionales contestaron a 8 ítems sobre Auto-eficacia, puntuando en una 

escala de 11 puntos desde “Nada de acuerdo” a “Totalmente de acuerdo”. La 

consistencia interna, medida por el α de Cronbach  fue de  ,77. La puntuaciones 

obtenidas oscilaron entre 3,67 y 10, con una media de 8,57 y una desviación típica de 

1,23. Se constató una relación significativa entre la Auto-eficacia y el Organismo de los 

participantes (F (5,122) = 4,38; p < ,001; η
2
 = ,15),  tal como se refleja en la Figura 29. 

Los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que los participantes de la 
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Policía Forestal de S/C de Tenerife perciben que tienen un nivel de Auto-eficacia más 

alto que los del Consejo Insular de Aguas y que los de la Policía Ecológica del 

Ayuntamiento de La Laguna.  Los participantes de este último organismo puntúan 

significativamente más bajo que los de los restantes, excepto los del Consejo Insular de 

Aguas. 
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Figura 29. Medias en la percepción de Auto-eficacia según el Organismo. 

 

También se constató una relación significativa entre la Auto-eficacia y la 

Situación Laboral de los participantes (F (2,125) = 7,50; p < ,001; η
2
 = ,10), (ver Figura 

30). Los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que los funcionarios tienen 

una percepción de auto-eficacia mayor que los contratados fijos y temporales. 

 

Figura 30. Medias de la percepción de Auto-eficacia según la Situación Laboral. 
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7.3.1.10. La percepción de Auto-regulación. 

Los profesionales contestaron a 8 ítems sobre Auto-regulación, en una escala de 

11 puntos desde “Nada de acuerdo” a “Totalmente de acuerdo”. La consistencia interna, 

medida por el α de Cronbach,  fue de  ,72. La puntuaciones obtenidas oscilaron entre 5 y 

10, con una media de 8,12 y una desviación típica de 1,12.  

Se constató una relación significativa entre la Auto-regulación y el Organismo 

de los participantes (F (5,122) = 3,43; p < ,01; η
2
 = ,12),  tal como se refleja en la Figura 

31. Sin embargo, los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) pusieron de manifiesto 

que sólo la diferencia entre los participantes de la Policía Forestal del Ayuntamiento de 

Santa Cruz  y  los del Consejo Insular de Aguas resultó significativa. 
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Figura 31. Medias de la percepción de Auto-regulación según el Organismo. 

También se constató una relación significativa entre la Auto-regulación 

percibida y el Puesto de los participantes (F (3,124) = 8,54; p < ,001; η
2
 = ,17),  tal 

como se refleja en la Figura 32. Los contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican 

que tanto los altos cargos como los agentes tienen una mayor percepción de Auto-

regulación que los vigilantes. Los agentes también tienen una mayor percepción de 

auto-regulación que los técnicos. 
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Figura 32. Medias en la percepción de Auto-regulación según el Puesto. 

Asimismo, existen diferencias significativas entre las distintas situaciones 

laborales, en relación a la percepción de Auto-regulación (F (2,125) = 11,52; p < ,001; 

η
2
 = ,15), tal como se refleja en la Figura 33. Los contrastes post hoc (Tamhane para p < 

,05) indican que los funcionarios tienen mayor percepción de auto-regulación que los 

contratados, tanto fijos como temporales. No existen diferencias entre estos dos últimos 

grupos. 
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Figura 33. Medias de la percepción de Auto-regulación según la Situación Laboral. 
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7.3.1.11. La relación entre las variables cognitivas. 

Con el objeto de analizar la relación entre las variables cognitivas objeto de 

estudio se llevaron a cabo cuatro ecuaciones de regresión múltiple que resultaron 

significativas, como se ve reflejado en la Tabla 33. 

Tabla 33 

Estadísticos de las ecuaciones de regresión múltiple que explican cada variable 

cognitiva o motivacional con el resto 

 

Variables 

cognitivas 

Aceptabilidad 

del modelo 
R

2
 Predictor β T p r rp rsp 

Recursos 
F (2,124) = 

21,94 
,25 

Formación ,35 4,33 ,001 ,43 ,36 ,33 

Calidad del 

Servicio 
,28 3,52 ,001 ,39 ,30 ,27 

Formación 
F (1,125) = 

28,87 
,18 Recursos ,43 5,37 ,001 ,43 ,43 ,43 

Calidad del 

Servicio 

F (3,123) = 

17,93 
,29 

Satisfacción 

con el 

Servicio 
,22 2,43 ,05 ,43 ,21 ,18 

Recursos ,30 3,88 ,001 ,39 ,33 ,29 

Eficacia 

Colectiva 
,23 2,49 ,05 ,40 ,22 ,19 

Satisfacción 

con el Servicio 

F (2,124) = 

36,59 
,36 

Eficacia 

Colectiva 
,47 6,11 ,001 ,57 ,48 ,43 

Calidad del 

Servicio 
,23 3,03 ,01 ,43 ,26 ,21 

Eficacia 

Colectiva 

F (3,123) = 

27,45 
,38 

Satisfacción 

con el 

Servicio 
,43 5,38 ,001 ,57 ,43 ,37 

Auto-

regulación 
,22 3,06 ,01 ,32 ,26 ,21 

Calidad del 

Servicio 
,21 2,79 ,01 ,40 ,24 ,19 

Auto-eficacia 
F (1,125) = 

152,12 
,54 

Auto-

regulación 
,74 12,33 ,001 ,74 ,74 ,74 

Auto-

regulación 

F (2,124) = 

84,59 
,57 

Auto-

eficacia 
,73 12,42 ,001 ,74 ,74 ,72 

Satisfacción 

con el 

Servicio 
,17 2,87 ,01 ,22 ,25 ,17 
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Tal como puede observarse en la Tabla 33, las variables con mayor poder 

predictivo son la Auto-regulación y la Auto-eficacia, así como la Eficacia colectiva y la 

Satisfacción con el Servicio, en ambos casos una respecto a la otra. 

7.3.2. Las variables conductuales. 

Las variables conductuales objeto de estudio fueron: La probabilidad de Iniciar 

un Expediente, el Nivel de Intervención Individual, el Nivel de Aspiración y el Nivel de 

Intervención Grupal.  

No se  constataron diferencias estadísticamente significativas en las variables 

conductuales respecto a la variable Organismo, excepto en lo que se refiere a la 

probabilidad de Iniciar un Expediente, que se describirá en el apartado 2.1.1. Por esta 

razón, los análisis llevados a cabo incluyeron la muestra completa de participantes, tal 

como se describe en los apartados siguientes. Las relaciones marginales entre la 

Situación Laboral y/o el Puesto con el Nivel de Intervención Individual el Nivel de 

Aspiración se describirán en los apartados correspondientes. Asimismo se detalla la 

relación entre estas tres variables conductuales y las Razones para no intervenir. El sub-

apartado relativo al Nivel de Intervención Grupal se ha omitido ya que no se constató 

ninguna relación estadísticamente significativa al respecto. 

7.3.2.1. La probabilidad de Iniciar un Expediente. 

Tal como se describió en el apartado de Instrumentos, a los participantes se les 

preguntó con qué probabilidad iniciarían un expediente sancionador en relación a 20 

descripciones de infracciones a las leyes medioambientales ocurridas en su entorno 

inmediato. Se les pidió que contestasen en una escala de 11 puntos desde 0 = Nada 

probable a 10 = Totalmente probable. La consistencia interna, medida por el α de 

Cronbach fue de ,88. Las puntuaciones oscilaron entre 3,2 y 10, con una media 8,2 y 

una desviación típica de 1,31. 



170   Isabel Alonso Rodríguez 
 

En los apartados siguientes se relaciona la probabilidad de Iniciar un Expediente 

con: 1) el Organismo, la Situación Laboral y el Puesto; 2) el Tipo de transgresión; y 3) 

las Tareas realizadas habitualmente. Asimismo, en el quinto sub-apartado se analizan 

los Criterios que tienen en cuenta a la hora de iniciar un expediente según el Tipo de 

Transgresión. 

7.3.2.1.1. La relación entre la probabilidad de Iniciar un 

Expediente, el  Organismo, la Situación Laboral y el 

Puesto. 

Con el objeto de comprobar si existían diferencias significativas entre la 

probabilidad de Iniciar Expediente en función del Organismo, se llevó a cabo un 

ANOVA que resultó significativo (F (5,122) = 2,50; p < ,05; η
2
 = ,09). Los contraste 

post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que los participantes tanto del Cabildo (M = 

8,28; DT = 1,25) como del Consejo Insular de Aguas (M = 7,61; DT = 1,65) están 

menos dispuestos a iniciar un expediente que la Policía Forestal del Ayuntamiento de 

Santa Cruz (M = 9,24; DT = ,80). Las medias de estos y de los restantes organismos 

aparecen reflejadas en la Figura 34. 

 

Figura 34. Probabilidad de Iniciar un Expediente según el Organismo. 
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Existe una interacción significativa de la Situación Laboral y el Puesto en 

relación a la probabilidad de Iniciar un Expediente (F (5,117) = 3,23; p <  ,01; η
2
 = ,12). 

Tal como puede observarse en la Tabla 34, los contrastes post hoc (Bonferroni para p < 

,05) indican que las diferencias son significativas sólo entre los funcionarios y los 

contratados fijos cuando se trata de los técnicos, y entre contratados temporales y 

funcionarios cuando se trata de los altos cargos. De este modo, la probabilidad de que 

inicie un expediente un técnico funcionario es mayor que la de un técnico con contrato 

fijo. Asimismo, la probabilidad de que inicie un expediente un alto cargo funcionario es 

mayor que la de un alto cargo con contrato temporal. Estas diferencias deben 

contemplarse no obstante con cautela, dado que sólo hay un contratado temporal entre 

los altos cargos y cinco contratados fijos entre los técnicos. 

Tabla 34 

Probabilidad media de Iniciar un Expediente, y desviaciones típicas, según la Situación 

Laboral y el Puesto 

 

 Situación Laboral 

Puesto Funcionario Contratado fijo Contratado temporal 

Vigilantes 
9,4 

 

8,2 

(,65) 

7,9 

(,10) 

Agentes 
8,5 

(,99) 

8,6 

(,74) 

8,5 

 

Técnicos 
8,1* 

(1,52) 

6,3* 

(1,51) 

6,8 

(,81) 

Altos cargos 
8,2* 

(1,47) 

 

 

3,2* 

 

Nota. Las medias señaladas con *  en una misma fila son significativamente diferentes para p < ,05.  

 

Dado que las diferencias entre organismos, situaciones laborales y puestos 

fueron marginales, los análisis que se describen a continuación se llevados a cabo con 

todos los participantes conjuntamente.  
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7.3.2.1.2. La relación entre la probabilidad de Iniciar un 

Expediente y el Tipo de Transgresión. 

Se llevó a cabo un análisis de varianza de medidas repetidas para comprobar si 

existían diferencias significativas en la probabilidad de Iniciar un Expediente en función 

del Tipo de Transgresión. Para ello se crearon tres variables promediando las 

puntuaciones en la probabilidad de Iniciar un Expediente para las transgresiones 

Constructivas, transgresiones contra el Medio Natural y transgresiones de 

Contaminación. 

Los resultados obtenidos muestran que existen diferencias significativas en la 

Probabilidad de iniciar un expediente (λ =  ,91; F (2, 125) = 6,29; p < ,002; η
2
 = ,09), 

siendo menor para las transgresiones Constructivas (M = 7,9; DT = 1,54), seguidas de 

las transgresiones de Contaminación (M = 8,1; DT = 1,65) y, por último, de las 

transgresiones contra el Medio Natural (M = 8,46; DT = 1,5). Todos los contrates post 

hoc fueron estadísticamente significativos (Bonferroni para p < ,05), excepto para el 

contraste entre transgresiones Constructivas y transgresiones de Contaminación, de 

modo que los profesionales deciden iniciar un expediente con la misma probabilidad en 

ambos casos.  

7.3.2.1.3. La probabilidad de Iniciar un Expediente en cada tipo 

de transgresión, en función del Organismo, el Puesto y la 

Situación Laboral. 

Se llevó a cabo un análisis multivariado de la varianza para comprobar si 

existían diferencias significativas en función del Organismo, el Puesto y la Situación 

Laboral de los encuestados en relación a los tres tipos de transgresiones 

medioambientales. Los resultados obtenidos muestran que existe una interacción 

significativa entre las variables tipo de Puesto y la Situación Laboral de los 
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profesionales (λ = ,78; F (15,270,936) = 1,91; p <  ,05; η
2
 = ,08). No hubo diferencias 

significativas respecto al Organismo.  

Los contrastes post hoc (Bonferroni para p < ,05) pusieron de manifiesto que la 

probabilidad de Iniciar un Expediente respecto a las transgresiones Constructivas es más 

alta entre los altos cargos que eran funcionarios que entre los que tenían un contrato 

temporal, tal como muestra la Figura 35. En la muestra objeto de estudio no había 

ningún alto cargo con contrato fijo. 
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Figura 35. Probabilidad media de Iniciar un Expediente de los altos cargos en las 

transgresiones Constructivas en función de su Situación Laboral. 

 

Asimismo, en lo que a las transgresiones de Contaminación se refiere, se 

constató que la probabilidad con que los técnicos funcionarios deciden iniciar un 

expediente es significativamente mayor que la de los fijos, pero no difieren en términos 

estadísticos de la de los temporales, tal como se refleja en la Figura 36. Asimismo, se 

constató que la probabilidad de que los altos cargos funcionarios decidan iniciar un 

expediente es significativamente mayor que la de los contratados temporales dentro del 

mismo puesto. Como se dijo anteriormente, entre los participantes no había ningún alto 

cargo con contrato fijo. 
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Figura 36. Probabilidad media de Iniciar un Expediente de los técnicos y altos cargos 

en las transgresiones de Contaminación  en función de su Situación 

Laboral. 

 

Por último, en relación a las transgresiones contra el Medio Natural, los altos 

cargos funcionarios estiman una mayor probabilidad de iniciar un expediente que los 

temporales, tal como se refleja en la Figura 37. Los técnicos funcionarios, por su parte, 

estiman una probabilidad significativamente mayor que los fijos. Los técnicos 

temporales no se diferencian significativamente ni de los funcionarios ni de los fijos.  
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Figura 37. Probabilidad media de Iniciar un Expediente de los técnicos y altos cargos 

en las transgresiones contra el Medio Natural en función de su Situación 

Laboral. 
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7.3.2.1.4. La relación entre la probabilidad de Iniciar un 

Expediente y las Tareas realizadas habitualmente. 

Con el objeto de comprobar si la probabilidad de Iniciar un Expediente se 

relaciona con el tipo de Tarea que se realiza habitualmente, se llevó a cabo un análisis 

de regresión múltiple que resultó significativo (F (3, 124) = 13,59; p < ,001). Esta 

regresión permite explicar un 23% de la varianza, e indica que la Probabilidad de iniciar 

un expediente es mayor en la medida en que las tareas más habituales sean llamar la 

atención al ciudadano, asesorar y hacer que se ejecuten las sanciones impuestas, tal 

como figura en la Tabla 35. 

Tabla 35 

Estadísticos de la ecuación de regresión múltiple que explica la Probabilidad de Iniciar 

un Expediente a partir de la frecuencia con que se realizan habitualmente una serie de 

Tareas 

 

Tareas β t p r rp rsp 

Llamar la atención ,30 3,10 ,01 ,41 ,27 ,24 

Asesorar ,26 2,75 ,01 ,41 ,24 ,21 

Ejecutar sanciones ,19 2,36 ,05 ,09 ,21 ,18 

 

7.3.2.1.5. Los criterios para Iniciar un Expediente que se tienen en 

cuenta en cada Tipo de Transgresión. 

Tal como se describió en el apartado de instrumentos, la entrevista incluía tres 

preguntas abiertas mediante las cuales se les pedía a los participantes que señalaran qué 

criterios tenían en cuenta a la hora de iniciar un expediente para cada uno de los tres 

tipos de transgresiones medioambientales: Construcciones, Contaminación y contra el 

Medio Natural. Las respuestas fueron clasificadas en 19 categorías que aparecen 

reflejadas en la Figura 38. Se calcularon 57 puntuaciones (19 criterios x 3 tipos de 

transgresiones), sumando el número de veces que aparecía cada aspecto en relación a 
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cada Tipo de Transgresión. Con estas puntuaciones se llevó a cabo un ANOVA de 

medidas repetidas para las variables Tipo de Transgresión x Aspecto. Los resultados 

obtenidos mostraron que existe una interacción significativa entre ambas variables (λ = 

,62; F (31, 97) = 1,92; p < ,01; η
2
 = ,38). En la Figura 38 se reflejan el uso de cada 

Aspecto en relación a cada Tipo de Transgresión. 

Tal como puede observarse, los criterios más utilizados en los tres tipos de 

transgresiones son los de carácter técnico-legal  y las consecuencias, aunque el 

porcentaje varía en función del Tipo de Transgresión. Así, los criterios técnico legales 

aparecen con mayor frecuencia en las transgresiones Constructivas, seguidas de las de  

Contaminación y, en menor medida, en las transgresiones contra el Medio Natural, 

siendo estas diferencias estadísticamente significativas en todos los casos (λ = ,80; F 

(2,126) = 15,59; p < ,001; η
2
 = ,20).  Las consecuencias de la transgresión se consideran 

con más frecuencia en las transgresiones de Contaminación y en las transgresiones 

contra el Medio Natural, aunque las diferencias no son estadísticamente significativas. 

Las diferencias tampoco son estadísticamente significativas en el caso del criterio de 

irreversibilidad,  aunque se considera más en las transgresiones contra el Medio Natural 

que en el resto. La intencionalidad se tiene más en cuenta en las transgresiones contra el 

Medio Natural, seguida de las transgresiones de Contaminación y, en menor medida, en 

las Constructivas, pero las diferencias en las comparaciones por pares (Bonferroni para 

p < ,05) sólo son significativas entre las transgresiones Constructivas y las contra el 

Medio Natural (λ = ,93; F (2,126) = 4,77; p < ,01; η
2
 = ,07). 



El impacto de las atribuciones y las normas   177 

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

72,7

29,7

7
2,3

1,6
4,7

2,3
1,6

0,8
3,9

0

2,3

0

0,8 4,7
0

0
0,8 2,3

Transgresiones Constructivas
Técnico-legales

Consecuencias

Riesgo

Recursos

Desinterés político

Irreversibilidad

Intencionalidad

Desconocimiento

Motivos

Reincidencia

Competencia

Beneficios

Poca educación

Estética

Idiosincrasia

Propiedad común

Actitud

Quejas

Particular / Empresa

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

61,7

36,7

8,6
1,6

3,1
6,3 7,8 0,8

0
2,3

0,8
2,3

2,3 0
0,8

0 0,8
0,8

2,3

Transgresiones de Contaminación Técnico-legales
Consecuencias
Riesgo
Recursos
Desinterés político
Irreversibilidad
Intencionalidad
Desconocimiento
Motivos
Reincidencia
Competencia
Beneficios
Poca educación
Estética
Idiosincrasia
Propiedad común
Actitud
Quejas
Particular / Empresa

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

51,6

37,5

10,2

1,6
1,6

11,7

8,6
1,6

1,6
3,9 0,8

1,6
1,6

0 3,1 0,8
0 0 1,6

Transgresiones contra el Medio Natural
Técnico-legales
Consecuencias
Riesgo
Recursos
Desinterés político
Irreversibilidad
Intencionalidad
Desconocimiento
Motivos
Reincidencia
Competencia
Beneficios
Poca educación
Estética
Idiosincrasia
Propiedad común
Actitud
Quejas
Particular / Empresa

 

Figuras 38. Medias de los Criterios a tener en cuenta en cada Tipo de Transgresión a la 

hora de Iniciar un Expediente. 
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El criterio de la reincidencia destaca en las transgresiones contra el Medio 

Natural, seguido de las Constructivas y, en menor medida, en las de Contaminación, 

pero sin alcanzar la significación estadística. No hay diferencias significativas respecto 

al porcentaje en que se consideran las características del transgresor, aunque se tengan 

en cuenta sobre todo en las Constructivas, seguidas de las contra el Medio Natural y, 

por las de Contaminación. 

Los criterios que no se utilizan a la hora de iniciar un expediente en las 

transgresiones Constructivas fueron la falta de competencias, la educación ambiental, la 

actitud del infractor y la propiedad comunal de los recursos. Con respecto a las 

transgresiones de Contaminación fueron la motivación del infractor, la falta de gusto 

estético y la propiedad comunal de los recursos. Finalmente, en lo que a las 

transgresiones contra el Medio Ambiente se refiere es de destacar la ausencia de la falta 

del gusto estético, la actitud del infractor y las quejas vecinales. 

7.3.2.2. El Nivel de Intervención Individual. 

El Nivel de Intervención Individual se midió a través del ítem: “¿En cuántas de 

las transgresiones medioambientales, de las que tiene sospechas, actúa usted de alguna 

manera?” que se valoraba en una escala de 11 puntos desde 0= Ninguna a 10= Todas. 

En los apartados siguientes se relaciona el Nivel de Intervención Individual con: 1) la 

Situación Laboral y el Puesto; y 2) las Razones dadas para no iniciar un expediente.  

7.3.2.2.1. La relación del Nivel de Intervención Individual con la 

Situación Laboral y el Puesto. 

El Nivel de Intervención Individual se relaciona de forma simple con la 

Situación Laboral y el Puesto, pero no con el Organismo. (Ver figura 39). 
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Figura 39. Medias del Nivel de Intervención Individual según la Situación Laboral. 

Respecto a la Situación Laboral (F (2, 125) = 3,59; p < ,05; η
2
 = ,05), los 

contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que  los funcionarios perciben un 

Nivel de Intervención Individual mayor que los contratados fijos como se refleja en la 

Figura 39. El resto de las diferencias no fueron estadísticamente significativas. 

El Nivel de Intervención Individual se relaciona también con el Puesto que 

desempeña el participante (F (3, 124) = 9,03; p < ,001; η
2
 = ,18). Como se refleja en la 

Figura 40. 

 

Figura 40. Medias del Nivel de Intervención Individual según el Puesto. 
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Los contraste post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que los agentes perciben 

un mayor nivel de intervención individual que los vigilantes y los técnicos, y estos 

últimos perciben un menor nivel de intervención individual que los altos cargos como se 

refleja en la Figura 40. El resto de las diferencias no fueron estadísticamente 

significativas.  

7.3.2.2.2. La relación entre del Nivel de Intervención Individual y 

las Razones para no intervenir. 

El Nivel de Intervención Individual se relaciona con las Razones aducidas para 

la no intervención. Se llevó a cabo un análisis de regresión múltiple que resultó 

significativo (F (1, 125) = 16,87; p < ,001). La ecuación resultante permite explicar un 

11% de la varianza, e indica que el Nivel de Intervención Individual es menor en la 

medida en que la no intervención se justifica en términos de que los transgresores 

quedan sin castigo, tal como figura en la Tabla 36.  

Tabla 36 

Estadísticos de la ecuación de regresión múltiple que explican el Nivel de Intervención 

Individual a partir de las Razones para no intervenir 

 

Razones Β t p r rp rsp 

Quedan sin 

castigo 
-3,45 -4,11 ,001 -,34 -,34 -,34 

 

7.3.2.3. El Nivel de Aspiración. 

El Nivel de Aspiración se midió a través del ítem: “Siendo realista, ¿en cuántas 

de ellas podría intentar actuar de alguna manera?” que valoraba en una escala de 11 

puntos desde 0= Ninguna a 10= Todas.  En los apartados siguientes se relaciona el 

Nivel de Aspiración con: 1) el Organismo, la Situación Laboral y el Puesto; y 2) las 

Razones dadas para no iniciar un expediente.  
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7.3.2.3.1. La relación del Nivel de Aspiración con  la Situación 

Laboral y el Puesto. 

El Nivel de Aspiración se relaciona significativamente con la Situación Laboral 

y el Puesto del participante, pero no con el Organismo.  
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Figura 41. Medias del Nivel de Aspiración según la Situación Laboral. 

Respecto a la Situación Laboral (F (2, 124) = 4,79; p < ,01; η
2
 = ,07),  los 

contrastes post hoc (Tamhane para p < ,05) indican que los funcionarios tienen un Nivel 

de Aspiración más elevado que los contratados temporalmente, como se refleja en la 

Figura 41. El resto de las diferencias no fueron estadísticamente significativas. 

El Nivel de Aspiración se relaciona además con el Puesto que ocupan los 

participantes (F (3, 123) = 7,21; p < ,001; η
2
 = ,15). Los contrastes post hoc (Tamhane 

para p < ,05) indican que  los agentes y los altos cargos perciben un mayor Nivel de 

Aspiración que los vigilantes y los técnicos, tal como se refleja en la Figura 42. El resto 

de las diferencias no fueron estadísticamente significativas. 
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Figura 42. Medias del Nivel de Aspiración según el Puesto. 

 

7.3.2.3.2. La relación entre el Nivel de Aspiración  y las Razones 

para no intervenir. 

El Nivel de Aspiración se relaciona con las Razones aducidas para la no 

intervención. Se llevó a cabo un análisis de regresión múltiple que resultó significativo 

(F (1, 124) = 4,82; p < ,05). Pero la ecuación resultante permite explicar sólo un 3% de 

la varianza, e indica que el Nivel de Aspiración es menor en la medida en que la no 

intervención se justifica en términos de que los transgresores quedan sin castigo, tal 

como figura en la Tabla 37. 

Tabla 37 

Estadísticos de la ecuación de regresión múltiple que predicen el Nivel de Aspiración  a 

partir de las Razones para no intervenir 

 

Razones Β T R rp rsp 

Quedan sin 

castigo 
-,19 -2,20 -,19 -,19 -,19 
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7.3.3. La relación de las variables conductuales con las variables 

cognitivas y la auto-regulación.  

Con el objeto de analizar la relación entre las variables conductuales, por un 

lado, y las variables cognitivas y la Auto-regulación, por el otro, se llevaron a cabo 

cuatro ecuaciones de regresión múltiple que resultaron significativas. El predictor más 

importante en todas ellas fue la Auto-regulación, tal como queda reflejado en la Tabla 

38. 

Tabla 38 

Estadísticos de las ecuaciones de regresión múltiple que predicen cada variable 

conductual a partir de las variables cognitivas y la auto-regulación 

 

Variables 

Conductuales 

Aceptabilidad 

del modelo 
R

2
 Predictor β t p r rp rsp 

Probabilidad 

de Iniciar un 

Expediente 

F (2,124) = 

15,20 
,18 

Auto-

regulación 
,30 3,60 ,001 ,38 ,31 ,29 

Eficacia 

colectiva 
,24 2,81 ,01 ,33 ,24 ,22 

Nivel de 

Intervención 

Individual 

F (1,125) = 

38,71 
,23 

Auto-

regulación 
,48 6,22 ,001 ,48 ,48 ,48 

Nivel de 

Aspiración 

F (1,124) = 

22,61 
,15 

Auto-

regulación 
,39 4,75 ,001 ,39 ,39 ,39 

Nivel de 

Intervención 

Grupal 

F (2,124) = 

8,24 
,10 

Calidad del 

Servicio 
,27 3,21 ,01 ,27 ,28 ,27 

Auto-

regulación ,20 2,44 ,05 ,21 ,21 ,20 

 

7.3.4. La relación entre las variables conductuales. 

Con el objeto de analizar la relación entre las variables conductuales y las 

variables cognitivas y la Auto-regulación, se llevaron a cabo cuatro ecuaciones de 

regresión múltiple que resultaron significativas. Tal como queda reflejado en la Tabla 

39, el predictor más importante es el Nivel de Intervención Individual, excepto cuando 
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se trata de predecir esta variable. En este caso, es el Nivel de Aspiración el que permite 

dar cuenta de un mayor porcentaje de varianza explicada. 

Tabla 39 

Estadísticos de las ecuaciones de regresión múltiple que predicen  cada variable 

conductual a partir de las restantes 

 

Variables 

Conductuales 

Aceptabilidad 

del modelo 
R

2
 Predictor Β t p r rp rsp 

Probabilidad 

de Iniciar 

Expediente 

F (1,125) = 

25,29 
,16 

Nivel de 

Intervención 

Individual 
,41 5,03 ,001 ,41 ,41 ,41 

Nivel de 

Intervención 

Individual 

 

F (3,123) = 

61,84 

 

,60 

Nivel de 

Aspiración 
,62 10,46 ,001 ,71 ,68 ,59 

Nivel de 

Intervención 

Grupal 
,21 3,48 ,001 ,41 ,30 ,20 

Iniciar 

Expediente 
,19 3,11 ,01 ,39 ,27 ,18 

Nivel de 

Aspiración 

F (1,125) = 

127,88 
,50 

Nivel de 

Intervención 

Individual 
,71 11,31 ,001 ,71 ,71 ,71 

Nivel de 

Intervención 

Grupal 

F (1,125) = 

22,44 
,14 

Nivel de 

Intervención 

Individual 
,39 4,74 ,001 ,39 ,39 ,39 

 

7.4. Discusión. 

Este es un estudio sobre la valoración que los profesionales encargados de 

aplicar las LPMA, pertenecientes a las diversas entidades de la Administración Pública 

con competencia en la materia, hacen de las transgresiones medioambientales y de su 

trabajo cotidiano. Se trata de un campo de investigación emergente en el que existen 

pocos trabajos empíricos, a pesar del papel que desempeñan estos profesionales no sólo 

en la sanción de quienes quebrantan las LPMA, sino en la prevención del 

comportamiento anti-ecológico ilegal (Du Rées, 2001; Carter, 2006). El escaso interés 
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en este colectivo puede deberse a la falta de reconocimiento tanto social como 

institucional de su labor, ya que es una ocupación rural en una cultura urbana (Forsyth, 

1993a y b, 1994). Los resultados obtenidos aportan información novedosa sobre la 

naturaleza de las tareas que realizan y de las condiciones en las que desempeñan su 

trabajo cotidiano, tales como las dificultades con las que se encuentran, los recursos 

disponibles o la formación recibida, entre otras. 

La investigación previa con este tipo de profesionales se ha centrado en muestras 

pequeñas (35 profesionales o menos) y/o en un número reducido de observaciones en 

ambientes naturales (Shelley y Crow, 2009). Además, se suele estudiar exclusivamente 

la discrecionalidad, el estrés laboral, la satisfacción, los estilos de intervención policial y 

el uso de la fuerza, por su parte o en su contra (Eliason, 2003, 2006; Forsyth, 1994; 

Meadows y Soden, 1988; Pendleton, 2000). Por esta razón, escasean los estudios 

dirigidos a investigar las tareas que llevan a cabo y sus objetivos, a pesar de que son 

estas actividades concretas las que definen en la práctica las políticas de protección 

medioambiental. 

Shelley y Crow (2009) señalan que las demandas que se hacen a los 

profesionales que trabajan para la conservación medioambiental incluyen una amplia 

gama de tareas que van más allá de las relacionadas con el medio ambiente. En su 

estudio se constató que las actividades realizadas por este colectivo son muy variadas, 

en lo que se refiere a la protección de la vida marina, silvestre y los recursos naturales, 

pero incluyen además un 15,4% de acciones dirigidas a la aplicación de la ley en 

general. Hay que tener en cuenta que estos autores llevaron a cabo su investigación en el 

estado de Florida con los informes que semanalmente presentaban los agentes de pesca 

y vida salvaje sobre las actividades realizadas. En Estados Unidos el trabajo de estos 

profesionales tiene escaso reconocimiento, así que es posible que, en un intento de 
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reforzar su identidad como policías “de verdad” hayan exagerado la frecuencia con la 

que realizan tareas policiales, y hayan “olvidado” otras tareas que contribuyen menos a 

su prestigio profesional (Forsyth, 1993b, 1994). 

En el estudio de Forsyth (1993b) se analiza el aspecto más peligroso de su 

trabajo: detener a cazadores furtivos que suelen ir armados. La principal dificultad con 

la que se encuentran es que, a diferencia de los policías urbanos, forman parte de 

unidades muy pequeñas y muchas veces trabajan solos. En un estudio posterior, Forsyth 

(1994) establece la existencia de dos prototipos de guardabosques: el sancionador y el 

asesor. El sancionador sería el que desempeña el rol de aplicar la ley de modo estricto, 

mientras que el asesor se caracteriza por ser más optimista, tener un estilo más servicial 

orientado a resolver problemas y a prevenir el delito. Estos prototipos venían dados por 

la percepción de ellos mismos y de los cazadores furtivos, los procedimientos de 

aplicación de la ley y de los arrestos, y las descripciones de sus roles. 

En nuestro estudio, las tareas más realizadas por los profesionales fueron 

asesorar y/o educar a los ciudadanos, presentar denuncias formales, patrullar/vigilar y 

solicitar a la autoridad competente que abra un expediente sancionador. Las menos 

frecuentes fueron iniciar, tramitar un expediente y hacer que se ejecuten las sanciones 

impuestas. Esta distribución era de esperar puesto que la mayor parte de los 

profesionales de la muestra (62,5%) eran agentes medioambientales o vigilantes que 

trabajaban organizados territorialmente por  distintas zonas de la isla. Estos 

profesionales fueron elegidos intencionalmente porque son los que trabajan en contacto 

más directo con los ciudadanos. 

Shelley y Crow (2009) afirman que los agentes medioambientales son 

responsables también del comportamiento de los visitantes de los espacios naturales 

protegidos, de modo que en muchas ocasiones han de hacer frente a personas bajo los 
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efectos de drogas o alcohol y que llevan a acabo conductas ilegales genéricas como el 

vandalismo, el robo, o agresiones de todo tipo que, en contra de la creencia generalizada 

al respecto, no son exclusivos de los contextos urbanos (Forsyth, 1994; Eliason, 2003). 

Esta faceta del trabajo de los agentes medioambientales no se suele tener en cuenta 

porque las actividades policiales se asocian normalmente al entorno y al crimen urbano. 

Sin embargo, algunos estudios han demostrado el papel de estos profesionales en la 

aplicación de la ley en contextos rurales, haciendo hincapié en su importancia en la 

prevención del delito, la detención de los delincuentes y el mantenimiento del orden en 

espacios naturales. 

En nuestro caso, no se incluyeron este tipo de tareas en el cuestionario 

asumiendo que, como en nuestro país son los miembros de la Guardia Civil los que 

ejercen las funciones policiales en el entorno rural, no habría solapamiento con los 

agentes medioambientales, incluidos los de SEPRONA . Asimismo, como las distancias 

son cortas, los agentes medioambientales pueden verse asistidos por los agentes de la 

Guardia Civil con relativa rapidez. No obstante, en futuras investigaciones habría que 

constatar que, efectivamente, los agentes medioambientales no realizan actividades 

policiales en los espacios protegidos. 

Las principales dificultades con las que se encuentran los profesionales de 

nuestra muestra son de tipo organizacional, es decir, relativas a los recursos y al 

personal disponible. Además, nuestros datos indican que existen diferencias entre 

organismos a la hora de percibir los recursos y la formación recibida, así como la 

calidad del servicio en el que trabajan, la satisfacción con la labor realizada, la eficacia 

colectiva y el nivel de auto-regulación y de autoeficacia. En este sentido, los organismos 

insulares, es decir el Cabildo y el Consejo Insular de Aguas, son los que perciben que 

tienen más recursos y formación, por lo que no es de extrañar que sean también los que 
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perciben una mayor calidad de su servicio. Los organismos que menos perciben que 

disponen de los recursos y de la formación necesarios son SEPRONA y la Policía 

Ecológica de La Laguna. No obstante, sería interesante que en futuras investigaciones se 

tuviera en cuenta por separado la calidad de los medios materiales e instalaciones, y el 

grado de competencia del servicio, que en este estudio forman parte de la misma 

variable, a la hora de valorar la calidad del servicio, a fin de depurar la relación con 

otros constructos. 

Los datos de este estudio son coherentes con los obtenidos por Du Rées (2001) 

en Suecia, quien desveló que la formación legal de los profesionales analizados no 

constituye un problema, ya que han recibido entrenamiento específico y tienen 

experiencia después de haber trabajado con la legislación medioambiental durante un 

tiempo. Además, los participantes no incluyen la falta de formación del personal entre 

los factores que a su juicio influyen en la probabilidad de condena de los delincuentes 

medioambientales. Son los profesionales de la Policía Forestal de Santa Cruz y de 

SEPRONA los que más satisfechos se sienten con su servicio, perciben mayor eficacia 

colectiva y muestran un mayor nivel de auto-regulación. También son los policías 

forestales del Ayuntamiento de S/C los que mayor nivel de autoeficacia perciben. 

En este punto, es importante llamar la atención sobre el hecho de que los 

profesionales de todos los organismos puntúan muy alto en estas tres últimas variables, 

no así en los recursos y en la formación, de modo que las diferencias resultan 

marginales. Este dato parece indicar que, aunque las dificultades apuntadas 

genéricamente impliquen recursos y formación, las reacciones subjetivas de los 

profesionales ante su trabajo están más relacionadas con otros factores que 

comentaremos más adelante, tal como se desprende de la teoría social cognitiva de 

Bandura (1986) y, más concretamente, de la adaptación del modelo de Mischel y Shoda 
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(1995) realizada por Wood y Tabernero (2000), que enfatiza la importancia de la 

interrelación de las expectativas de resultado y las metas con las variables de auto-

regulación, autoeficacia y satisfacción. 

La segunda dificultad encontrada por los profesionales se refiere a la 

distribución de competencias entre administraciones públicas. Este dato es coherente 

con los resultados del estudio de Du Rées (2001) en el que los profesionales 

encuestados manifiestan que las principales dificultades con las que se encuentran 

tienen que ver con la delimitación de las competencias de los distintos organismos 

implicados y también, desde un punto de vista más técnico, con determinar qué 

comportamientos concretos son delitos punibles. Esto es así porque la legislación no 

incluye descripciones detalladas de los delitos y hay muy pocos precedentes legales, así 

que en cada caso hay que decidir si determinado comportamiento encaja o no en las 

categorías legales establecidas. 

Como hemos comentado en la introducción, la ley medioambiental no 

proporciona guías claras en este sentido, ya que el límite entre el daño que se considera 

razonable en términos económicos y, por tanto, aceptable socialmente y el daño 

inaceptable, es difuso. Se puede “contaminar”, pero siempre que se haga dentro de 

determinados límites. En esta misma línea encontramos el trabajo de Tomkins (2005) en 

el que se pone de manifiesto la necesidad de identificar "quién hace qué" en el campo de 

aplicación de la ley medioambiental. En su esfuerzo por identificar los diferentes 

niveles jurisdiccionales en la aplicación de dicha ley, considera todos los cuerpos 

policiales de la comunidad internacional, y concluye que es necesaria una mayor 

cooperación no sólo a nivel federal, estatal, regional y local, sino también internacional. 

Esto es así en la medida en que un delito medioambiental cometido en un lugar muy 

concreto puede afectar también a otras regiones, países o incluso continentes, ya que los 
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efectos nocivos son transportados por el aire o el agua de ríos y mares (p.ej. el 

hundimiento del Prestige). Como consecuencia, los profesionales de la protección 

medioambiental deberían poder actuar coordinadamente a través de diferentes 

jurisdicciones políticas y policiales. Para ello, sería preciso saber qué tipo de 

organización, estrategias y sistemas jurídicos facilitarían la cooperación entre los 

diferentes organismos que se ocupan de los delitos ecológicos a nivel internacional, tal 

como ocurre con otros delitos como los de terrorismo. 

En esta misma línea, Atlas (2007) señala que, en lo que a las sanciones 

administrativas por el vertido de residuos peligrosos se refiere, existen diferencias entre 

regiones estadounidenses en cuanto a la forma en que se tramitan dichas sanciones. 

Apunta además que, en circunstancias similares, en el ámbito estatal se suelen tramitar 

menos sanciones y que éstas suelen ser menos duras, que en el federal. Esto es así a 

pesar de que el gobierno federal norteamericano haya traspasado un gran número de 

competencias a los gobiernos estatales en un intento de garantizar la aplicación de la 

legislación medioambiental por parte de estos. Sin embargo, aunque la policía y los 

guardas forestales norteamericanos comporten muchas características, incluida la 

“ideología profesional”,  la organización de estos últimos no alcanza ni de lejos la 

sofisticación de la de los primeros (Carter 2006; Tomkins, 2005; Skolnick, 1966). 

Siguiendo con los resultados del tercer estudio de esta tesis, resulta sorprendente 

que la discrecionalidad no se haya relacionado significativamente con el resto de las 

variables analizadas. En las investigaciones sobre el trabajo de la policía esta variable ha 

sido objeto de gran atención, ya que constantemente deben elegir a quien ignoran o a 

quien arrestan, para evitar que los casos de menor importancia sobrecarguen el sistema 

impidiendo que se haga frente a los delitos más graves (Carter, 2006; Worthley, 2003). 

Dadas las similitudes entre el trabajo policial y el de los profesionales objeto de estudio 
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se esperaba que esta variable permitiera explicar parte de su comportamiento. Aunque la 

consistencia interna de la escala fue adecuada, no se constató ninguna relación 

significativa. 

Es probable que la escasa variabilidad de las puntuaciones sea la responsable de 

este dato, dado que la mayoría de los profesionales se distribuyen indiscriminadamente 

alrededor de 6, en una escala cuyo punto medio es 5. En nuestro estudio se tuvo en 

cuenta el modelo de discrecionalidad propuesto por Worthley (2003) quien describe la 

construcción de dos escalas para medir la actitud de la policía hacia la aplicación 

selectiva de la ley. Como las puntuaciones altas de discrecionalidad indican una actitud 

más estricta a la hora de aplicar la ley, los participantes muestran una escasa tendencia a 

hacer uso de la misma, pero en términos generales. Las puntuaciones en el estilo de 

infundir respeto son más bajas y con una mayor variabilidad, de modo que los 

profesionales parecen adoptar más un estilo de adhesión a la ley aunque, como ya se 

dijo, con escaso entusiasmo. 

En este tercer estudio las razones que dan los profesionales a por qué quedan 

transgresiones ambientales sin denunciar es que es mejor educar a los transgresores que 

denunciarlos, que aunque se denuncien algunas transgresiones van a quedar sin castigo, 

y que fueron hechas accidentalmente. Estos datos son coherentes con investigaciones 

previas en las que los profesionales afirman que muchas veces el comportamiento anti-

ecológico ilegal no resulta en un daño directo o que sus consecuencias no son 

importantes (Du Rées, 2001; Mendias y Kehoe, 2006). En la introducción de esta tesis 

se planteó que los profesionales no entienden por qué no pueden dedicarse a delitos 

“reales” en vez de perseguir conductas sin importancia (Situ, 1998). 

Otras razones, que no estaban incluidas en las opciones de respuesta y a las que 

el 26% de los participantes hicieron alusión fueron, en su mayoría, la falta de interés 
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político, seguida de la creencia de que la sanción no iba a ser aplicada al final del 

proceso y la falta de recursos. Estos resultados son coherentes con los obtenidos por Du 

Rées (2001) quien se encontró que las explicaciones dadas por las agencias supervisoras 

para no denunciar fueron la falta de confianza en el sistema penal para aplicar una 

sanción a los infractores, que sentían que la administración de justicia no funciona y que 

los acusados quedarían impunes. Situ (1998) coincide con esta apreciación afirmando 

que los procedimientos sancionadores raramente van más allá de la apertura de un 

expediente, porque los profesionales creen que es difícil probar que el comportamiento 

ha tenido un impacto importante y que ha sido intencional. El procesamiento se lleva a 

cabo sólo cuando hay daños muy graves y cuando existen otros delitos relacionados 

como robo, incendio o posesión ilegal de armas. 

Los datos obtenidos en este tercer estudio indican también que la probabilidad 

de iniciar un expediente suele ser más alta para las transgresiones contra el medio 

natural, seguidas de las de contaminación y de las construcciones ilegales. Esta 

secuencia coincide con las valoraciones y explicaciones de las transgresiones 

medioambientales comentadas en el primer estudio. Asimismo, se ha constatado que la 

disposición a iniciar un expediente es alta en términos generales, aunque hay 

variaciones marginales en función del tipo de organismo, la situación laboral y el puesto 

a desempeñar. Los que más dispuestos se muestran son la Policía Forestal de Santa Cruz 

y SEPRONA, profesionales que, como comentamos anteriormente, son los que 

presentan niveles más altos en las variables relacionadas con la auto-regulación. 

Así pues, la auto-regulación es la variable que más se relaciona con la variables 

conductuales incluidas en este estudio, tal como apuntan Hernández et al. (2009) al 

aplicar la teoría social cognitiva a la conducta pro-ambiental. Sin embargo, esta relación 

es compleja. En lo que a las variables cognitivas y motivacionales se refiere, la auto-
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regulación se relacionó con la auto-eficacia, con la satisfacción con el servicio y con la 

eficacia colectiva. La primera relación es obvia, ya que la auto-regulación incluye la 

percepción de auto-eficacia. La segunda y la tercera no lo es tanto, a menos que se 

considere que existe una relación entre la satisfacción con el servicio y la eficacia 

colectiva, que pudiera ser análoga a la constatada entre la satisfacción individual y la 

auto-eficacia por Tabernero y Hernández (2011). 

En lo que a las variables conductuales se refiere, la auto-regulación es la que 

mejor predice la probabilidad de iniciar un expediente, el nivel de intervención 

individual, el nivel de aspiración y, la segunda que mejor predice, el nivel de 

intervención grupal. En este punto es importante llamar la atención sobre la 

contribución que la eficacia colectiva y la percepción de la calidad del servicio hacen a 

la predicción de la probabilidad de iniciar un expediente y el nivel de intervención 

grupal. La primera relación es obvia si tenemos en cuenta que la principal razón por la 

que los profesionales informan que dejan casos sin denunciar es que temen que se 

queden sin castigo. Por tanto, si consideran que su unidad es eficaz, es plausible pensar 

que la percepción de la probabilidad de que se quede sin castigo un incidente es menor y 

eso repercute en la probabilidad de la conducta personal al respecto. Nuestros datos en 

relación a la auto-regulación, la percepción de eficacia colectiva y el nivel de 

intervención individual, son coherentes con los obtenidos en el estudio de Katz-Navoy y 

Erez (2005). Estos autores constataron que la percepción de eficacia colectiva aumenta 

a medida que se consolida el trabajo en equipo y  que su impacto en el rendimiento 

depende de que exista una gran interdependencia en las tareas del equipo, de modo que 

sus miembros de ven obligados a coordinar sus esfuerzos si desean conseguir las metas 

propuestas. Cuando esta interdependencia no existe, la variable que más explica el 

rendimiento individual es la auto-eficacia. En el caso de la relación entre el nivel de 
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intervención grupal y la calidad del servicio, nuevamente se plantea la dificultad de 

haber incluido los recursos disponibles junto con la competencia percibida del servicio, 

como se hace habitualmente. En futuras investigaciones habría que depurar la definición 

de este constructo. 

La principal limitación de este estudio radica en su naturaleza exploratoria, que 

hace que no haya unas hipótesis de partida claras. Esta falta de direccionalidad en las 

predicciones tuvo su origen en la escasez de precedentes en el estudio de este tipo de 

variables en este tipo de muestra, y en las dificultades para acceder y entrevistar a los 

participantes, dado el contexto legal, jurisdiccional y laboral en el que se ha llevado a 

cabo el estudio. Sin embargo, este déficit no resta mérito a los resultados obtenidos 

porque éstos permiten establecer la relevancia de una serie de variables psicológicas en 

la predicción del comportamiento de las personas encargadas de aplicar las LPMA. Esta 

contribución es valiosa porque dicha relevancia se ha puesto de manifiesto en una 

muestra que incluye prácticamente a la población total de estos profesionales. 

La variable con mayor capacidad predictiva ha sido el nivel de auto-regulación, 

por lo que los datos obtenidos aconsejan que la investigación futura parta de este 

constructo. Sin embargo, el estudio de la auto-regulación debería hacerse en relación a 

la autoeficacia, las metas y la satisfacción, mediante hipótesis específicas que podrían 

derivarse de la teoría social cognitiva. Dicha teoría permitiría incluir también variables 

de naturaleza grupal, como la eficacia colectiva o la calidad del servicio, que también 

desempeñan un papel importante en este contexto de investigación. Aunque los 

resultados disponibles hasta el momento no permiten llegar a conclusiones definitivas al 

respecto, sí parecen indicar que esta teoría podría ser un marco de referencia útil en 

relación a la aplicación de las LPMA, tal como lo está siendo respecto a la conducta 

pro-ambiental en general.  
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8. Discusión Final y Conclusiones. 

El delito ecológico ha sido conceptualizado como un tipo de comportamiento 

anti-social (Corral-Verdugo, Frías-Armenta y González-Lomelí, 2003), en la medida en 

que produce daños en los recursos, el bienestar y/o los intereses de otras personas y, 

además, parece responder a la tendencia humana a actuar en interés propio. 

Hay que tener presente, que en ocasiones las personas obedecen la ley pero en 

otras ocasiones no, así, el problema está en determinar por qué se obedecen 

determinadas leyes y se desobedecen otras. Sanderson y Darley (2002) consideran que 

se ha sobreestimado el papel de la amenaza de castigo a la hora de explicar por qué se 

obedece la ley. La creencia en la importancia de tener normas justas que gobiernen la 

sociedad, el sentimiento de que la ley incluye la visión de la gente de lo que está bien y 

lo que está mal, así como los controles sociales informales tienen, a su juicio, un mayor 

impacto. 

Llegado a este punto es preciso establecer algunas conclusiones en lo que se 

refiere a los estudios expuestos en esta tesis. Con respecto al primer estudio, que se 

centró en la valoración de las transgresiones medioambientales y su explicación 

espontánea en una muestra representativa de la población general, decir que las 

personas indican que a la hora de valorar las transgresiones medioambientales que 

ocurren en su entorno inmediato, tienen en cuenta no sólo la gravedad y/o la sanción 

penal, sino otros factores. Así, se puede destacar que la transgresión más negativamente 

valorada, el vertido de aguas fecales permitido por el Ayuntamiento, constituye un 

ejemplo del delito de contaminación que las personas valoran como de gravedad 

intermedia cuando se comparan con delitos no ecológicos (De la Fuente, García-Cueto, 

San Luis, García, y de la Fuente, 2002). 
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Los datos también han puesto de manifiesto que la cantidad de castigo que se 

asigna a las distintas transgresiones depende de en qué medida provocan indignación, 

tienen consecuencias graves, perjudican al medio ambiente y perjudican a las personas. 

Así, cuando se relacionan los juicios morales y las explicaciones causales ante las 

transgresiones medioambientales, en este caso, se culpabiliza al transgresor asignándole 

motivos egoístas e interesados, acordes con una visión del mismo como “mala persona”. 

Por el contrario, el que genere beneficios materiales es lo que menos explica la cantidad 

de castigo asignado y cuando se relacionan los juicios morales y las explicaciones 

causales ante las transgresiones medioambientales, se exime al transgresor justificando 

su comportamiento, que se explica utilizando justificaciones y excusas que, a modo de 

técnicas de neutralización, preservan la imagen positiva del transgresor como “buena 

persona”. 

En el segundo estudio se analizaron las razones que las personas consideran que 

subyacen a la no realización de comportamientos anti-ecológicos ilegales, y su relación 

con la motivación pro-ambiental. Por lo tanto, como contemplan Tabernero y 

Hernández en sus investigaciones, al analizar la motivación que lleva a las personas a 

mantener una conducta determinada o no, los investigadores no están sólo interesados 

en saber por qué un cierto tipo de comportamiento ha sido elegido y lo que hace que se 

vuelva generalizado a persistir en una variedad de contextos diferentes; este análisis 

también es importante para idear estrategias de intervención diferentes y crear las 

condiciones más apropiadas para producir cambios en el comportamiento humano que 

contribuyen a la protección del medio ambiente. 

Considerar los valores humanos como concepciones de metas que son deseables 

alcanzar, que definen el estilo de vida de las personas y en los que las creencias sobre su 

valor moral es incuestionable (Rokeach, 1973) supone atribuirles una dimensión 
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motivacional. Según Tabernero y Hernández, uno de los motivos considerados como 

principales en la explicación del comportamiento ecológico responsable ha sido el 

altruismo, así, se asume que las conductas pro-ambientales son, en gran medida, 

producto de una visión altruista con respecto a las personas y al medio ambiente. En 

esta dirección se ha desarrollado un volumen importante de trabajos partiendo del 

modelo de activación de la norma de Schwartz (1970, 1977). 

En nuestros resultados, tanto las razones internas como la norma descriptiva 

influyen directamente en la conducta anti-ecológica ilegal, y la motivación intrínseca es 

la que mejor predice los distintos tipos de conducta pro-ambiental y, aunque resulta 

difícil imaginar la obediencia a las LPMA por motivos intrínsecos tal como ocurre con 

el comportamiento pro-ambiental, sí es cierto que dicha obediencia puede responder a 

un nivel de auto-regulación alto. El comportamiento pro-ambiental puede realizarse 

simplemente por el placer que proporciona (Ryan y Deci, 2000). Asimismo, Bandura 

(1997) defiende la importancia de conocer los juicios de autoeficacia para explicar 

cómo la gente desarrolla un interés implícito en tareas para las que no había 

inicialmente ninguna motivación intrínseca, más que la satisfacción experimentada 

como ocurre cuando se recicla o se ahorra agua. Del mismo modo, Locke y Latham 

(2002) replican que casi cualquier actividad puede generar un interés implícito en los 

ciudadanos si la actividad es un reto, proporcionando retroalimentación con el logro de 

metas. 

En el tercer estudio se analizó la valoración que los profesionales encargados de 

aplicar las leyes de protección del medio ambiente, hacen de las transgresiones 

medioambientales y de su trabajo cotidiano. En nuestro estudio, las tareas más 

realizadas por los profesionales fueron asesorar y/o educar a los ciudadanos, presentar 

denuncias formales y patrullar/vigilar, esto puede ser debido a que más del 50% de los 
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profesionales de la muestra eran agentes medioambientales. Las principales dificultades 

con las que se encuentran los profesionales de nuestra muestra son en primer lugar, de 

tipo organizacional, es decir, relativas a los recursos y al personal disponible, y en 

segundo lugar, dificultades encontradas en la distribución de competencias entre 

administraciones públicas. Estos datos son coherentes con el estudio realizado por Du 

Rées (2001) donde los profesionales encuestados manifiestan que las principales 

dificultades con las que se encuentran tienen que ver con la delimitación de las 

competencias de los distintos organismos implicados. 

En este estudio las razones que dan los profesionales a por qué quedan 

transgresiones ambientales sin denunciar es porque consideran que es mejor educar a los 

transgresores que denunciarlos; que aunque se denuncien, algunas transgresiones van a 

quedar sin castigo; y que fueron hechas accidentalmente. Estos datos son coherentes con 

investigaciones previas en las que los profesionales afirman que muchas veces el 

comportamiento anti-ecológico ilegal no resulta en un daño directo o que sus 

consecuencias no son importantes (Du Rées, 2001; Medias y Kehoe, 2006). 

Así pues, en la línea de otras investigaciones como Tyler (1990), la solución no 

está en el endurecimiento de dichas leyes, suficientemente duras sobre el papel, en la 

medida en que las personas no consideran que sean legítimas y por tanto deban de ser 

obedecidas. Este endurecimiento podría ser incluso contraproducente, al aumentar la 

perversidad de la norma y los procedimientos para su evasión. Además, se sabe que 

entre los delincuentes en general, se responde más a los cambios en el riesgo de ser 

descubierto que a los cambios en la dureza de la sanción y que la probabilidad de ser 

descubierto tiende a sobreestimarse siempre (Korsell, 2001). 

Para recuperar la credibilidad de la ley se ha propuesto llevar a cabo sentencias 

ejemplares de casos graves con un alto valor simbólico (Mårald, 2001). Otras medidas 
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de control informal (amenazas de auditorías, publicidad negativa, etc.) también podrían 

ser de utilidad de cara a aumentar el reproche social. En este sentido se ha constatado 

que el miedo a experimentar varias sanciones sociales informales del propio grupo 

social (vergüenza, estigma, pérdida de interacciones futuras), y particularmente de los 

otros significativos, constituye una de las razones de por qué las personas obedecen las 

leyes (Grasmick y Green, 1980; Meier y Jonson, 1977; Robinson y Darley, 1995). El 

riesgo de una publicidad negativa en los medios de comunicación, por ejemplo, puede 

tener un mayor poder disuador que las sanciones legales (Singler y Muyphy, 1988) en 

ámbitos como el empresarial, puesto que se sabe que los empresarios afirman que evitan 

hacer negocios con compañías que han violado la ley (Korsell, 2001). 

Según Hernández y Tabernero, sería conveniente crear programas de formación 

ambiental adaptados a diferentes contextos –trabajo, hogar, ocio-, programas de 

educación medioambiental y campañas publicitarias centradas en generar juicios de 

autoeficacia ambiental en la población. Utilizando las cuatro fuentes para generar 

juicios de autoeficacia (la propia experiencia, el modelado, la persuasión y los estados 

psico-fisiológicos), las políticas medioambientales deben dirigirse a que los ciudadanos 

sientan confianza en su capacidad para realizar acciones pro-ambientales específicas 

que ayuden a preservar el medio. Estos juicios de autoeficacia pueden ser tanto 

individuales como colectivos, en este último caso estaríamos hablando de la eficacia 

colectiva que sería percepción compartida por una comunidad sobre su capacidad para 

desarrollar acciones pro-ambientales que mejoren el medio ambiente. Los datos 

encontrados por Tabernero y Hernández (2006) indican que aquellas poblaciones donde 

se reciclan más kilogramos de papel y vidrio por cada ciudadano y año, son las que 

mantienen juicios de eficacia colectiva más elevados. 
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